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Cuando en el año de 1861 escribimos y publicamos 
nuestro tratado de Derecho criminal , nada ^ por cierto^ 
más ajeno 9 no ya de nuestra aspiración , sino de nuestro 
pensamiento y de nuestras esperanzas , que la acogida 
tan decididamente favorable que llegó á merecer del pú- 
blico ^ signiflcada en el hecho mismo de haberse consu- 
mido en pocos meses la primera considerable edición^ 
hallándose hoy casi en el mismo caso la segunda. 

Nada tampoco entonces más ajeno de nuestro cálculo 
que esto de que hubiese venido el año de 1865, sin que 
hubiera llegado á plantearse la tantas veces anunciada 
organización de tribunales , cuya realización se suponía 
tan inmediata, habiendo sido ésta precisamente una de 
las razones que tuvimos para no ampliar nuestro trabajo, 
incluyendo en él otras varias cuestiones ó casos prácticos 
dudosos, toda vez que la casación, en materia criminal, 
podría traer su resolución á otro terreno, creando ju- 
risprudencia que no fuera la misma, y esterilizando, por 
tanto, nuestra idea. 

En cuanto á lo primero , bien lo hubimos menester se- 
guramente , porque sin aquella tan señalada aprobación 
del público no sabemos cuál otro hubiera podido ser 
nuestro estimulo, para tomar la pluma nuevamente > 

a. 
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cuando ni una sola palabra de benevolencia y agrado me- 
recimos en las altas regiones oficiales , donde , todo al 
contrario 9 con tan grande indiferencia se miró nuestro 
trabajo. Si mucho por nosotros, pues fuera inútil el ne- 
garlo, más por distintas consideraciones^ que cada cual 
podrá apreciar á su manera^ lo sentimos. 

En cuanto á lo segundo, viendo estamos cómo aun la 
reforma no ha venido, y cómo ni siquiera se ha planteado 
la casación en materia criminal , que también se anunció 
por separado, siquiera el proyecto de la ley, significado 
en sus treinta y seis bases generales , se encuentre de 
nuevo sometido al estudio de la comisión, que ha de dar 
su dictamen en el «Ito cuerpo coiegislador, y más grande 
que nunca parezca el empeño actual de realizarla. 

Ni es nuestro ánimo, ni al objeto cumplen de este pró- 
logo, antes bien serían completamente extrañas, las mu- 
chas, y en nuestro concepto, muy fundadas observacio- 
nes , que se nos ocurren y que para ocasión no lejana 
reservamos , acerca de diversos extremos , en varias de 
las referidas bases señalados , sin que para demostrar su 
resultado positivo, y citamos la 27/ como ejemplo , por 
ser la primera con que en estos momentos hemos trope- 
zado, fueran necesarias más que algunas ligeras indica- 
ciones, respecto del que nos ha venido ofreciendo, por es- 
pacio de más de diez años , cierto ensayo análogo , en 
donde si muchos fueron siempre, y continúan siendo, los 
inconvenientes , en cambio no ha podido averiguarse to- 
davía cuáles hayan sido las ventajas. 

Pero sea de esto y de la reforma lo que quiera , que 
allá, luego que las Cortes con el Gobierno determinen, lo 
veremos ; paralizada precisamente se encontraba cuan- 
do concebimos nosotros el pensamiento de este libro, que 
acaso habríamos abandonado, si tan próxima la bubié- 
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ramos vuelto á creer otra vez más, y tan inmediata la uni- 
dad de fueros , según la base tercera del proyecto, puesto 
que esa alteración substancial, en esta parte, de las leyes 
del reino, desde luego destruía casi completamente nues- 
tro objeto. 

Su detenido estudio, sin embargo; la comparación 
exacta y minuciosa de las modificaciones que en todas y 
en cada una de sus citadas treinta y seis bases se indi- 
can, unas en notable divergencia, otras en evidente 
contradicción con principios que rigen actualmente ; los 
obstáculos materiales que, en nuestra opinión, han de ve- 
nir surgiendo progresivamente de su planteamiento, tal 
vez más difícil y embarazoso de lo que á primera vista se 
ha creído ; las muchísimas dudas , que por muchísimo 
tiempo se han de presentar, aun dada y aceptada la per- 
fección completa de la idea, que es hasta donde, en la 
hipótesis más favorable , podemos extendernos , y la ne- 
cesidad, por último, de continuas aclaraciones, modi- 
ficaciones y reformas parciales dentro de la reforma prin- 
cipal , nos hicieron pensar de otra manera é insistir en 
nucístra obra. 

A pesar de los esfuerzos de la voluntad, inferiores 
siempre , por muchos y muy grandes^ á la fuerza mate- 
rial , precisa é indeclinable de los acontecimientos, y por 
esas mismas razones apuntadas , no solamente retroce- 
dimos á nuestra antigua creencia de que todavía pudiera 
ser remota la realización de las nuevas prácticas , en 
todos sus detalles , sino que, aun en medio de esto com- 
prendimos, que conservándose, como desde luego se 
conservan, según los términos de una de las referi- 
das bases, ciertos juicios privilegiados, natural y pro- 
bablemente la jurisprudencia actual, respecto de los mis- 
mos > no deberá sufrir alteración de ningún género, y 



con ellos y para ellos habrá de subsistir la que por éí 
Tribunal Supremo de Justicia se Imlia relativamente es« 
tablecída. 

Bajo este concepto ^ pronto desapareció en nosotros la 
íncertídumbre de un"" momento, calculando la conve- 
niencia de nuestro libro^ aun llegado el caso de la rea- 
lización de la reforma ; puesto que sí hoy puede estimar- 
se útil en un sentido, posiblemente mañana, dentro de 
su misma índole , no desvirtuada , nos habrá de servir 
como punto de partida para el estudio de las necesarias 
aclaraciones , que la transformación judicial ha de traer 
en pos de sí, y también como de cimiento á otros traba- 
jos, con el fin de buscar los mejores medios de regula- 
rizar y armonizar las antiguas reglas y los principios que 
van á derogarse, con los principios^ las reglas y las fór- 
mulas nuevas que se anundan. 

Queremos significar con esto, que si nuestro tiempo y 
nuestra fe nos lo permiten , éste de la Jurisdicción Real, 
en su actual relación con las demás jurisdicciones pri- 
vativas, vendrá á ser más adelante el primer tomo de al- 
gunos otros , que en la misma forma , procuraremos con- 
sagrar á las consecuencias de la innovación , que ojalá 
responda en todas sus condiciones al asiduo y constante 
trabajo^ á las leales intenciones y á las fundadas espe- 
ranzas de sus entendidos autores, que por ellos y por la 
administración de justicia^ sentiríamos de todo corazón 
ver defraudadas. 

En tanto, pues, y sin que hoy por hoy, como antes 
hemos dicho ^ sea nuestra intención emplear las páginas 
de este prólogo en indicaciones contrarias á varios de 
esos extremos, que en el proyecto se omsignan, no de 
sus bases por sí solas deducidas, sino por loque la expe- 
riencia y la práctica de los tribunales^ en tantos anos, nos 



han veoido demostrando y essefiando, y también por la 
poca significación de nuestras palabras , nos limitaremos 
alas que sean bastantes^ para que^ aisladamente y sjn 
relación con la reforma y se pueda comprender el verda- 
dero pensamiento de este libro y el fin con que nos de- 
cidimos á escribirlo. 

Constantes y no interrumpidas las competencias entre 
la jurisdicción real ordinaria y las demás jurisdicciones 
pTÍTativas ; muchas las decisiones del Tribunal Supremo 
de Justicia , que de las mismas han surgido , y muchos y 
muy variados los puntos de doctrina en esta parte resuel- 
tos, claro es que el examen^ bajo una rápida ojeada, de to- 
das las que puedan importar á la resolución de casos da- 
dos, en muchas Gacetas oficiales ó en muchos tomos es- 
parcidas, lleva consigo la necesidad de un largo espacio 
de tiempo, para buscar prolijamente cuantas sean con- 
dacentQs á la materia sobre que deban consultarse. 

Su recopilación y coordinación con el mayor cuidado y 
la posible brevedad, llevando á separados capítulos todas 
aquellas que sobre puntos análogos pudie'sen ofrecer en 
sí toda la doctrina establecida, de manera que dentro 
de unas cuántas páginas queda;ie comprendida , con la 
suQciente claridad , la explicación y aplicación de cada 
una , fué, por consiguiente , nuestro principal objeto. 

Y al procurar contraer exacta y minuciosamente los 
datos necesarios, á fin de que con mayor detenimiento, 
si esto se desea , puedan registrarse y consultarse origí- 
iiales las disposiciones que se citan , nos hemos permitido 
también observaciones propias, sobre otros diversos pun- 
^s, no explícitamente definidos, buscando la analogía 
relativa entre la legislación antigua y la moderna , ayu- 
dados perla práctica de los tribunales , donde otros an- 
tecedentes no hemos encontrado, si bien en esta parte 



hemos procurado siempre ser muy parcos, puesto que 
en nuestro pensamiento no entraron nunca comentarios , 
siijo la exposición clara y sucinta de la jurisprudencia , 
en asuntos criminales, por el Tribunal Supremo san- 
cionada. 

Grande esmero hemos puesto en reunir bajo un solo 
capítulo toda la doctrina referente á un mismo asunto, 
y aun cuando en los primeros, tratándose de principios 
generales , ha sido más fácil concretarla , no ya con más 
dificultad, sino imposiblemente lo habríamos intentado 
en los restantes, toda vez que no cabe esa misma abso- 
luta liJacion entre materias tan diversas, como son lasque 
en los mismos se contienen, por más que todas se refie- 
ran y contraigan á cuestiones de jurisdicción sobre el co- 
nocimiento de delitos , por una 6 por otra clase de per- 
sonas cometidos. No hemos, sin embargo, involucrado 
las materias, ó de evitarlo, en todo caso, hemos tratado, 
y dísimulable sería, si no siempre lo hubiéramos podido 
conseguir. £1 sumario jnismo ó resumen de todas ellas, 
colocado al principio de cada capítulo, demuestra cómo 
ni hemos prescindido, y antes bien hemos tenido muy en 
cuenta , y hasta donde nos ha sido posible hemos procu- 
rado esa coherencia, esa regularidad y ese orden tan in- 
dispensables , para su mejor explicación y más clara in- 
teligencia. 

También cumple á nuestro objeto la observación de 
que si bien las sentencias del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, cuya jurisprudencia hemos consignado, pueden 
considerarse bajo dos diferentes caracteres, ya en el de 
resolver hechos concretos en materia criminal, y éstas son 
casi en su totalidad las que hemos registrado, ya en el 
de decidir cuestiones de doctrina común ; no porque al- 
guna de éstas se contraiga parcialmente á la legislación 



civj]^ deja de ser aplicable á la sustancíacion de los pro- 
cesos, puesto que aun esas mismas decisiones, escasísi- 
mas por cierto , se entienden en ese doble sentido ; pu- 
diendo, entre otras, cuya cita creemos innecesaria , traer 
por via de ejemplo la de 24 de Enero de i86i , la c.ual, 
refiriéndose á una cuestión de aquella índole, resuelve, 
al propio tiempo, otros extremos de íntima y necesaria 
aplicación , Qomp principio general, en negocios cri- 
minales. 

Con estos antecedentes , sin que á nosotros nos sea 
dado apreciar nuestro trabajo, pero apreciando, porque 
esto en nada se aparta de lo lícito, el buen deseo con 
que lo emprendimos, la constancia con que lo hemos 
continuado, y los desvelos, en que nunca hemos queri- 
do reparar; sin que tampoco aspiremos á otra recompen- 
sa, que á la benevolencia de nuestros lectores, siquiera 
porque dentro de sus páginas puedan encontrar alguna 
vez lo que á su propósito convenga, y siempre y de cual- 
quier modo, en la confianza y seguridad de su indulgen- 
cia, allá ise lo entregamos , para que por sí puedan juz- 
garlo. 
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JURISDICCIÓN REAL. 



CAPÍTULO PRIMERO. 

Leyes de Partida referentes á la jurisdicción Real ordinaria. 
— El Ingar del delito surte el fuero.— Razón de esta doc- 
trina. — Excepciones primitivas. — Su extensión posterior 
ilimitada.— Constituciones modernas.— Jurisdicciones pri- 
vativas. — Restricciones especiales dentro de ellas. 

€ Por todo yerro ó mal fecho que algund orne 
faga , deue ser apremiado por el judgador del logar 
do lo fizo, que cumpla de derecho á los que lo acu- 
san dello, maguer el malfechor sea de otra tierra.» 

Este primer periodo de la ley IS , titulo i, de la 
Partida, vu , que en lo relativo á la forma de las 
acusaciones concuerda con la ley 3.*, libro iv del 
Fuero Real de España , es la base de la verdadera 
jurisdicción ordinaria , la cual reside esencial, posi- 
tiva é indeclinablemente en el juez del lugar don- 
de un delito se comete. 

1 



A éste, y no á otro alguno, corresponde entender 
en la acusación , indagar sus circunstancias y re- 
solver el castigo del culpable , salvas las excepcio- 
nes, que después se han venido creando, siempre 
en daño de la más pronta administración de justi- 
cia y con notorio perjuicio del Estado. 

«Porque los bornes supiesen y entendiesen cuales 
pleitos podian demandar por acusación e cuales por 
querella» , consignó el Fuero Real, en la segunda de 
las expresadas leyes, todos aquellos que boy, más 
ó menos ampliamente, tenemos explicados en el 
libro n del Código Penal, por los cuales «debe re- 
x^eb¡r muerte el delincuente ó pena de su cuerpo ó 
pérdida de su haber» ; separándolos de los demás , 
que citó luego , como de carácter puramente civil ; 
cuya acusación, respecto de los primeros, cuyo co- 
nocimiento y castigo, la referida ley 15, titulo i de 
la sétima Partida declaró corresponder al judgador 
del lugar donde se hubiesen cometido. 

Esta misma ley, sin embargo, amplió, en sus pe- 
riodos sucesivos, la facultad de conocer, de juzgar 
y castigar los yerros de los hombres , otorgándola 
al juez del lugar, donde el culpable fuese hallado, 
si no lo hubiera podido ser allí , donde mismo hu- 
biese delinquido ;. al de su morada , al del punto eu 
que radicasen la mayor parte de sus bienes , ó al de 
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cualquiera otro, en fin , si se tratase de un hombre 
fugitivo, que anduviese errante de una parte á otra, 
ea el cual fuese aprekendido ; regla general aque- 
lla, y excepciones las demás, que ya antes se halla- 
ban consignadas en las leyes 32 , titulo u, y 4/, ti- 
tulo m de la tercera Partida. 

Ante quién debe el demandador hacer su de- 
manda enjuicio , nos dice la primera, señalando al 
juez que ha poder de juzgar al demandado, la eual 
<si fuese movida por yerro ó malfetria, que ouiese 
fecho en la tierra, es tenudo de responder donde lo 
fizo, maguer sea natural ó morador de otra parte , 
á no ser que fuese revoltoso ó de mala barata, de 
guisa que non asosegase en ningún logar, ca á tal 
como este , tenudo es de responder do quier que 
lo fallasen. > 

f De como el demandado non debe responder en 
juicio ante otro alcalde , si non apte aquel que es 
puesto para judgar la tierra do él mora cotidiana- 
mente» , se dijo en la segunda, cuya es igualmente 
la doctrina consignadaT en las leyes 1.* y 2.', títu- 
lo xxxvi, libro XII de la Novisín\a Recopilación, en 
su concordancia con la 1.* y S.'* del titulo xvi , li- 
bro vm de la Recopilación , á las cuales se refieren. 

« Ordenamos y tenemos por bien*, dice la prime- 
ra, que cualquier que hiciere cosa por que merezca 
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muerte ó otra pena corporal, y no pudiere ser ha- 
llado en el lugar , donde hizo el maleficio , para 
que se cumpla en él la justicia , si fuere pregona- 
do y dado por hechor por sentencia , que en lle- 
gando el querelloso con la sentencia á los alcaldes 
del lugar donde estuviere el mal hechor, y les re- 
quiriese que lo prendan y lo envien preso al lugar 
donde hizo el maleficio , enviándosek) á requerir 
los alcaldes, que dieron la sentencia, que sean te- 
nudos los dichos alcaldes y oficiales del lugar donde 
estuviere de lo prender y prendan y envíen preso 
y bien recauaado á los alcaldes y jueces del lugar, 
donde asi hizo el maleficio, porque allí donde 
cayó en la culpa resciba la pena.i 

t Mandamos, dice la segunda, que qualesquier 
malhechores puedan ser y sean sacados de quales- 
quier villas y lugares , castillos y fortalezas , aunque 
sean privilegiados, asi de lo Realengo y^ Señorío, 
como de lo Abadengo y Maestrazgos y Priorazgos ; 
y que sean remitidos los tales malhechores , para 
que de ellos se haga justicia; á las ciudades, villas 
y lugares, donde delinquieron, no embargantes 
qualesquier privilegios ó exenciones que de Nos ó 
de los Reyes nuestros progenitores tengan. » 

Aquella ampliación , lelativa á la facultad de co- 
nocer, juzgar y castigar los yerros de los hombres. 
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de que Bcabamos de hacer mérito, al citar la ley IS, 
titulo 1 de la sétima Partida, éngeudró naturalmpnte, 
y no obstante la regla general , todas esas exencio- 
nes que , andando el tiempo , llegaron á alcanzar 
una extensión tan ilimitada, y debilitaron de una 
manera tan considerable el poder y eficacia de la 
Real jurisdicción ordinaria, que con ser la primera 
y principal , y el origen y la fuente y la raíz de to- 
das las demás , la que por su índole y naturaleza 
debia abrazar el número mayor de asuntos y per- 
sonas, hubo de quedar reducida, en cuanto fué 
posible, atan estrecho círculo, que casi pudo con- 
siderarse como absorbida por todas esas otríis ju- 
risdicciones privativas, que sucesivamente y por 
todas partes la restringieron y amenguaron. 

Muchas fueron desde un principio , y no podrán 
menos de ser siempre , las razones por las cuales 
haya de considerarse, en los procesos, como fuero 
de preferencia aquel que surte el lugar donde el 
hecho punible se comete, toda vez que ningún otro 
juez, con mayores facilidades y ventajas, puede 
acudir á la averiguación de su certeza y de la exis- 
tencia del cuerpo del delito, y de la culpabilidad y 
responsabilidad del delincuente. 

Esa misma situación de localidad , en que, cono- 
cido ó desconocido, el reo se constituye, en su na- 
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tural y precisa relación con los llamados á informar 
acerca de sus hábitos, antecedentes, usos y costum- 
bres, ó bien con aquellos otros que pueden explicar 
la verdad en todos sus detalles, según que parcial ó 
totalmente presenciaron el hecho justiciable, ó lo 
oyeron referir, guia con mejor acierto los pasos Ju- 
diciales, mientras que en ninguna parte cuadra me- 
jor el escarmiento que allí donde puedan verlo y 
conocerlo los que vieron y conocieron la infracción 
penal ; siendo natural, preciso, y sobre todo justo, 
que allá se obtenga la satisfacción, donde se hubie- 
ron de inferir la ofensa y el agravio. 

Esto no obstante , y sin salimos de la esfera mis- 
ma de esta jurisdicción ordinaria, existen cierta- 
mente casos especiales, en que por motivos inversos 
y razones contrarias á las ventajas que lleva en si 
esa situación de localidad , es más conveniente que 
un juez conozca de un delito ejecutado en partido ó 
territorio extraño , ya en atención á sus circuns- 
tancias no comunes, ya porque sea de tales ramifi- 
caciones , que sólo en la capital de la provincia ó 
del reino se pueda seguir bien el proceso. 

En este caso S. M. puede cometer el conocimiento 
al juez letrado de primera instancia, que le parezc.a 
más á propósito , como lo consigna y determina el 
articulo 58 del Reglamento Provisional para la ad- 



— 7 — 

mÍDistracion de justicia; facultad extensiva á las Au- 
diencias, cada una respecto de su territorio y ¿ 
petición de su Fiscal , si bien dando inmediatamente 
al Gobierno cuenta de ello. 

Un ejemi^o, no muy lejano por cierto, podemos 
citar, ocurrido en esta de Madrid, con motivo de 
actuaciones, que instruía el juez de C..« contra el 
escribano del mismo Don C. N. , por abusos en el 
ejercicio de su cargo : actuaciones que en la cabeza 
del partido se manifestaron desde un principio es- 
tériles é ineficaces , primero ^n consecuencia de 
las incesantes recusaciones hechas por el procesa- 
do , y después porque sus compañeros , bajo más 
ó menos fundadas' excusas, se negaban á intervenir 
en el proceso. 

En vista, pues, de la absoluta imposibilidad 
para encontrar dentro del partido mismo quien lle- 
nase tales vacíos, y por aquellos tan no interrumpi- 
dos como estudiados y maliciosos entorpecimientos* 
el Fiscal pidió , la Sala acordó y el Gobierno aprobó 
desde luego la determinación de que se encomendase 
la causa al juez del Hospicio de esta corte, por 
quien fué, en efecto, seguida y sentenciada. 

Estas excepciones, que son seguramente muy 
escasas, y estrictamente se refieren siempre á oca- 
siones de indeclinable necesidad , y van siempre 




también encaminadas á favorecer, dentro de la es- 
fera misma de esa jurisdicción ordinaria, la más 
pronta y recta administración de justicia , á ella eii- 
comendada, ni constituyen esos otros privilegios, 
que la dividen y subdividen bajo tan diversas for- 
mas, ni menos suponen esns, más ó menos funda- 
das, exigencias, que la llevan á otros terrenos, 
donde su acción se hace , por lo común , más lenta 
y menos eficaz , y que apartándola de su verdadero 
y único camino , producen á cada paso todos esos 
obstáculos, y todos .esos entorpecimientos, y todos 
CáOS conflictos de jurisdicción , objeto constante de 
los asiduos trabajos y casi diarias decisiones del 
Tribunal Supremo de Justicia , cuya jurisprudencia, 
una vez y otra vez y continuamente repetida, no ha 
sido bastante , sin embargo, hasta el presente, para 
reprimirlos y atajarlos. 

Contra la jurisdicción Real ordinaria fuéronse 
creando, y se levantaron, en tiempos anteriores, esa 
multitud de privilegios , que significaban y aun sig- 
nifican, en mucha parte todavía vigentes, esas ju- 
riadi(^ciones privativas, concedidas á diferentes cla- 
ses ó corporaciones del Estado, y que, en sus mul- 
.liplicadas subdivisiones, bien puede decirse que 
llegaron á hacer innumerables. 
jero eclesiástico, d fuero militar de guerra y 



de marina, bajo todos esos conceptos de artiHería, 
iDgenieros y miticias ; el de los caballeros de las 
órdenes^ el de la Casa Real , maestrantes, salitreros. 
Real hacienda, emipleados de correos, embajadores, 
ministros ó agentes extranjeros ó extranjeros tran- 
seúntes ; el del Santo Oficio, el déla Santa Herman- 
dad y algunos otros, antiguos 6 modernos, que 
sería prolijo enumerar, dejaron, como era consi- 
guiente , en esqueleto , sí nos es permitida esta fra- 
se, la jurisdicción Real ordinaria, que con ser la 
primera, comer antes hemos dicho, casi se podia 
tener y considerar como la última de todas. 

Y si bien en la actualidad muchos de semejan- 
tes privilegios ya no existen , aun nos queda, en los 
restantes, ese germen de no interrumpidas reclama- 
ciones, que tanto entorpecen la marcha natural y 
precisa de los procedimientos, en la averiguación de 
los delitos y en el castigo de los delincuentes. 

Por masque en la Constitución de 1812, titulo v, 
artículo 247, se consignase el principio de que nin- 
gún español pudiera ser juzgado sino por el tribu- 
nal competente , anteriormente en la ley determi- 
nado , esta tendencia absoluta á la unidad de fueros, 
ni entonces ni aun después de restablecida aquella 
en los años de 1820 y 1836 fué, en sus resultados, 
bastante eficaz y positiva. 
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Reservados SUS privilegios respectivos únicamente 
i, los eclesiásticos y militares, con sujeción á las 
leyes, siguierm, no obstante, en tolerancia los 
demás , quedando más tarde de nuevo sancionados 
por el Reglamento Provisional para la administra- 
ción de justicia, al establecer y fijar, en su articu- 
lo 36, la extensión y limites de la jurisdicción de 
los jueces ordinarios. 

La Constitución de 1848, á su vez, confirmó has- 
ta cierto punto ese mismo sistema, en el mero 
hecho de no consignar base alguna fundamental 
en materia de jurisdicciones , sometiéndola á leyes 
secundarias , las cuales habrían de disponer el nú- 
mero de tribunales y juzgados, sus condiciones y 
las facultades respectivas de los mismos; en cuya 
situación nos encontramos. 

Pero' no es solamente la extensión , por una parte, 
y lá subsistencia, por otra, de tales privilegios, las 
que producen esa serie de incidentes de competen- 
cia entre la jurisdicción Real y las demás jurisdic- 
ciones privativas , que aun existen , sino que tam- 
bién reconocen otras causas no menos, ala verdad, 
frecuentes y comunes. La mayor parte, de ellos 
nacen y provienen á la vez de las excepciones , que 
disposiciones ó leyes posteriores han ido introdu- 
ciendo sucesivamente dentro de **llas , circunscri- 
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biendo la acción del privilegio , estableciendo los 
casos y ocasiones en que éste pierde su eficacia, y 
las razones y consideraciones que hayan de teners 
en cuenta, para que asi pueda resolverse y decla- 
rarse ; con lo ques no deslindados por completo ó 
con la suficiente claridad , ó mal entendidos por 
los interesados casi siempre, y por lo^ jueces con 
bastante ||'ecuencia , los verdaderos límites 'de sus 
derechos y de sus atribuciones respectivas , y sos- 
teniendo en sentido contrario los irnos y los otros 
la razón del fuero y del conocimiento por su parte, 
surgen á cada paso todas esas lamentables com- 
plicaciones jurisdiccionales, á que nos venimos re- 
firiendo 9 no obstante las varias decisiones análogas 
que de mucho tiempo atrás nos ofrece , para com- 
prenderlas y evitarlas , el estudio , en esta parte , de 
la Colección legislativa. 

No es muy fácil ciertamente , preciso es confe- 
sarlo , sin un prolijo y detenido examen , página 
por página y decisión por decisión , cuando tantas 
son y tan diversas , la coordinación exacta y minu- 
ciosa de todaá y de cada una de esas resoluciones 
dictadas por el Tribunal Supremo de Justicia, re- 
lativas á un punto de derecho ó cuestión determi- 
nada 9 en materia de jurisdicción ó competencia. 

Hé aquí , pues , la razón que nos ha movido al 
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estudio de las mismas , en cuanto conciernen y á 
los asuntos criminales se contraen, que son los 
que principalmente, y por consecuencia de nuestro 
cargo oficial, más nos importan, trayéndolas por 
materias y reuniéndolas en grupos separados , de 
tal modo, que dentro de cada uno , con la breve- 
dad y concisión posibles, pueda encontrarse toda 
la doctrina, base y fundamento de la jurisyudencía 
establecida. 



CAPITULO II. 



Tribunal Supremo de Justicia. ~ Autoridad decisiva y obli- 
gatoria de sus sentencias para todo fuero. — Consejo de 
Estado. -^Competencias entre autoridades judiciales y ad- 

■ ministratiyas.^Leyes y Reales disposiciones concernientes 
á este punto. —Atribuciones análogas del Tribunal de Guer- 
ra y Marina , según el Real decre^ de 7 de Abril de 1834. 
—Reglas relativas á los conflictos de autoridad entre trí- 

. buna(es y gobernadores , con arreglo ¿ la ley de S5 de Se- 
tiembre de 1863.— <:ircu lar de 18 de Octubre de 1864. 



Principiamos este capitulo citando, como más 
terminantes , las decisiones del Tribunal Suprenío 
de lusticia de 25 de Abril y 28. de Agosto de 1862 
( Gacetas del 28 aquel y 3 de Setiembre) , repetición 
de otras varías análogas » en las que se dijo y de- 
claró que á el solo correspondían l^al y válidamente 
las competencias de jurisdicción entre los jueces y 
tribunales, cualquiera que fuese su eategoria ó fue- 
ro, los cuales le están en ese punto sometidos , sin 
dependencia ni necesidad de autorizacion.de sus su- 
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periores jerárquicos; debiendo siempre, antes de 
promover contiendas de esta clase, consultar y 
tener presentes sus determinaciones, para todos 
obligatorias , sin exclusión de ningún género. 

El fundamento de éstas , como de las demás deci- 
siones , en igual concepto puMicadas , se encuentra 
escrito en el articulo 261 de la Constitución del Es- 
tado del año de 1812, donde, después de establ&- 
cerse la creación en la corte de un tribunal con la 
denominación de Supremo de Justicia (articulo 2S9), 
se determina y prescribe que todas las competencias 
délas Audiencias entre si, en t^o él territorio es- 
pañol, y las de éstas con los tribunales especiales,, 
que existan eu la península é islas adyacentes , se 
diriman por el mismo; facultad y atribución igual- 
mente consignadas en el número i3 del articulo 90 
del R^lamento Provisional para la administración 
de justicia, de 26 de Setiembre do 183S, que casi 
en-iguales términos se halla concebido. ' 

Estas competencias y estas resoluciones del Su- 
premo Tribuna! son extensivas á todo conflicto de 
orden público , que surja entre dos jurisdicciones , 
cualquiera que sea su naturaleza, tanto en el caso 
de que por ambas se sostenga el conocimiento del 
negocio controvertible, como porque una y otra lo 
rechacen , en el omcepto' de no ser competentes ; 



— 15 — 

pues ya se entienda , como en esta segunda ocasión , 
conflicto negativo , ya , como en la primera, se diga 
positivo^ de 'una ó de otra manera siempre resalta 
un punto de competencia controvertido y no termi- 
nado, cuya resolución indeclinablemente al Tribu- 
nal SufH'emo de Justicia corresponde. 

Esto es , ni más ni menos , lo que tan explícita- 
mente aparece consignado en la deci»on de 30 de 
Junio de 1862 ( Caceta del 12 de Julio ), donde ade 
mas de las indicadas razones y en uno de sus con- 
siderandos se dice y establece que « al repelerse por 
un juez el conocimiento de la causa , que se le so- 
mete , como al reclamar el de otra, que no le está 
sometido, pcovoca una cuestión que ante todp y 
sobre todo exige con urgencia solución precisa é 
irre?ocablQ , porque sin ella quedariao indefensos 
los altos intereses de la sociedad y los respetos sa- 
grados de la familia »; cuya es precisamente la base 
en que descansa esa docti*ina que la Constitución 
de 1812 , el Reglamento Provisional de Í83S y las 
demás disposiciones relativas nos enseñan. 

Toda competencia de jurisdicción de las Audien- 
cias entre si, ó entre tribunales comunes y juzgados 
especiales, debe, pues, dirimirse por el Supremo de 
Justicia, salvos hoy todavía las de fuero militar, 
en 'sus dos conceptos ^e guerra ó de marina, y las 
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» 

sometidas al Consejo de Estado, el cual, según. la 
ley orgánica de su creación de 17 de Agosto de 1860, 
titulo II , articulo 4^, números 9/ y 10, debe ser 
oído necesariamente en pleno, sobre la competencia 
positiva ó negativa de jurisdicción y atribuciones 
eptre las autoridades judiciales y administrativas, y 
sobre los recursos de incompetencia, que contra las 
resoluciones de las segundas eleven al Gobierno las 
primeras. ^ . . 

Ai tocar este punto, y por lo que se- roza con la 
doctrina general, que en este segundo capitulo va- 
mos exponiendo , convenientes nos parecen algunas 
ligeras indicaciones , no ya precisamente sobre las 
competencias, muchas jen número, que hubieron 
de nacer y fueron producidas por la separación de 
las atribuciones judiciales y administrativas , antes 
en los alcaldes mayores y en los tribunales de jus- 
ticia confundidas , con cuyo motivo y para su sils- 
tanciacion y fallo se expidió primero el Real desreto 
de 6 de Junio de 1844; y más tarde las leyes de 2 
de Abril , 6 de Julio de 1845 y Real decreto de 22 : 
de Setiembre del propio año, sino sobre las altera- 
ciones ó modificaciones introducidas en esas mismas 
anteriores disposiciones, por el Real decí'eto de 4 
de Junio de 1847. 

Tuvo este por objeto, y fué su pen^miento, éví- 
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tando toda contradicción entre las iina« y las oCras, 
y antes bien donciliándolas entre si, formar un 
cuerpo completo de reglas al efecto dé sustanciar y 
decidir ésta clase de conflictos , adoptando nuevos 
principios , estableciendo ideas capitales sobre bases 
más duraderas , según la experiencia adquirida y 
el estudio de la legislación de otros pueblos más 
adelantados., para desenvolver y dar mayor exten- 
sión á esta parte de la nuestra, aun cuando sin 
desechar por eso los más principales éñ el Real 
decreto de 6 de Junio consignados. 

Al mejor acierto en^el planteamiento de éstas in- 
dicadas innovaciones ,, S. M.. se sirvió oir, previa- 
mente al antes Consejo Real y al Tribuna] Supremo 
de Justicia, cuya razón principal fué la manera 
de prever los míiles consiguientes á que todas las 
autoridades, ásu vez y dentro de sus esferas respec- 
jtivás, se creyesen con derecho á entablar compe-- 
te>ncias , embarazándose continua y mutuamente en 
sus funciones, creando , por s\j tendencia natural é 
instintiva, conflictos innecesarios, con entorpeci- 
miento siempre y paralización del curso de )a justi* 
cía, y cuyas reglas generales, fijas yprecisas, fue- 
. sen una garantía positiva de que ningún derecho 
quedaba abandonado. 

«Corresponde al Rey, en uso do las pverogativas 
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coustilucionales , dirimir las competeacias de ju- 
risdicción y atribuciones que ocurran entre las au- 
toridades administrativas y los tribunales ordinarios 
y especiales.» Este es el articulo 1.^ del refj^rido 
Real decreto de 4 de Junio de 1847, derogatorio 
de el de 6 de igual mes de 1844 y de toda otra dis- 
posición contraria al mismo , reproducido literal* 
mente después en el artículo 82 del Reglamento 
para la ejecución de la ley« relativa al gobierno y 
administración de las provincias, de 25 de Setiem- 
bre de 1863. 

En representación del Rey, de donde emana tod» 
jurisdicción , el Consejo de Estado y el Ti'ibunal; 
Supremo de Justicia , en sus distintas esferas , son^ 
por consiguiente , los llamados exclusivamente á 
resolver esas cuestiones de orden público , que con 
tanta frecuencia surgen entre las autoridades de 
diverso género, á quienes el mismo se halk en- 
comendado , y consiste y estriba en la estricta ob- 
servancia de sus facultades y atribuciones ' res- 
pectivas. • 

Se ha indicado de igual modo la excepción del 
fuQro puramente militar , dentro de si mismo y sin 
relación alguna con las demás jurisdicciones, y aun 
cuando este punto no atañe directamente al ob- 
jeto dé nuestro pensamiento , ni al fiíi ó idea de 
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nuestro libro importa, como complemento, no 
obstante , de la materia en aue nos venimos ocu- 
pando , y en tanto Uega la unidad absoluta de los 
fueros , en los términos ya oficialmente anuncia- 
dos, no podemos prescindir de algunas indicacio- 
nes, aunque breves, acerca de las atribuciones 
judiciales del Tribunal de Guerra y Marina , las 
cuales se hallan consignadas en el Real decreto de 7 
de Abril de 1834. 

Según &{x artículo 12, corresponde al expresado 
Tribunal conocer de las sumarias militarlas sobre 
hechos sujetos á los consejos de guerra ordinarios 
y de oficiales generales del ejército y armada , con- 
forme á las Reales ordenanzas , leyes y órdenes 
vigentes ; de las causas contra individuos del fuero 
de guerra, marina y extranjería ; de las apelaciones 
y súplicas sobrt^ providencias, que recaigan en asun- 
tos de conexión con el servicio militar, dictadas en 
primera instancia por los capitanes ó comandantes 
genen^les, con acuerdo de sus auditores ; délas 
declaraciones de fuero miiitar^ por guerra ó por 
marina, y de las que convenientemente hayan de 
hacerse, para establecer alguna variación respecto 
de la jurisdicción general, que ejerben los jefes mi- 
litares ; y, por último , de las competencias que se 
promuevan entre juzgados de ambos r.-imos. 
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Si surge, par lo tanto, una cuestión áe esta clase 
entre la jurisdicción ordinaria y la admijiístrat^va, 
su resolución compete exclusivamente al Consejo 
de Estada; si entre dos tribunales de una misma 
jurisdicción y cfategoría, entredós Audiencias, por 
ejemplo, ó' entre un tribunal del fuero común* y 
.otro de fuero militar ó cualquiera de los varios pri- 
vilegiados, que aun subsisten, al Tribunal Supremo 
de Justicia ; y sí entre dos asesores ó auditores , el 
de Guerra y Marina habrá de dirimirla. 

Nonos incumbe, pues, atendido nuestro pro- 
pósito, lo que en este último caso haya de hacerse, 
y si bien á nuestro pensamiento y á la intención de 
nuestro. libró interesan mucho esas reglas perma- 
nentes, que respecto de los conflictos de juri^ic- 
cion entre las autoridades judiciales y administra- 
tivas establece el citado Real decreto de 4 de Junio 
de i 847, todavía interesan más las decisiones del 
Tribunal Supremo de Justicia, que en las demás 
competencias forman y componen parJi tó^os los 
tribunales del reino la obligatoria jurisprudencia, á 
que siempre y en todo* caso deben los mismos ate- 
nerse. Antes, por consiguiente, de entrar en ei de- 
tenido examen de éstas , diremos algo , en cuánto nos 
parezca bastante., acerca de las. otras. : 

Solamente pueeten los gobernadores promover 
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contiendas de competencia eíi las cuestiones de 
atribución y jurisdicción , que se originen entre los 
mismos ó las autoridades administrativas , que de 
ellos dependan, y los tribunales.ordinarios y espe- 
ciales , y esto, para reclamar los negocios, cuyo co- 
nocimiento les 'corresponda , en sus respectivas 
provincias, $i bien las partes interesadas pueden, á 
su vez, deducir ante aquellas las declinatorias, que 
creyeren convenientes. ' . . 

Asi se dStermina en el articulo 2> del referido 
Real decreto de '4 de Junio de 1847, cuyo texto li- 
teral se reproduce en elS3 del ya también citado 
Reglamento, para ejecución de la ley de 3S de Se- 
tiembre de 1863 , bopsignáDdose , ademas, en el 3/ 
' ' • ■ • » 

de aquél y en. el 54 de éste, los casos en que los 
gobernadores no pueden- suscitar cuestión de com- 
petencia. . ■ , 

La faQultad^de castigar los delitos, con. arreglo á 
las leyes, es .privativa de los tribunales, y tío cabe 
contienda de jurisdicción en materia criminal pro- 
vocada por los gobernadores , á no ser que se trate 
de delitos ó fE^ltas reservados por la ley á los fun^ 
cionarios del orden administrativo, ó bien en el 
caso de alguna cuestión previa , de la cual dependa 
el &llo judicial. Estas son'las dos únicas excepcio- 
nes contenidas respectivamente en los dos últimos 
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articulos citados , puesto que los demás- casos de 
exclusión, que á los mismos siguen en ambas Rea- 
les disposiciones» no encierran relación directa con 
esa misma materia criminal , que nos ocupa. 

Debe , sin embargo, tenerse muy en cuenta que 
tampoco cabe la provocación de competencia por 
los gobernadores en pleito fenecido, entendiéndose 
esto de igual modo en cualquiera causa ó proceso, 
cuando la sentencia esté pasada en autoridad de 
cosa juzgada ; doctrina establecida y sailcionada por 
el Consejo de Estado , en su dedsidh de 11 de Agos- 
to de 1852, expediente y autos entre el gobernador 
de Toledo y el juez de Kavahermosa, 

Consignada aparece en ellos esa misma jurispru- 
dencia, habiéndose declarado no haber lugar á la 
inhibición, cualesquiera que fuesen las circuns- 
tancias del caso, resulf^indo, como resultaba , que 
las actuaciones que lo originaron hablan ya fene- 
cido, en virtud de sentencia ejecutoriada, recaída en 
ellas, de conformidad con las reglas 11.^ y 15." 
de la ley provisional para la aplicación del Código, 
cuando la autoridad gubernativa dirigió el reque- 
rimiento al juez. 

Y aun se hubo de añadir, en comprobación del 
otro extremo , que también hemos indicado , que 
¿un cuando el párrafo 5.^ del Real decreto de 4 de 
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Junio ( hoy también el 84 del Reglamento de 2S 
de Setiembre) habla solamente de pleitos , es apli« 
cable j debe hacerse extensivo á los juicios de fal- 
tas y á las causas, por cuanto á que la razón de 
respeto ala cosa juzgada, que motivó aquella dis~ 
posición para los asuntos civiles , es todavía de ma- 
yor gravedad , tratándose de materias criminales. 

Hasta tal punto y de tal manera se entiende por 
el Consejo de Estado la prescripción citada, y tan 
estrictamente la interpreta y aplica , que en otras 
(los decisiones, fecha la una de 14 de Noviembre 
de 1860, expediente y autos entre el mismo gober- 
nador de f oledo y el juez de primera instancia de 
Es&lona , y de 20 de Marzo de 1861 la«otra , entro 
el gobernador de Huesca y el juez de Sariñena , de- 
claró que si bien la autoridad gubernativa en época 
hábil para suscitar el conflicto acordó que se requi- 
riese de inhibición ala autoridad judicial, no cons- 
tando, sin embargo, que el requerimiento fuese 
recibido, ni que el juez se hubiese dado formalmen- 
te por notificado, hasta que la sentencia pronun- 
ciada en el juicio había adquirido fuerza ejecuto- 
ria, no era posible provocar ya la contienda. 

Y entiéndase, ademas, con esa misma rigurosidad 
de interpretación y aplicación, que para que sea 
procedente , por parte de los gobernadores de pro- 
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vincia, la provocación del conflicto, es circunstancia 
precisa que la autoridad judicial se halle enten- 
diendo en un asunto cuyo conocimiento , según las 
leyes , corresponda á la administración , sin que 
pueda aplicarse á ningún otro «aso, ni aun res- 
pecto de datos previos » por ejemplo, que en él 
concepto de cuerpo de delito quiera reclamar un 
juez. Esto en sus resultados equivaldría á una 
provocación de competencia, por parte déla auto- 
ridad judicial , enteramente contraria al espíritu de 
la ley, la cual declara ser este paso exclusivo de la 
administrativa, correspondiendo únicamente á las 
partes el derecho de turbar á ésta en ^1 conoci- 
miento de Ips asuntos á la misma sometidos ff>or 
medio del oportuno requerimiento, y sin que á nin- 
guna otra autoridad , ni aun por delegación , incum- 
ba el provocar la competencia. 

« 

Asi se resuelve y puede verse más circunsCáncia- 
damente en las decisiones del mismo Consejo de 26 
de Noviembre de 1846, expedient<3 y autos de com- 
|)etencia entre el jefe político de Valencia y el juez 
de Carlet ; de 2 de Octubre de 1850 , entre el Go- 
bernador de Toledo y el juez de Navaherraosa ; de 
13 de Julio de J880, entre el gobernador de Viz- 
caya y el juez de Durango, y de 10 de Jupio de 1857, 
entre la diputación general de Álava y el juez de la 



. ^ 25 — 

Guardia^ con otras muchas más, quesería demask- 
•do prolijo ehumerar. 

Siendo de alto inicres,^ en esta parte , al tratar 
de esta materia, y por. lo que ella interesa á los fun- 
cionario^ del orden judicial y fiscal , no pedemos 
ni debemojs prescindir ,. antes de terminar este ca«- 
pitulo, de baeer mención «en* él de vía Real arden 
circular de 18 de Octubre dé 1864 {Gaceta del Si), 
expedida por el Minislerio de Gracia y Justicia*, con 
motivo de la paralización de muchoj^ expedientes 
.instruidos, para proceder contt*a -empleados admi- 
nistrativos, por'^allarse desnudos de los requisitos, 
marcados eñ el Real decreto de 27 de Marzo de 
18S0 ; cuyas faltas ú^omisiónes se consideraron de- 
pendientes de los Promotores fiscales , por linpiitar- 
se á negar ó afirmar la, necesidad de la autorización, 
sin razonar, contraria *ó favoral)lemente9 sus dio- 
támenes , según era su deber.. 

Cuando la Autoridad gubernativa fundamenta ]e- 
gahaente sus reeUln\acion'es, y la judiciid prescinde 
de consigiiar los motívds de las suyas, indefonso 
parece quedar verdaderamente "Cl interés de la 
justicia. 

Considérase^ ademas, en la expresada Real orden 
digno de censura el defecto de no enviarse á los 
Gobernadores por losi Jueces de primera instaocia. 
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para que éstos las eleven al Consejo dd Estado , las 
actuaciones judiciales integras, contra lo dispuesto 
en el articulo S.** del referido Real decreto, donde 
desde luego se quiso significar por diligencias en 
€(mpul$a el expediente int^o compulsado , y no 
de otra manera. 

Bajo este concepto, y con la idea d» prevenir los 
males, á que semejantes omisiones y faltas han dado 
ocasión, se resolvió muy severSimente en dicha 
circular que por los Regentes y Fiscales de las Au- 
diencias se encárgase, á los Jueces y Promotores la 
más exacta observancia del citaA Real decreto 
de 37 de Marzo' de i8S0; de el de 4 de Junio de 
1847, relativo á las competencias entre las Auto- 
ridades judiciales y gubernativas ; del Reglamento 
de 25 de Setiembre de 1863« dictado para la eje- 
cución de ht ley de igual fecha , concerniente al 
gobierno y régimen de las provincias, y de todas 
aquellas otras Rea'es disposiciones, que á los ne- 
gocios Gontencioso-udministrati^bs se refieren. 

Aparte ,' pues, los casos á la decisión del Consejo 
de Estado sometidos, y que tan presentes deben 
Jtenerse, por lo que ellos afectan á la jurisdicción 
ordinaria; pi^escindiendo de esos otros cspecialisi- 
mos, ajenos á nuestro propósito , como puramente 
militares, que el Tribunal de Guerra y Marina de- 
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eide y determina, y hachas estas ligera^ndicaciones 

preliminares , entremos de lleno eii el examen de las 

.■■ • 

resoluciones del Supremo de Justicia , por lu que 
hace á los 'asuntos criminales, á su elevado criterio 
sometidos , los cuales, en materia de competencia, 
objeto eseiic¡al de nuestro trabajo , forman ya un 
cuerpo de doctrina inalterable » concreto y decisivo. 



I « 
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CAPITULO III. 



Poctrina común en materia de jurisdicción. — Competencia 
Absoluta de la ordinaria, para conocer en toda clase de de- 
litos* — Incidencias de delitos militares*,, cometidos, al pro- 
pio tiempo, por paisanos. — £1 sobreseimiento dictado por 
uña jurisdicción no amengua ni prejuzga el fallo de otra 
'competente, que baya conocido ^obre el mismo hecho. — 
No es el logar del delito aqu^l, donde se principia, sino 
donde se consuma. — En caso de ^os ó más delitos, el lugar 
del más graye ^rte el fuere. — Sise duda del lugar de la 
ejecución , debe atenderse al' domicilio. del culpable.— La 
D^taraíeza del hecho procesal «s la regla común para de^ 
terminar la competencia. — Ejemplos. 



La jurisdicción ordinaria es siempre la compe- 
tente/ para conocer de toda clase de delitos, menos 
de los que, por alguna disposición legal, se hallen 
expresamente exceptuados. 

La base de toda competencia es, por lo tanto, 
esta misma excep^on determinada en la ley, y por 
idéntica razón, el fuero. 

Este principio general y absoluto del derecha^ 
fundamento esencial de la administración de justi- 
cia, se halla consignado una vez más en lacompe- 



5. 
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tencíí) de 29 de Julio de 1858 {Gaceta del 31), es- 
tableciéndose de igual modo en las de 5 y 12 de 
Agosto del mismo año ( Gacetas del 7 y 14), que ella 
lo es también para formar actuaciones, en averigua- 
ción de la criminalidad de un hecho, que se pre- 
senta dudoso, y de las personas que de él sean res- 
ponsables. . , * 

Todo aquel que se halla sometido!á la jurisdicción 
ordinaria no puede serlo á otra privilegiada , sino 
en virtud de disposición especial , que así lo pres- 
criba y determine, siendo igualmente de la com- 
petencia de la misma el conocimiento de cualquier 
delito incidental, que. por un paisano se cometa, 
por más que , en su consecuencia y para su averi- 
guación, se instruya causa ante otra jurisdicción 
privilegiada. 

En el jazgadlp de Marina de Almería, y éste es el 
caso concreto , que como ejemplo encontranios en 
la decisión de i3.de Hayo de 1861 {Gaceta del 23) 
se instruyeron diligencias contra el aforado Juan 
Gallardo, por homicidio á José Sánchez, en la cual 
prestó varias declaraciones el facultativo D. José 
Tomas Trujillo, encargado de la asistencia del he- 
rido, hasta que falleció. 

Habiéndose mandado en la sentencia que se sa- 
case testimonio del tanto de culpa, que contra el 
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s^undo resultaba por falsedad, remitido el procedo 
al Tribunal de Guerra y Marina^ y al ser aquella 
confirmada, se dijo que del ramo separado, que se 
formase para juzgar al médico, eiAendiera tam- 
bién el juzgado de Marina. 

Acudió Trajillo al de primera instancia de Mo- 
tril, y requerido aquel de inhibición , trató de sos- 
tener su competencia, fundándose en 'que esta 
nueva causa era un incidente de la otta y en que 
cuando el procesado en ella habia declarado como 
perito en la primera, de la cual se derivaba la se-* 
gunda , ante él debía responder del nuevo delito, 
incidente, á su vez, del homicidio; razones que se 
desestimaron por el Tribunal Supremo de Justicia, 
decidiendo la* contienda en favor de el de Motril. 

En este mismo concepto la jurisdicción ordinaria, 
sin que se extralimite de sus facultades, pues antes 
bien obra dentro de ellas, tiene ademas la atribu- 
ción de sobreseer en las actuaciones, que haya ins^ 
truido con motivo de la comisión de un hecho 
justiciable , cuando de las misnoas no resulte ó apa* 
rezca razón |)ara proceder contra persona alguna. 

Del propio modo, y á la par con cualquiera otra 
jurisdicción , quQ se considere competente , puede 
la jurisdicción Real llevar esas mismas actuaciones 
al esclareeimiaEitó deun hecho sospechosa, pero no 
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difinido, y al descubrimiento de quién ó quiénes 
fueron sus autores, para^ en su vista, continuar ó no 
conociendo de lá causa, según lo resuelve y deci- 
de la competencia de 21 de Setiembre de 1861 
{Gaceta del 28)., en cuyo último punto se halla con- 
forme con la doetpína establecida en la anterior- 
mente citada de 12 de Agosto de 1858. 

No §e entienda ,^.$in embargo, que tales diligen- 
cias, y el auto de sobreseimiento sobre ellas, dicta- 
do por uQa jurisdicción competente , pueden amen- 
guar de modo alguno el mérito legal de las que , en 
el circulo de sus facultades, haya, formado sobre, 
el mismo hecho otra jurisdicción distinta, y menos 
aún impedir su continuación ni prejuzgar el fallo , 
que en derecho deba recaer, sobreseyendo , absol- 
viendo ó condenando definitivamente á los pre- 
suntos delincuentes. 

Asi se dispone* en la decisión de 10 de Octubre 
de 1862 (Gaodta del 13) , sin que para determinar 
' cuál sea la cQmpetente , que debe entender en un 
proceso, cuyo sumario no esté perfecto todavía ^ 
haya de atenderse á los méritos probatorios, que 
de su existencia real ofrezca el mismo; sino.qu& es 
necesario tener en cuenta la naturaleza del delito, 
objeto del procedimiento,' cuando exisCe funda- 
mento racional , que legitime.su iiistniccion. 
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La naturaleza , pues , de la infracción ó hecho 
justiciable, que se trata de perseguir, es laque in- 
fluye para determinar la jurisdicción, á quien com- 
pete su conocimiento, según la extensión con que 
debe entenderse la doctrina establecida en lar Rea( 
orden de 10 de Abril de 1782, quB es la misma 
consignada en las decisiones de 26 de Octubre 
de 1859 y SI de Diciembre de 1861 ( Gacetas del 
28 y8 de Enero de 1862). 

Siendo el jue? competente para conocer de un 
delito, conforme antes se ha dicho , aquel del lu- 
gar, en que el mismo se comete, conviene observar 
y tener muy presente la resolución de 7 de Mayo 
de 1862 ( Gaceta del 18 ), enJa cual , y á propósito 
de cierta estafa., se determinó que tal lugar del de- 
lito, y de esto nos volveremos á ocupar más ade- 
lante , no es aquel en que se da principio á su eje- 
cución, sino' aquel otro, en que llega á consumarse; 
resolución de suma importancia é interés , relativa- 
mente á cierta clase de hechos de doble carácter ó 
significación, en el sentido indicado, los cuales se 
prestariari , sin duda alguna , á muy varia interpre- 
tación , si ya la jurisdicción, para^conocer de ellos, 
deesamanéva y de tal forma no hubiese quedado 
perfectamente deslindada. 

Las decisiones del Tribunal Supremo de Justicia 
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de 4 de Setiembre y 3 de Diciembre de 4858 (Ga- 
cetas respectivas del 6 ) han previsto y resuelta tam- 
bién los casos de un hecho, que lleve enlazados enti'e 
si dos delitos ,.en distintos lugares cometidos, ó de 
que varios delitos procedan de un mismo hecho. 

Considerando que es ilegal y opuesto al interés 
de la justicia el dividir la continencia de una causa, 
en el conocimiento de los varios excesos /que la 
hubiesen producido , se dice y establece que será 
el Juez competente aquel dei lugar, donde el más 
grave se haya perpetrado. 

Esto equivale, en cierto modo, ala acumulación 
de que se*habla en la resolución de 9 de Mayo de 
1864 (Gaceta del i2), aceptable cuando concurra 
algún motivo, que la justifique, pero de todo punto 
improcedente, cuando se trate de hechos que no 
tengan entre si conexión alguna, puesto que, en 
este caso , cada jurisdicción debe conocer de los 
delitos, que le correspondan , ya por su naturaleza, 
ya por la calidad de las personas. 

Y claro esv, y asi se decidió en la de H de Enero 
de 1862 (Gaceta del 15), que si el fuero competente 
para conocer de los delitos, es el del sitió, en que 
se ejecutan, esta competencia adquiere doble ca- 
. rácter, cuando en ese mjsmo sitio de la ejecución 
se hallan domiciliados los tratados como reos. 
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A propósito de este^ último particular, y bajo este 
mismo concepto', resi^elto está de igual modo que 
siempre baya de recurrirse al domicilio de los pre- 
suntos criminales, de que no se duda, cuando es 
dudo$o el fuero preferenjte del lugar del eriinen; 
lo cual volvió á repetirse y confirmarse poT ^l.Tri* 
bunal Supremo de Justicia, en su>decÍ8Íon de 21 de 
Abra de 1864 (Caceta del 34), reproduciéndolo, en 
esta parte, las ^ 17 de Octubre y ^ de Agosto' de 
1858, ai las cuales se estableció idéntica doctfina. 

Algunas otras dudas suelen también ocurrir, »o^ 
bre la materia controvertible dé las competencias , 
por la calificación no definida ó mal determinada 
de los abusos, sometidos á la acción de los Tríbu« 
nale^-, y que, ademas dejas qiie dejamosandicadas, 
son, por lo común, frecuente origen de los conflic* 
tos de autoridad, á que en este capitulo, nos vamos 
principalmente refiriendo. Ellas, sin embargo, y 
como no podía meaos de ser, tienen de igual ma-^ 
ñera reglas de- apreciación fijas y concretas en las^ 
resoluciones del Supremo delusticia de 11 de Ene- 
ro, 26 de Abril y 11 de Noviferabre de 1861 {Ga^ 
cetas respectivas del IS de Enero, 1.* de Mayo y 
15 de Noviembre), ^n las cuales se consigna comió 
base7 fundamento, para la decisión de estad cón^- 
tiendas, eñ causas cr'miinales, la naturaleza de los' 
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d^tos» que se persiguen, según hayan sido califi- 
cados en su origen» y sin peijuibió de lo que pueda 
resultar de ulteriores actuaciones. . . 

Cuando un soldado^ por ejemplo, atenta contra 
la autoridad permanente de un alcalde, que es la 
iiíateria ep cuestión de dos de las citadas disposi- 
ciones , ó f^por :el contrario ,. un paisano resiste ó 
. atropeUa á mí carabinero , en un acto del servicio 
propio de su instituto , que es la materia cpntro- 
vertible de la otra , no .habrá de buscarse , para re- 
solver la competencia entre la jurisdicción ordina- 
ria y la militar, la más ó menos fundd4a prueba de 

« 

la culpabilidad de los presuntos delincuentes*, sino 
que desde luego , en cada liuo de los. ca$os refe- 
ridos, dado el motivo cielito, razonable y necesa- 
rio para abrir la sumaria,. 1^ naturaleza del hecho 
procesal, que' en tal concepto aparezca , debe ser 
esencialmente la regla que la jurisdicción compe- 
tente determine. Entiéndese, pues, la ordinaria, 
respecto del soldado , toda vez que- los caracteres 
primitivos del delito colocaron á su autor, desde el 
momento de su ejecut3ÍDn« fuera de toda condición 
de privilegio , ppr tratarse de. un exceso que lleva 
conmigo el desafuero ,. .cuales i'ueroñ también las 
.razones que motivaron la Real orden de 10 de Abril 
de 1782 ; y la militar, respectodel paisano , puesto 
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que al denunciarse la resistencia al carabinero, ésta 
fué desde luego una circunstancia cierta, no ha- 
biendo podido dudarse que en aquella ocasión el 
atr(4>ellado ó resistido desempeñaba un servicio 
propio de su instituto, y que sólo trató de cumplir 
con su consigna; resistencia, por lo tanto, equi* 
parada á la que pudiera haberse hecho á un cen« 
tíñela ó tropa del ejército. 



capítulo IV. 



Unidad de fuero, se^n las Goostituciones de 1812, 1837 y 
1845. — ^Alteraciones posteriores. — Jurisdicción militar de 
guerra.— Causas que le corresponden, según las Reales 
ordenanzas de 22 de Octubre de 1768 y disposiciones su- 
cesivas.— No puede fundarse el fuero en meras suposicio- 
nes. — Requisitos respecto de los retirados.— El fuero mi- 
litar es irrenunciable^— Casos generales en que no pro- 
cede, y en que procede y no se pierde.— Gozan de él los 
milicianos proTínciales , los reclutas, y también , con cier- 
tas limitaciones, lai viudas é hijas de los militares. 



Ya íudícamos en nuestro primer capítulo toda 
esa multitud de fueros, creados y concedidos por 
administraciones anteriores y dentro del régimen 
de gobierno « que ya no existe , en privilegio de di- 
ferentes clases , corporaciones y personas , los cua- 
les casi absorbieron la jurisdicción Real ordinaria, 
hasta el extremo de haberla dejado reducida á los 
más estrechos limites ; y sí bien muchos de ellos, 
por las reformas de los tiempos modernos, han ido 
sucesivamente desapareciendo , todavía no se ha 
extinguido por completo el abuso, harto depresivo, 
por cierto, de la justicia común. 

La Constitución del año de 1812, como lige- 
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ramente hemos ya indicado, origen fundamental 
de esa necesaria supresión, que tan en alto grado 
los intereses sociales y la recta administración de 
justicia reclamaban, prescribió el terminante, ab- 
soluto y bien entendido principio de que en toda 
clase de negocios rigiese un solo fuero, por más 
que, dentro de esa icnportantisima reforma, aun se 
dejase subsistente el privilegio , en favor de los 
eclesiásticos y militares, á quienes se conservó el 
suyo respectivo , en los términos que las leyes de- 
signasen» 

Este principio, reproducido más tarde, cuando 
en Marzo de 1820 se restableció la citada anterior 
Constitución, no tuvo, sin embargo, muy exacto 
cumplimiento; habiendo venido luego el Regla- 
mento provisional para la administración de justi- 
cia de 26 de Setiembre de 1835, que lo alteró y 
modificó en su forma general, y que bajo este punto 
de vista subsistió y quedó en vigor, no obstante La 
nueva promulgación de la misma, en 13 de Agos- 
to de 1836, que hubo de reproducirlo , á su \ezy 
con toda la restricción que en su base se determi- 
naba y prescribía. Y aun cuando posteriormente, 
publicadas las de 1837 y 184S, se repitió en los 
artículos 4." y 9.®, título primero de aquella y 
articulo 4.° de ésta, que unos mismos Códigos re- 
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girian en toda la Monarquía y que no se establece- 
ría en ellos más que un solo fuero, para todos los 
españoles, en los juicios comunes, civiles y crimi- 
nales ; aun cuando el espíritu del siglo viene re- 
chazando, desde entonces y cada dia con mayor fuer- 
za, la subsistencia de esos privilegios, de donde no 
puede menos de nacer la desigualdad legal, que 
tanto los legisladores procuraron evitar, todavía no 
ha llegado el momento de esa completa unidad, en 
la ley fundamental del Estado, una vez, y otra y 
siempre repetida. 

En el articulo 36 del expresado Reglamento se 
consignaron la extensión y límites de la Real juris- 
dicción ordinaria , señalándose como excluidas de 
la misma, y por tanto, como privilegiadas, la ju- 
risdicción eclesiástica, por sí y por lo que se re- 
fiere á las órdenes militares , en el territorio que á 
las mismas corresponde ; la militar, bajo los con- 
ceptos de guerra, marina, extranjería y ademas 
en lo que concierne á las materias de cuenta y razón 
de los caudales del ejército ; la de Hacienda , la de 
las Cortes , en su caso, la mercantil y la puramente 
contenciosa administrativa, determinándose, por 
último, en el párrafo 2.** del 37 cesasen desde luego 
los juzgados privativos no señalados en el anterior, 
si subsistiesen todavía. 

A. 
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Por más que las cuestiones sobre competencia 
de jurisdicción puedan suscitarse , tanto con moti- 
vo de las cosas, quB son objeto del litigio , como por 
la índole, naturaleza y circunstancias de los deli- 
tos, al juicio de los tribunales sometidos, como 
por la calidad de las personas, que en las actuacio- 
nes intervienen, nuestro trabajo, según antes he- 
mos dicho, se limita exclusivamente á los casos, en 
que ellas puedan afectar los intereses de la justicia, 
en su parte criminal , allanando , en cuanto sea po- 
sible, y facilitando el camino, para su mejor inte- 
ligencia , dentro de ese mismo laberinto de conti- 
nuas diGcultades y tropiezos, con que todavía esos 
fueros y esos privilegios la embarazan y entorpecen. 
Vamos, pues, á tratar, en primer término, de es- 
tos tropiezos y de estas dificultades, en cuanto al 
fuero de guerra se refieren. 

A la jurisdicción militar corresponde el conoci- 
miento exclusivo de las causas criminales, en que 
sean demandados los individuos del ejército ó se les 
fulminaren de oficio , cuyo privilegio ó fuero, así 
por lo que hace á las cosas como á las personas , se 
halla determinado en las Reales ordenanzas de 22 
de Octubre de 4768, tratado 8.', título primero. 
Esto mismo se dispone en el Real decreto de 9 de 
Febrero de 1793, que es la ley 21, título iv, libro vi 



•• 



— 43 — 

dé la Novísima Recopilación, donde ademas se ha- 
llan consignadas otras importantes leyes, con acla- 
raciones esenciales, relativas á diferentes excepcio- 
nes, que después ha venido modificando, en cierto 
modo, la doctrina general , y de las cuales suelen 
nacer también no escasas competencias. 

El privilegio de este fuero no puede ni debe reco- 
nocerse por meras suposiciones. Para que produz- 
ca sus efectos, es indispensable acreditarlo con la 
Real cédula de su 'Concesión,, según lo resuelto en 
las competencias de 26 de Febrero de 1862 y 27 
de Junio de 1865 (Gacetos respectivas del 2 de Mar- 
zo y del 1."" de Julio), ó justificar, en otro caso, 
que se halla consignado en las Ordenanzas ó Re- 
glamentos militares, como se resolvió por la de 30 
de Abril de 1861 {Gaceta del 3 de Mayo), sin que 
tampoco, conforme á lo decidido en la de 6 de 
Mayo de este misnio último ano (Gaceta del 9), deba 
reconocerse al que no se encuentre en servicio ac- 
tivo, ó en situación de reemplazo, ó haya hecho 
constar en los autos su despacho de retiro, con las 
condiciones necesarias. 

Estas condiciones se determinan en el articu- 
lo 28 del Reglamento de 3 de Julio de 1828 , se- 
gún el cual-, y para que el militar retirado pueda 
gozar del fuero criminal de guerra, necesita acredi- 
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tar quince anos de senriclo en el ejército, ó veinte 
en milicias provinciales. 

Explicado se halla este ponto, y en idéntico con- 
cepto decidido y resuelto por el Tribunal Supremo 
de Justicia, en las competencias de 31 de Diciem- 
bre de i862, 14 de Enero de 1863 y 16 de Junio 
de 1864 (Gacetas respectivas del 4, 17 de Enero 
y 21 de Junio), debiendo advertirse que con suje- 
ción á la de 2 de Diciembre de 1858 ( Gaceta del 4), 
fundada en la ley 14 , titulo iv, libro vi de la No- 
vísima Recopilación , dicho privil^o corr^ponde 
también á los oficiales, que se hubiesen retirado del 
servicio con Real licencia y cédula de preemi- 
nencia. 

Esto no obstante, habremos de observar, y fíje- 
se la atención en la de 7 de Setiembre de 1863 
{Gaceta del 12), que, para el reconocimiento del 
fuero, no ))asta que en los retirados concurran los 
indicados requisitos , sino que es preciso que la con- 
cesión resulte consignada en Reales despachos ó li- 
cencias absolutas, expedidas por los Directores de 
las armas, según previenen las leyes 1.*, 14 y 20, 
titulo IV de la Novísima Recopilación , y también la 
Real orden de 19 de Enero de 1844. 

Todavía se explanaron más estas razones> en la 
competepcia de 10 de Noviembre de 1864 {Gaceta 
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del 43) suscitada entre el juzgado de la Capita- 
nía general de Valencia y Murcia y el de primera 
instancia de Játiva , en causa criminal por falsifi- 
cación de un acta del ayuntamiento del pueblo de 
la Granja. 

AI recurrir el reo presunto al juzgado de guerra, 
exhibió un Real despacho, en que le fué concedido 
su retiro en el cuerpo de Inválidos de San Felipe, 
cuando era sargento de infantería , con el goce de 
cincuenta reales mensuales, presentando ademas su 
hoja de servicio, déla cual resultaban más de doce 
anos. El juez ordinario expuso que este tiempo, 
según la ley de 28 de Agosto de 1841 , la cual no 
habla alterado el Reglamento de 3 de Julio de 1828, 
sólo daba derecho al uso de uniforme, y que para 
el fuero cpiminal de guerra se necesitaban quince 
años, habiéndose decidido en su favor la compe- 
tencia, bajo estos conceptos y también porque en 
la Real cédula de retiro no existia tal concesión. 

£1 fuero militar es de naturaleza irrenunciable. 
Su renuncia , por lo tanto, conforme á las Reales 
órdenes de 8 de^Noviembre de 4830 y 31 de Ene- 
ro de 1847 , se halla expresamente prohibida y es 
contraria á la legislación vigente , sin que sea po- 
testativo en los aforados el hacerla ó dejarla de ha- 
cer, pues antes bien tienen obligación de defender 
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SU privilegio , cuya es la doctrina establecida en las 
competencias de 15 de Febrero y 10 de Octubre 
de 1859 {Gacetas del 17 y 12). 

Debe tenerse presente , sin embargo, s^un la 
de 28 del mismo mes de Octubre de 1861 {Gaceta 
del 1.^ dé Noviembre), que las expresadas Reales 
órdenes, prohibitivas de la renuncia del ñiero mili- 
tar, se refieren únicamente á la que haya de hacer- 
se, voluntaria y expresa, por los aforados, sujetán- 
dose á jueces no militares , pero de ninguna ma- 
nera á las que, por razones legales ,vproduzcan un 
caso concreto ó particular de desafuero, como, 
por ejemplo, el de haber dejado el reo pasar la 
acusación, entrando en la defensa, sin reclamar el 
privilegio , cuyo es el hecho en aquella decidido. 

Ni la gracia del uso de uniforme de la Milicia na- 
cional, con el distintivo de subteniente del ejército, 
ni los simples honores de una categoría , cuando 
no media una concesión especial, ni la gracia, es- 
pecial también , de un grado militar , si en ella no 
se comprende específicamente el privilegio, dan 
de modo alguno derecho al goce de fuero criminal, 
pues conforme á lo establecido en la competencia 
de 1/ de Marzo de 1859 ( Gaceta del 6), todas ellas 
son distinciones puramente honoríficas, que sólo 
llevan consigo las consideraciones anejas y el ira- 
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tamiento y uso de uniforme ó insignias propias de 
las mismas. 

En la de 10 de Noviembre de 1864 , citada más 
arriba» habiéndose alegado por el juzgado militar 
que el sargento inválido , de que en ella se tra- 
taba, habla obtenido á los veinte y nueve años de 
retiro el grado de subteniente de infantería, con 
las honras, gracias , preeiúinencias y exenciones 
que, en tal concepto, le correspondían, el Tribunal 
Supremo , de&estimando esta razón , dijo que aquel 
habia sido una gracia especial, fundada en sus 
buenos servicios, pero sin referencia ni conexión 
alguna con las disposiciones de la Real orden de 17 
de Agosto de 1814, en la cual se establecen las 
circunstancias, en que procede la condición de re- 
tiro, con fuero criminal, á los individuos de tropa, 
graduados de oficiales, en cuyo caso no se hallaba, 
sin que, por lo mismo , se hubiese hecho mención 
de él en la Real cédula. 

No asi los milicianos promciales , quienes, se- 
gún se dispone en la ley 21 , titulo iv , libro vi de 
la Novísima Recopilación, y también en la ley orgá- 
nica de 31 de Julio de 1838, principalmente en sus 
artículos I."", 86 y 88, base de las decisiones del 
Tribunal Supremo, de 25 de Noviembre de 1888 y 
19 de Enero de 1861 {Gacetas del 28 y 23), gozan 
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del fuero completo de guerra, concedido al ejérci- 
to y á cuya jurisdicción compete , de igual modo 
y por regla general ^ conocer privativa y exclusi- 
vamente de las causas criminales / en que fueren 
demandados. 

Aforados de guerra son también, y en tal con- 
cepto corresponde este mismo privilegio , desde el 
acto de su filiación, á los reclutas, los cuales d^en 
ser considerados como esencialmente militares, por 
su propia naturaleza, según lo dispuesto en la Real 
orden de 7 de Noviembre de 4791 , y competencia 
de '22 de Junio de 1859 (Gaceta del 25), sin que 
ni éstos ni los demás militares , como se establece 
en la ya citada.de 25 de Noviembre ( Gaceta del 28), 
por la circunstancia de que no vistan el uniforme 
de su instituto, en la ocasión de delinquir, pierdan 
ni dejen de gozar el privilegio, que, por punto ge^ 
neral , les corresponde. 

Conforme á la legislación vigente y resoluciones 
del Tribunal Supremo de 12 de Mayo y 22 de Ju- 
nio de 1859 ( Gacetas del 13 y 2{^), i9 de Enero y 19 
Febrero de 1861 {GacetM del 28 y 23) y 19 de No- 
viembre de 1862 {Gaceta del 23), disfrutan también 
del fuero militar las hijas solteras de los capitanes 
generales del ejército ; las viudas de los tenientes 
generales, durante sii viudez; las mujeres é hijos 
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de militares, muertos éstos, y sus viudas y huérfa- 
nas, mientras permanezcan sin tomar estado. 

No se entienda por esto , sin embargo , que el 
derecho á pensión lo da también al privilegio , pues 
uno yotro pueden considerarse unidos respecto dé 
individuos del ejército, pero no respecto de las 
pensionistas, en efl concepto referido, muchas de 
las cuales gozan de pensión y no disfrutan fuero*. 
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CAPITULO V. 



Jurisdicción militar de marinay segan las Ordenanzas de ma- 
tríenlas.^ Identidad de las reglas generales de competen- 
cias con las que en el capítulo anterior se han' indicado. — 
Causas especiales que le corresponden. — Gozan dejaste 
fuero el cuerpo nacional de artillería é infantería de mari- 
na, asesores, escríbanos de las ayudantías, y otros que \3e 
mencionan. — Se hallan en igual caso los hijos é hijas de los 
matriculados , mujeres legítimas y viudas de los pilotos, 
con las restricciones y según las disposiciones , que se ci- 
tan—Jurisdicciones príTatiyas de artillería é ingenieros.— 
Fuero de atracción. 



c Mando que se observe inviolablemente eil Real 
decreto de 9 de Febrero de 1793 (Ley primera, tí- 
tulo vil, libro VI de la Novísima Recopilación), sin 
interpretaciones violentas : y á fin de evitar co^trq-^ 
versias entre las jurisdicciones ordinaria y de i^a* 
riña, se declara que es extensivo sin disputa á to^ 
dos los individuos, que estuviesen en actual servicio 
de la Armada, en cualquiera cuerpo y clases, em- 
pleos, ó ejercidos de Guerra, MiDÍsterio y mar; los 
empleados en las diferentes ocupaciones neceg^arias 
á la construcción , aparejo y armamento de los rm^r 
lea bajeles ; la gente de mar y los obreros de todos 
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géneros, que estuviesen matriculados en la exten- 
sión de todos mis dominios, para servicio de ellos, 
que son los que gozan el fuere militar de marina, 
conforme al articulo primero, titulo u, tratado v 
de las apitiguas Ordenanzas de la Armada , que ri- 
gen todavía en esta parte. > 

«Los comandantes militares de marina, cada uno 
en la extensión de la provincia de su destino, serán 
jueces privativos de todos los individuos, que go-> 
cen su fuero y no se hallen en servicio activo, y ante 
ellos han de juzgarse , en primera instancia , todas 
sus causas , asi civiles como criminales , no siendo 
de las expresamente exceptuadas, con inhibición 
absoluta de otros jueces, que no deberán mezclar- 
se en las cosas ni con los individuos de marina.* 

Esto dicen respectivamente la ley 2.', título mi, 
libro VI de la Novísima Recopilación y el artículo 3i , 
título primero de la Ordenanza de matriculas , in- 
serto en la subsiguiente ley 3/ del propio libro y de 
igual título, y ésta es naturalmente la doctrina con- 
signada en la resojucion del Tribunal Supremo de 
Justicia de 24 de Enero de 1861 (Gaceta del 29), 
debiendo observarse, en cuanto á los casos de com- 
petencia, lo establcido , por punto general, con los 
otros cuerpos del ejército, según el artículo 1.° de 
ia ley 9/ del libro y títulos citados, donde se trata 
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de la jurisdicción militar de marina y materias que 
le corresponden. 

El jisfe superior de la marina española se llama, 
en la actualidad, Director general de la Armada, y 
es presidente de la Junta creada por Real decreto 
de 25 de Julio de i 81 4, la cual ha sustituido al an- 
tiguo Almirantazgo. 

Por más que el conocimiento de los delitos , que 
tienen conexión forzosa con el tégimen y gobier- 
no de los navios y arsenales, corresponda sola 
y precisamente á los juzgados de marina, con ar- 
reglo á una Real resolución, á consulta del Consejo 
de Estado, Üe 47 de Noviembre de 4795, comunica- 
da en circular de 21, la cual se cita en la compe- 
tencia de 17 de Julio de 4862 {Gaceta del 23), las 
disposiciones de las Ordenanzas de arsenales, de ma- 
triculas y de la armada , se entienden, según otra 
de igual fecha (Gaceta del 22), subsistiendo siempre 
expedita la Real jurisdicción ordinaria , para el co- 
nocimiento de los delitos comunes, según los prin- 
cipios consignados en la nota 8.', titulo vn, libro vi 
de la Novísima Recopilación , la cual se refiere á 
esa Real orden citada. 

Concrétanse en ella, como correspondientes á la 
jurisdicción de marina, esos indicados delitos, forzo- 
samente unidos al régimen de los arsenales y na* 
^ • * 5. 
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víos; los robos de efectos propios del Rey, que se 
hallen en ellos, y las faltas de servicio de la tropa 
empleada, pero de ninguna manera los robos de 
dinero, alhajas ó efectos de particulares, ni aquellos 
otros delitos, que sólo tienen relación con la buena 
disciplina, manejo y gobierno interior de los mismos. 
Ademas de esto, según la Real orden de 29 de 
Hayo de 1804, citada en la ley 10, título vii, li- 
bro vi de la Novísima Recopilación, y según también 
el articulo 17, titulo vi de las Matriculas de mar, la 
Real orden de 30 de Diciembre de 1824, de cpxe se 
hace mérito en las competencias de 19 y 21 de No- 
viembre de 1862 y 1863 {Gacetas del 23 y 24)^ y las 
Ordenanzas de la Real armada , con esas otras dis- 
posiciones análogas, á que se refiere la de 23 de 
Diciembre del propio año de 62 (Gaceta del 27), el 
conocimiento de todo fracaso, que ocurra en los 
mares, corresponde, por regla general, ala ju- 
risdicción de marina, hallándose concedido á la 
matricula de mar el fuero de guerra, conforme á la 
ley 1/, título vn, libro vi de la Novísima Recopila- 
ción , y siendo,. á la vez, muy de tener en cuenta el 
principio consignado en la Real orden de 30 de 
Agosto de 1833, que se cita en la decisión de 12 de 
Enero de 1863 (Gaceta del 15), y el valor que en 
ella se le ha dado. 
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Ese principio es el de la competencia de la ju- 
risdicción de marina, absoluta para todo hecho 
que en el mar ocurra , entendiéndose que dicha 
Real disposición , por la época en que se dictó, 
tiene fuerza legal para suplir, aclarar y derogar las 
anteriores , que con su tenor no estén conformes. 
' Asi aparece también más recientemente consig- 
nado, y por las mismas disposiciones del párrafo 
anterior, en la decisión de 28 de Octubre de 1864 
(Gaceta del 6 de Noviembre) motivada por el ha- 
llazgo de un cadáver en la playa de Heliana, y que 
se resolvió en favor del comandante de marina de 
Valencia , no ya precisamente contra la reclama- 
ción del juez del distrito del Mar de esta ciudad, que 
primero se habia inhibido , sino contra las razones 
que le señaló la Audiencia del territorio, al dejar 
su auto sin efecto , mandándole que sostuviese su 
jurisdicción. 

No es , pues , que á la de marina corresponda 
únicamente conocer de lo relativo á los matricula- 
dos, ala pesca, limpia de puertos, naufragios y 
delitos que se cometan en los buques anclados en 
aquellos, ó por los aforados, como se dijo en favor 
de la ordinaria , sino que ademas de todo eso y de 
lasbaradas, arribadas y averias, es de su exclusivo 
conocimiento cualquier fracaso, que acontezca en 
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el mar ó dentro de la zona.de su jurisdicción pri- 
vilegiada. 

Este mismo fuero, atendido el Real decreto de 9 
de Febrero de 1793, que es precisamente la citada 
ley 1.% título vil, libro vi de la Novísima Recopi- 
lación , es extensivo á los batallones de iniknteria 
de marina y Reales brigadas de artillería, cuya or- 
ganización actual , bajo la denominación de Cuerpo 
nacional de artillería é infantería de marina^ se 
llalla consignada en la Real orden de 25 de Se- 
tiembre de 1846 y Real decreto de 2S de Marzo 
de 1849. 

Del mismo privilegio disfrutan , á su vez , por 
Real orden de 4 de Diciembre de 1787, los asesores, 
asi como los escríbanos de las subdelegaciones de 
marina, nombrados y habilitados por los Intenden- 
tes , sin embargo de hallarse excluidos por el artí- 
culo 164 de la Ordenanza de matrículas. 

Corresponde igualmente á los que lo son de las 
ayudantías , según se consigna en la decisión de 6 
de Setiembre 18S9 {Gaceta del 10); á los fabrican- 
tes de betunes , por otra Real orden de 13 de Fe- 
brero de 1796, y á los que lo son de lona y jarcia, si 
bien el privilegio , respecto de estos últimos , según 
la Resolución de 31 de Agosto de 18S9 {Gaceta del 
4 de Setiembre) es de carácter accidental y de me- 
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ra actualidad , ó sea limitado al tiempo que se ha* 
lien sirviendo en los arsenales , perdiéndolo desde 
el mohiento ei^ que salen de ellos , aun cuando no 
se les extienda en el acto el papel de despedida. 

También los hijos é hijas de los matriculados de 
marina se hallan, en cuanto á tueros y preeminen- 
cias, en idéntico caso que los hijos é hijas de los in- 
dividuos del ejército, según y en los térmipos expre- 
sados por el Tribunal' Supremo de Justicia, en su de- 
cisión de Í6 de Diciembre de 1861 {Gaceta del S¿), 
conservándolo del propio modo, muertos ellos, las 
viudas é hijos, mientras no tomen estado. 

En caso idéntico se encuentran las mujeres legiti- 
mas de los pilotos matriculados 9 en atención á que 
éstos, conforme al articulo primero, titulo viude la 
Ordenanza del ramo, de i 2 de Agosto de 1802, de 
que se hace mérito én la decisión de 22 de Julio 
de 1861 {Gaceta del 28), cuando son nombrados por 
el Capitán general «del departamento, y se hallan 
inscritos en la lista psrfticular de los de su clase, 
gozan exención perpetua del servicio, con el fuero 
de marina y todos los privilegios de la matricula 
de mar. 

Alcanza aquel también , según las cooüpetencias 
resueltas eñ 15 de Junio de 1862 y 31 de Diciem- 
bre de 1863 (Gacetas del 19 de Junio de 1862 y 5 
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de Enero de 1864), á lo& pilotos mercantes, bajo los 
términos que se establecen en la Real orden de 21 
de Enero de 18S6 , derogatoria de otra Real dispo- 
sición de 15 de Marzo de 1850, y del mismo modo, 
á los segundos pilotos, ínterin se hallan incluidos 
en la matrícula de su clase. 

Con arreglo á lo dispuesto en el articulo 8.^, tí-- 
tulo primeo, tratado vm de la Ordenanza del ejér- 
cito, y articulo 18, título n* tratado v de las.genera« 
les de la Armada; á los cuales se refiere ia compe- 
tencia de 12 de Noviembre de 1862 {Gaceta del 15), 
las mujeres de los primeros pilotos^ con g^duacion 
de alférez de navio, muertosr éstos* y. en tanto per- 
manezcan en estado de viudez y perciban pensión 
del Monte^Pio militar, disfrutan, á su vez> del mismo 
fuero que gozaban ^us maridos. 

Esto dicho; comptendidas entre las jurisdiccio- 
nes privativas, en el concepto de militares « las de 
artillería é ingenieros » y aun cuando la doctrina 
general, respecto de ambas, en sus atribuciones 
judiciales, es la misma que venimos consignando, 
necesarias consideramos, no obstante, algunas 
aclaraciones sobre un punto especial , objeto mu* 
chas veces de dudas y conflictos, cuales el déla 
atracción , que tanto á la una como á la otra , en 
casos determinados, corresponde, siendo éste el lu- 
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gar en que , para mayor óaúen y regulairidai} del 
plan que, en este nuestro trabajo, nos^hemos pro- 
puesto, parece más conveniente tratar de ella. 

No solamente gozan del fuero militar los artillen- 
ros é ingenieros , sino que, en virtud de los artícu- 
los 3 A S/ y 7.^, reglamento 44 de las Ordenanzas 
de artillería de 22 de Julio de 1802, y párrafo 5.% 
reglamento 10 de la Ordenanza de ingenieros de 11 
de Julio de 1803, y la Real orden de 23 de Agosto 
de 180S, los juzgados de ambos cuerpos tienen el 
derecho de atracción, y deben conocer de los delitos 
de sus aforados , y ademas , aun cuando sean paisa^ 
nos, de los complicados con ellos en las mismas 
causas. - 

La Real ordenanza de ingenieros, sin embargo, 
aparte el caso citado de esta complicación criminal 
entre soldados y paisanos , y asi se consigna en la 

deciáott de 20 de Octubre de 18S8 (Gaceta del 23), 

* 

limita el fuero de atracción de este juzgado priva- 
tivo á los delitos de robo, incendio ó insultos he- 
chos ó ejecutados en ciertos establecimientos del 
cuerpo, consignándole , ademas , en la de 23 de Di- 
ciembre de ldS9 {Gaceta del 27), que esta expresa- 
da atracción tiene higar cuando se trata de indivi- 
duos, que sean dependientes ú operarios de aquel, 
en las obras que por el mismo se ejecuten. No asi, 
según la decisión de 30 de Abril de 1861 [Gaceta 
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del 3 de Mayo), cuando se trata de los médicos ciru- 
janos 9 contratados para la asistencia de los indivi- 
duos de la escuela de aplicación y á los cuales no 
alcanza el privilegio. 

Del fuero de guerra» en el conqeptq indicado, dis-* 
frutan igualmente los criados de los ingenieros mi- 
litares, si bien parael^o, según la decisión de 3 de 
Octubre de 1861 (Gaceta del 6), fundada en el artí- 
culo 9.% titulo primero, tratado 8.° de las Ordenan- 
zas, inserto en el párrafo también 9.°, ley 14, libro n 
de la Novísima Recopilación, es indispensable que 
sirvan inmediatamente á la persona de sus amos 
y vivan con ellos , formando parte de su familia. 

En el propio concepto, y conforme á la resolu- 
ción de 51 de Diciembre de 1862 (Oficeta^del 4 de 
Enero de 1863), donde sa hace mérito del articu- 
lo 7.^, reglamento 14 de las Ordenanzas de ariille- 
ría , él indicado fuero corresponde también á la 
mujer de un artillero que esté en servicio activo. 

Y en esta materia, y aquí daremos fin á este ca- 
pitulo, (le tener es siempre muy en cuenta la deci- 
sión de 13 de Octubre dé 1839 {Gaceta del 18),, en 
la cual se decide que el privilegio de atracción no 
puede establecerse á favor de un cuerpo, por in- 
ducción de lo establecido en favor de otro, si no 
consta por concesión expresa y terminante. 



CAPÍTULO VI, 



Fuero de extranjería.— Real decreto de 17 de Noviembre de 
i85:2. — Extranjeros domiciliados y transeúntes.— Delitos 
excluidos.— Requisitos indispensables á les efectos del 
privilegio. — El fuero de extranjería es rennnciable —Ex- 
tranjeros avecindados.— Condiciones de la ley respecto de 
los hijos de extranjeros. — Extranjeros emigrados; — Ley 
de 14 de Noviembre^ de 1855 sobre policía de ferro-carri- 
les, en su relación con este fuero. — ^Real orden de il de 
lYoviembre de 1864, sobre exhortos procedentes de autori- 
dades francesas , para embargos de bienes, en causas cri- 
minales. 

m 

E) fuero de extranjería es otro de los privilegios , 
que cercenan los limites de la jurisdicción Real or* 
dinaria ; que ha dado y sigue dando constantemen- 
te origen á conflictos de autoridad, y que , por lo 
mismo y ha producido muy repetidas decisiones del 
Tribunal Supremo de Justicia, donde, con sujeción 
á las disposiciones, que rigen en la materia , se han 
establecido reglas precisas y terminantes, para des- 
lindar, en lo posible y entre una y otra jurisdicción, 
las atribuciones respectivas. 

El Real decreto de 17 de Noviembre de 1852, 
derogatorio , hasta cierto punto , de la ley 8.* , tí- 

6 
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tulo XXVI, libro xii d^ la Novísima Recqpiiacioi), 
en sus artículos 4.* y 5.° , establece las condiciones 
que han de tenerse presentes, respecto del fuero 
que á los extranjeros corresponde, -en su condi- 
ción relativa de domiciliados y transeúntes. '. 

Se entienden domiciliados los que se hallan es- 
tablecidos con casa abierta, ó residencia fija ó pro- 
longada , por espacio de tres años, y bienes propios, 
ó industria y modo de vivir conocido, en territorio 
de la monarquía, con el permiso de la Autoridad 
superior de la provincia. Se consideran transeún- 
tes los que no tienen residencia fija en el reino, del 
modo referido. 

El objeto de aquel citado R^al decreto, según su 
parte expositiva, no fué, sin embargo,' y asi se 
consigna en la decisión de 30 de Abril de 4861 
(Gaceta del 3 de Mayo), el de hacer una ley oue- 
va, sino reunir en una sola dispo&icion cuánto en 
dicha fecha se hallaba prevenido , respecto de los 
extranjeros , y conservar su fuero en la propia for- 
ma, que á la sazón tenía, sin perjuicio de las ex- 
cepciones , que>en el artículo 51 del mismo se coa- 
signan. Estas se reñereniá los delitos de contraban- 
do y defraudación ; á los de sedición y cuantos 
otros se juzgan por la ley de 17 de Abril de 1821; 
á los cometidos á bordo y en alta mar ; á las causas 
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por tráfico de n^rós , y por último, á los juicios de 
faltas, en que, según el Código Penal, ningún es- 
pañol goza de fuero , cualquiera que sea su clase 
y condición. 

En todos estos casos son conapetentes, para juz- 
gar á los extranjeros, los tribunales y jueces esta- 
blecidos respectivamente por las leyes. 

Esa clasificación de transeúntes y domiciliados^ 
consignada en el expresado Real decreto de 47 de 
Noviembre de 1852, y á la cual se refiere , en su 
primer considerando, la competencia de 25 de Se- 
tiembre de 1862 {Gacela del 28) , es principalmen- 
te la normar, para resolver el fuero especial , lla- 
mado de extranjería , que hayan de gozar los sub- 
ditos de otros países. 

Varias son, como áñtes hemos indicado , las de- 
cisiones del Tribunal Supremo de Justicia, en las 
que, de conformidad con las prescripciones con- 
tenidas en la anterior Real disposición, se estable- 
ce que, para disfrutarlo, es requisito indispensable 
que el nombre del extranjero conste y se halle ins- 
crito en las matriculas del Gobierno civil de la pro- 
vincia y del Consulado respectivo ; doble requisito 
prevenido en el artículo 12 del mismo^Real decre- 
to , pudiendo verse i entre otras , las die 12 de Agos- 
to de 1858, 15 de Enero, 1." de Agosto y 10 de 
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Diciembre de f 8S9, 25 de Setiembre de i 862 y 25 
de Noviembre de 1863 {Gacetas respectivas del i4, 
20,4,H,28y26). 

En la de 20 de Junio de i859 {Gaceta del 24) 
se establece, ademas, que el fuero de extranjería es 
renunciable, puesto que debe estimarse como un 
privilegio; siendo un principio de derecho que 
cualquiera puede renunciar el que se halle esta- 
blecido en su beneficio 9 á no ser que la ley dispon- 
ga lo contrarío; sin que ni en la legislación *anti- 
gua ni aun en el mencionado Real decreto de 17 
de Noviembre, que constituye y forma la vigente, 
exista disposición alguna , que prohiba á los ex- 
tranjeros renunciar el suyo , por lo que en tal caso 
subsiste, y no puédemenos de subsistir, dicho prin- 
cipio. 

No basta , sin embargo , aquella doble inscrip- 
ción , cuando se verifica con posterioridad al suce- 
so, que produce el desafuero, según la decisión 
de 13 de Hayo de 18S9 (Gaceta del 14), debiendo 
advertirse, al propio tiempo, que hecha de la ma- 
nera establecida , y apareciendo que el extranjero, 
en el concepto de tal , se lialla como domiciliado 
en los registros de la Embajada de su nación y del 
Gobierno civil de la provincia , aun cuando com- 
parezca ante un juez ordinario , silo hace con pro- 
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testa expresa de no someterse al mismo, por más 
que no proponga en forma la declinatoria , áeguu 
se consigna en la de 30 de Hayo del mismo año 
de 18S9 ( Gaceta del 5 de Junio) , no pierde el pri- 
vüegio. 

Tanapoco lo pierde por el hecho de denunciar, 
con ef carácter de actor , un abuso ó delito ante un 
alcalde, pues conforme á la decisión de Í6 de Ju- 
nio de 1864 {Gaceta del^l), no cabe suponerse 
ni estimarse que tal acto envuelva su renuncia. 

Y si bien este fuero , como se ha indicado antes, 
se concede bajo el doble expresado requisito, á los 
subditos de países extranjeros, que tengan el carác- 
ter de transeúntes ó domiciliados, no sucede así, 
ni de manera dlguiia corresponde á los que han 
adquirido vecindad en estos reinos. 

Las circunstancias, que deben concurrir para 
considerar que están avecindados , se determinan 
en la Real resolución de 8 de Marzo de 1716 , qufe 
es la ley 3.*, titulo xi, libro \i de la Novísima Re- 
copilación , la cual se cita en la competencia del 
Tribunal Supremo de 14 de Noviembre dé 1889 
(Gaceta del 17). Entre ellas , ademas de la conver- 
sión á nuestra santa fe católica, y aparte también 
el privilegio especial <le naturaleza , figuran las si- 
guientes : vivir sobre sí , estableciendo en el país su 

c. 
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domicilio; pedir y obtener vecindad en algún pue- 
blo ; casarse con mujer que sea española; arraigar- 
se , comprando y adquiriendo posesiones ; venir á 
morar, siendo oficial, para ejercer su oficio, y del 
propio modo, morar y ejercer oficios mecánicos, ó 
tener tienda , en que se venda al pormenor ; ejer- 
cer oficios de Concejo ó cargos públicos de 'cual- 
quier género, que sólo puedan usar los naturales, 
ó gozar de los pastos y comodidades, que son pro- 
pias de los vecinos; ó morar, en fin, por espacio 
de diez años , con casa poblada, en estos reinos. 

En confirmación de esta misma ley , por una or- 
den de la Junta de Comercio y Moneda de il de 
Enero de 1771 , se exigió más adelante, como con- 
dición precisa y por punto general , que los ex- 
tranjeros, que se hallasen en España con casa y 
tienda fija, present<isen la renuncia de su fuero, si 
querían continuar en su comercio , avecindándose 
en el reino, como vasallos de S. M., incorporán- 
dose al gremio respectivo, y sujetándose en todo y 
por todo á las leyes Reales , estatutos municipales 
y demás cargas concejiles. 

Y aun debe observarse, conforme á lo estable- 
cido en la competencia de 29 de Agosto de 1861 
(Gaceta del 1.^ de Setiembre), que esa doble ins- 
cripción en los registros de la Embajada y del Go- 
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bierno civil , no obsta para que sean tenidos en el 
concepto de avecindados , aquellos que , viviendo 
sobre si, establecen su domicilio en el país» lo cual, 
lógica y naturalmente y por analogía, habrá de en- 
tenderse respecto de cualquiera otro , que se halle 
comprendido en^lguoa de las condiciones de vecin- 
dad, que en ladisposicion antes citada se mencionan. 

Ya hemos indicado cómo define ó designa la ley 
al extranjero transeúnte. En forma análoga lo ha- 
cea también la ya citada decisión de 14 de Noviem- 
bre de 1859 y la de 17 de Diciembre de i863 
\fi(iGtUí del 20) con referencia al articulo 8.* del 
expresado Real decreto de 1 7 de Noviembre de 1852, 
explicando ser a(|uel que viene á estos reinos de 
paso, sin ánimo de permanecer en ellos, y que, 
aun cuando en los mismos resida, no tiene carta 
de naturaleza ó no ha ganado vecindad. 

Es, no obstante, de advertir, según esa misma 
competencia de 17 de Diciembre, que aquel de 
otra nación, que en un instrumento público se ti- 
tule vecino y hacendado de un pueblo de Espa- 
ña , fundado en haber adquirido posesiones en su 
término , conforme á la ley de la Novísima , de que 
ya hemos hecho mérito, pierde desde luego su fue- 
ro, y no puede más tarde reclamarlo. ^ 

Al hijo de padre extranjero , que se halle cons- 
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tituido bajo la patria potestad , en la ocasioa de 
cometer un delito , le alcanza igualmente el fuero 
de su padre, cuando á éste le corresponda , por 
hallarse dentro de las prescripciones de la ley ; esto 
es, por tener á su favor la doble inscripción , como 
transeúnte ó domiciliado en los Registros de la Em- 
bajada ó Consulado de su nación y del Gobierno 
civil de la provincia. No así en el caso de que el 
padre, de donde dimana y se deriva el privilegio 
del hijo, no haya cumplido con ambos requisitos, 
ó sólo consté su nombre en una de las expresadas 
matrículas, como puede verse e\\ la decision-de 12 
de Agosto de 4858 {Gacetad&l 14). 

Para justificar el privilegio de extranjería , no 
puede admitirse, como supletoria, la inscripción del 
nombre del subdito extraño en el Consulado res- 
pectivo de otro punto, en que ánte»^ hubiese resi- 
dido," porque esto, según se consigna y establece 
en aquella olra de 17 de Diciembre de 1863 {Ga-- 
cela del 20), que con diverso motivo hemos citado 
más arriba , equivaldría seguramente al falseamien- 
to de las disposiciones vigentes, contra las cuales 
podrian los extranjeros , á su capricho y voluntad, 
y conforme pudiera convenirles, atribuirse unas 
veces la cuíilidad de vecinos , haciéndose otras pa- 
sar por transeúntes. * 
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Es preciso, pues , que allí aparezca doblemente, 
y en la forma veftrida , inscrito el que quiera hacer 
valer su fuero de extranjería , y con anticipación 
al hecho , objeto del juicio , donde el mismo se haya 
ejecutado. 

Pudiendo también darse el caso de la reclama- 
ción del expresado privilegio por un emigrado po- 
lítico, conviene tener presente,- aun cuando nada 
concreto se establece en ella , la decisión del 2S de 
Setiembre de 1862 [Gacela del 28), en competen- 
cia suscitada y entablada entre el juzgado del Mer- 
cado y la Capitanía general de Valencia , á propó- 
sito de un francés , médico-cirujano de la Acade- 
mia de París, autorizado por nuestro Gobierno para 
ejercer su profesión en España, y al cual se procesó, 
con motivo de haber dado una certificación falsa» 
en cierta causa por lesiones. 

Aunque de acuerdo ambos juzgados en la razón, 
^que hubo de alegar el del fuero común ; para co- 
nocer del hecho, habiendo desistido el militar, y 
apelado que fué el auto por el médico , lo revocó 
el Tribunal de Guerra y Marina, en el concepto 
de que las prescripciones de la legislación vigen- 
te, sobre la materia, no se concretaban al caso 
especial de los emigrados políticos , los cuales no 
podian ser considerados como domiciliados ni tran- 
seúntes, sino meramente como acogidos por la 
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causa política de su emigración, al pabellón es- 
pañol , cuya circunstaucia no pedia hacerles per- 
der su naturalidad y condición de tales extran- 
jeros, por lo que, agitada de nuevo la cuestión, se 
elevaron los autos al Supremo de Justicia. 

Al resolverla este alto Cuerpo, no entró, sin em- 
bargo, en el examen dd punto de la emigración, 
porque consideró que habiendo delinquido él mé- 
dico francés en 16 de Julio de 1861, hallándose en 
España desde 1850, y comprendido en la amnistía 
dada por el Emperador de los franceses-, en el de 
1859, pudo haberse matriculado oportunamente y 
sin obstáculo alguno , lo cual no verificó hasta 12 
de Noviembre del mismo año de 1861 , para bus- 
car, sin duda, una exención, ya tardía, de la jus- 
ticia ordinaria , en la causa, que por la misnia y 
contra él se había formado. 

No creyendo, por consiguiente, necesario dis- 
cutir si el Consulado de Francia lo hubiera ó no^ 
repelido de la matricula, por su nota de emigrado 
político, y fundándose en la otra indicada razón > 
según la doctrina general aplicable , que en uno de 
los párrafos anteriores hemos dejado consignada, 
el Tribunal Supremo de Justicia decidió la com- 
petencia en favor del Juez de primera instancia del 
distrito del Mercado. 

Queda, pues, sin terminante y expresa resolu- 
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cion esta importante duda , qae semejante caso nos 
ofrece, por atendible^ y respetables que puedan 
ser las razones, que motivaron la.reyocacion por el 
de Guerra y. Qlarína del desistimiento del juzgado 
militar, para conocer del proceso referido; razo- 
nes, sin embargo, qué, en nuestro juicio, tienen 
contra si la disposición terminante de la antes ci- 
tada ley de la Novísima Recopilación, en aquello 
que se refiere á los extranjeros que viven sobre si , 
estableciendo en el país su dotniciltp , lo cual pa- 
rece entenderse, respecto de cualquiera que se halle 
dentro de esta condición, cualquiera también que 
sea el motivo de su venida y permanencia én Es- 
paña; tanto más, si, como en el caso presente, 
esa permanencia lleva consigo el ejercicio de una 
profesión , con autorización espresa del Gobierno. 

No hemos encontrado, ni creemos que exista nin- 
guna otra decisión análoga del Tribunal Supremo 
de Justicia, relativa á esteparticiílar, no obstante 
lo cual , y para que sean conocidos y debidamente 
estudiados y apreciados los anteriores fundamentos 
y motivos, en favor de la jurisdicción de guerra, 
hemos creido.conveniénte citarlos y hacer mérito 
de ellos, al tratar de esta materia. 

•Acarea de otra, y muy importante por cierto, 
que de igual modo tiene intima relación con el fuero 
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de extranjería , nos restan aún , y para completar 
este capitulo, algunas líneas» siquiera hasta el pre- 
sente no se haya ofrecido , en concreto, duda , in- 
certidumbre ni conflicto alguno de jurisdicción, 
que nosotros, al menos, conozcamos, de donde ha- 
yan nacido resoluciones superiores, sobre interpre- 
tación y aplicación de ley, que puedan servir de 
norte , en los casos posibles de la naturaleza , á que 
aludimos. 

Son éstos los correspondientes á delitos cometí- 
dos por extranjeros, sin vecindad en estos reinos» 
matriculados en los respeccivos registros de los Go- 
biernos de provincia y Consulados ó Embajadas, 
los cuales tienen á su cargo, ó son empleados ó tra- 
bajadores en las empresas de construcción ó ex- 
plotación de ferro-carriles españoles. 

Según los títulos iv y v de la ley de. 44 de No- 
viembre de 1855, sobre policía de los mismos, 
pueden ser de dbs clases los excesos, que en ellos 
se cometan, á saber: por parte de los concesiona- 
rios ó arrendatarios, faltando á las condiciones ge- 
nerales ó particulares de su concesión ó á las reso- 
luciones adoptadas, para realizarlas , en lo concer- 
niente ai servicio de explotación de la línea , del 
telégrafo, navegación, violabilidad de los caminos 
y libre paso de las aguas , y por parte de cualquie- 
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conservación, cuyos hechos, atendida su índole, 
habrán de calificarse de delitos ó faltas especiales. 

Castiganse los primeros, según el articulo 12 ^e 
la expresada ley, con una multa de cincuenta á 
quinientos duros, cuya imposición , conforme á lo 
dispuesto en el artículo 28,- corresponde exclusi- 
vamente á los Gobernadores , en los términos que 
por el mismo se establecen. 

Los segundos, cualesquiera que fuesen sus au- 
tores, siempre y en todo caso pertenecen á la ju- 
risdicción ordinaria, puesto que asi se determina 
expresamente en el articulo 26 de aquella , en el 
cual se excluye todo fuero. 

Por más que esta tan precisa y terminante dispo- 
sición Heve en sí la más categórica respuesta nega- 
tiva á toda pretensión análoga , en los casos á que la 
misma se contrae, y ella , por sí sola, sea la mejor y 
más cabal solucípn á toda incertidumbre, hemos 
tenido ocasión de ver, aun cuando no con insisten- 
cia sostenidas, reclamaciones de esta clase. A pe- 
sar de todo, la competencia de la jurisdicción or- 
dinaria, en este punto, no es dudosa. Pero esto 
aparte ¿el concesionario ó arrendatario , los emple- 
dos ó trabajadores en las empresas de construcción 
ó explotación , que siendo subditos de cual^úera 
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Otra nación , y bailándose legal y válidamente ma- 
triculados , pero que al propio tiempo , y sin que 
esto pueda dudarse , reúnan cualquiera de los re- 
quisitos, que constituyen vecindad, al tenor de la 
citada ley déla Novísima, por cualquiera de esas 
circunstancias , en ella designadas , como la de 
ejercer su oficio en España, ó vivir sobre si, es- 
tableciendo en el país su domicilio, y que, indepen- 
dientemente del ferro-carril, cometan un delito 
común, podrán alegar en su favor el privilegio 
de extranjeros ? 

Ya con idéntico propósito hemos hecho repeti- 
da mención, y preciso es volver á citar, otra vez más, 
la decisión ó competencia de 29 de Agosto de i 861 
(Gaceta del 1.^ de Setiembre), toda vez que por 
ella , apreciando los hechos , que la motivaron y 
aplicando su doctrina , por analogía , á los casos 
que acabamos de indicar, viene muy eficazmente 
á comprenderse que no cabe dentro de ellos el fue- 
ro especial de extranjería. 

Al consignar nuestra opinión , sobre este extre- 
mo , recordamos también haberla visto reciente- 
mente confirmada en providencia de una de las 
Salas de esta Audiencia, no contradicha, y antes 
bien por el interesado consentida, en la cual se 
aprobó el auto motivado de un Juez de primera 
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insiancia , declarándose competente para conocer 
en causa, por heridas, contra un destajista del 
ferro-carril del Norte , no obstante la declinatoria, 
que el mismo había propuesto ; providencia que , 
aun cuando sin el carácter decisivo y obligatorio de 
las resoluciones del Tribunal Supremo de Justicia, 
no por eso deja de ser atendible y respetable. 
Y no solamente la jurisprudencia establecida en 
"^ la competencia indicada de 29 de Agosto , y esta 
misma fué, en su esencia , la razón de analogía que 
indicamos en el caso del emigrado político, de que 
poco más arriba hicimos mérito ; no solamente la 
doctrina, que en ella se consigna, debe entenderse 
y es, á la verdad , la de que hayan de ser tenidos 
como avecindados en Espafia los extranjeros que , 
viviendo sobre si , constituyen su domicilio en el 
país, sin que para ello obste la doble inscripción 
en los registros ó matrículas del Consulado y del 
Gobierno, sino que, ademas, se añade en su segun- 
do considerando , y esto es de tenerse muy en 
cuenta , que es prueba suficiente, para acreditar la 
vecindad, la de ser contratista en un ferro-carríL 
En este concepto, bajo el fundamento de sus pro- 
pios términos , y* ya que basta el presente , que nos- 
otros sepamos , no existe resolución superior con- 
creta y terminantemente , puede , en nuestro juicio. 
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adoptarse desde luego y sin vacilación alguna la 
exclusión del privilegio^ para los extranjeros de 
cualquier clase y categoría, empleados en empresus 
españolas de construcción ó explotación de ferro- 
carriles , por más que se hallen legal y válidamente 
inscritos en. los registros del Gobierno y Emba- 
jadas ó Consulados respectivos; puesto que este 
requisito pierde toda su eficacia , dado el caso de 
la vecindad, cuya suficiente prueba está en el ejer- 
cicio mismo deesa especulación ó de esos trabajos» 
de que, para vivir sobre si , se hallan encalcados. 

Aun cuando harto sabido, no consideramos 
ocioso, ni del todo inútil nos parece, al poner fin 
á este capitulo, dejar igualmente consignado, ch- 
tando la decisión de 16 de Junio de 4864 {Gaceta 
del 21 }, que siempre y en todo caso , los juzgados 
de guerra, en sus respectivas provincias, lo son 
también de extranjería. 

Y puesto que en su esencia bten puede decirse 
que á esta misma materia se refiere la Real orden 
circular de 11 de Noviembre de 1864 ( Gaceta del 
13) por mas que no se contraigan á un punto de- 
terminado de jurisdicción, conveniente y aun pre- 
ciso hemos creido traerla á este lugar, atendidas la 
importancia y las naturales consecuencias de la 
prohibición , que aquella contiene. 



— 77 — 

Nó dándose curso por parte del Gobierno fran- 
cés á los e&hortos que las Autoridades españolas 
dirigen á las de aquel pais, para el embargo ó se- 
cuestro de los bienes de los subditos franceses, 
procesados en España ; de acuerdo con lo informa- 
do por la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo 
de Justicia, se mandó que las Audiencias y Autori- 
dades dependientes de las mismas se abstuviesen en 
lo sucesivo de expedir tales exhortos, con, el objeto 
indicado y que, por reciprocidad, no diesen cum- 
plimiento en adelante, á los que, procedentes de 
aquel Imperio , tuviesen por objeto el embargo ó 
secuestro de bienes de subditos españoles, procesa- 
dos en el mismo. 
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CAPITULO VIL 



JarisdíccioD especial de Hacienda.— Forma del procedimien- 
to.— Real decreto de 20 de Judío de i852 y disposiciones 
sucesivas. — Delitos de contrabando , defraudación y sus 
conexos.— Abusos respectivos de los funcionarios públi- 
cos.— Ejemplo concreto de un hecho múltiple de falsedad, 
y aplicación de los artículos 76 y 77 del Código penal. — 
Carabineros. — Su organización, su misión y cuando se 
consideran de servicio. — Casos relativos de atentado y 
desafuero.— Consecuencias penales del contrabando y de- 
fraudación.— Modo de aplicar y dividir las multas.— No se 
abona la prisión á los reos de estos delitos. 

Habiendo tratado ya con la extensión» que, al 
objeto de nuestro trabajo, nos ha parecido suficien- 
te , del fuero militar de Guerra y de Marina , asi 
como también de el de extranjería , indispensables 
nos parecen algunas indicaciones , respecto de la 
jurisdicción especial de Hacienda^ en su relación 
directa, no solamente con los transgresores, de 
cualquier clase y condición, sujetos á las leyes, que 
especialmente á la misma han sido encomendadas , 
sino con el Cuerpo de Carabineros, por el conoci- 
miento exclusivo, que á la misma compete » par 



— so- 
juzgar y castigar todos los delitos de contrabando, 
defraudación y sus conexos, perpetrados por aque- 
llos, en actos del servicio de su cuerpo, ó con motivo 
del ejercicio de las funciones, queje son peculiares; 
materia, constantemente y de igual modo, ocasio- 
nada á incertidumbres y conflictos. 

Son tantos y tan diversos entre si, aun cuando 
de una misma índole, los delitos dé que puede co- 
nocer la jurisdicción especial de Hacienda, y tantas 
y tan variadas las disposiciones , á que se ha veni- 
do sujetando, para distinguirlos, clasificarlos y pe- 
narlos, que ni es imestro ánimo, ni aun cuando así 
lo hubiéramos intentado, podríamos concretar á los 
límites de nuestro libro todas esas instrucciones re- 
glamentarias , todas esas órdenes , todos esos decre- 
tos y esas leyes, que sucesivamente han venido al- 
terando ó modificando disposiciones más antiguas, 
sin que tampoco las decisiones del Tribunal Supre- 
mo de Justicia, concernientes á este particular, que 
sé registran en la Colección legislativa , como, poco 
más ó menos, sucede con las oiSterias anteriores, 
abracen y resuelvan todos los. puntos de duda 
posibles , para en ellas buscar y por ellas consignar 
y explicar, con toda latitud, la mejor interpretación 
y la jurisprudencia en cada casó establecida. 

La jurisdicción de Hacienda, en lo criminal, espe- 
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cial como ella es, tiene naturalmente su forma, 
especia] también , de proceder, muy distinta de la 
jurisdicción real ordinaria , tanto cuando á ella se 
somete el conocimiento de los delitos de contraban- 
do, defraudación y suis conexos de seducción y re- 
sistencia , que llevan por objeto la perpetración de 
aquellos , como en las ocasiones de juzgar y penar 
hurtos ó robos de efectos estancados, e&istentes en 
criaderos , fábricas, almacenes ó dependencias del 
£stado. 

Entiéndese esto mismo y es, de igual modo, apli- 
cable á los casos de abusos , omisiones ó conniven- 
cia de empleados públicos y de particulares, con 
relación á esos mismos fraudes, en perjuicio del 
Tesoro; al contrarío de aquellos otros procesos, en 
que, conociendo de delitos de otra especie, no de- 
terminados expresamente, aunque también sujetos 
á la misma ,, debe proceder por los trámites ordi- 
narios, que marca y determina la jurisdicción 
común. 

El Real decreto de 20 de Junio de i 882, con la 
Instrucción, para llevarlo á efecto , de 28 de Se- 
tiembre siguiente ; la Real orden aclaratoria de 10 
del mismo mes , sobre la manera de entenderse la 
antigüedad de los ju^ces de primera instancia, que 
deben conocer de los procesos en materias de Ha- 
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cienda ; las de 5 y 12 de Noviembre de igual año; 
una estableciendo que éstos consuman turno en las 
Audiencias, con los demás negocios, que á las Salas 
primeras correspondan , y al objeto de allanar y 
facilitar el despacho de los expedientes de comisos 
la segunda ; y últimamente , la de 2 de Noviembre 
de 1853, declarando que los procedimientos esta- 
blecidos por el expresado Real decreto de 20 de 
Junio no son aplicables á los que se instruyan en 
los juzgados del fuero de Hacienda , constituyen 
esencialmente .y en resumen la legislación actual, 
cuyas explicaciones, cuyas declaraciones, cuyas 
interpretaciones legales habremos de buscar, en 
cuanto nos sea posible , pues éste es nuestro obje- 
U>, dentro de las decisiones del Tribunal Supremo 
de Justicia. 

Ño fué ni pudo ser el espíritu del Real decreto 
de 20 de Junio de 1852 , y asi se expresa en la úl- 
tima de las Reales <$rdenes citadas , el derogar lo 
establecido en las leyes y reglamentos vigentes, 
para la su^tanciacion de las causas por delitos co- 
munes, sino solamente fijar los que debían seguirse 
en la tramitación de aquellas , que, con ser de ín- 
dole especial, por contrabando, defraudación y sus 
^ conexos , no se hallaban comprendidos en las pá- 
ginas del Código penal. 
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Hé aquí , pues, la razón, conforme hemos signi- 
ficado más arriba , por la cual , respecto de los pro- 
cesos de su fuero , la jurisdicción de Hacienda debe 
proceder, según sea la Índole del abuso, á su cono- 
cimiento sometido; conociitíiento tan ampliamente 
extenso, cuanto que á él van natural y necesaria- 
mente ligados todos los hechos justiciables, que con 
los de contrabando y defraudación puedan come- 
terse en los ramos de Aduanas, Contribuciones, 
Consumos y demás rentas del Estado. Por esto fué 
precisamente nuestra anterior indicación, acerca 
de la imposibilidad absoluta de concretar á los li- 
mites de nuestro libro cuanto de instrucciones, 
órdenes y reglamentos , tocante á este particular, 
se ha expedido. 

La jurisdicción de Hacienda es , por lo tanto, la 
única competente para conocer de los delitos de 
contrabando y defraudación , as» como de los co- 
nexos ó que con ellos estén relacionados. Desig- 
nanse unos y otros en los siete números del articu- 
lo 17, capitulo I, título n, del referido Keal decreto 
de 20 de Junio de 1882 , citado á este mismo pro- 
pósito en las decisiones del Tribunal Supremo de 
iustieia de 8 de Agosto, 8 de Octubre de 1888 y 10 
de Octubre de 1862 (Gacetas del 7, 8 y 13), y cuya 
explicación , respecto de lo que por tales delitos 
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haya de entenderse , consta y aparece extensa y 
circunstanciadamente consignada en los siguientes 
artículos 48, 19 y 20 del capítulo y título, á que 
nos vamos refiriendo. 

En la de 6 de Noviembre de 18^8 (Gaceta deU'2) 
se repitió y estableció, de igual modo, la expresa- 
da, doctrina de que los delitos comunes, que tienen 
relación con los de contrabando y defraudación, 
debian ser juzgados privativamente, por la juris- 
dicción de H^ienda ; añadiéndose que los culpa- 
bles, en el concepto de encubridores, quedaban su- 
jetos á la misma. 

Esto ocurrió, con motivo de reclamación de la 
autoridad militar, relativa al conocimiento de una 
causa , formada contra un carabinero, por infide- 
lidad en la custodia de una mujer, á quien se hubo 
de sorprender con una carga de géneros de ilícito 
comercio. • • 

Fundándose el juzgado de guerra en que seme- 
jante delito no tenía conexión con el contrabando, 
puesto que, por la omisión del reo, ningún perjuicio 
se siguió al Estado, con lo que resultaba un heclio 
ó abuso puramente militar, y combatida su pre- 
tensión por el de Hacienda, el Tribunal Supremo 
resolvió que , según el número 7 del artículo 17 del 
Real decreto de 20 de Junio de 1 8S2 , el encubrí- 



— 83 - 

nuento se halla efectivamente comprendido, como 
conexo^ con el principal que se persigue. 

Estos delitos conexos, y así se confirma otra vez 
más en las decisiones de 28 de Febrero y 30 de 
Junio de 1862 {Gacetas de 3 de Marzo y 13 de Ju- 
lio], deben juzgarse ante los mismos tribunales y 
en el mismo proceso, en que del hecho principal se 
trata» con el cual están relacionados; debiendo en- 
tenderse bajo la expresada calificación las omi- 
siones y abusos de ios empleados públicos, en el 
cumplimiento de las obligaciones , que , para per- 
seguir el contrabando y la defraudación, les impon- 
gan los reglamentos é instrucciones, y también 
cualquiera otro delito común, que se cometa para 
cubrNT tales excesos. 

Un hecho importante de esta naturaleza ha dado 
motivo' más recientemente al recurso de Casación 
de 7 do Diciembre de 1864 {Gaceta del H), el 
cual consistió en la defraudación cometida por 
tres comerciantes de Valencia, déeste modo. Habían 
establecido en dicha ciudad depósitos domésticos 
de géneros coloniales, y suponiendo ó simulando 
mayor extracción de la que realmente sacaban , y 
dejando el exceso en el expresado punto, se libra- 
ban del pago de los derechos , bajo el concepto de 
extraído, cuya culpabilidad alcanzó de igual modo 

8 
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á Ü. Matías G..., empleado en la Administración 
de Hacienda pública , por su intervención en el 
negocio. 

Denunciada 9 pues, la defraudación al Goberna- 
dor de la provincia, se insthiyeron diligencias, 
con las que no solamente se hizo constar que los 
expresados comerciantes hablan simulado la extrac- 
ción de mayor cantidad de géneros, dejindc^a en 
la ciudad, para su consumo, con lo que eludieron 
el pago de los derechos, sino también el abuso del 
empleado G..., el cual, cuando los solícitos y pa- 
peletas volvían á la mesa de contabilidad, con los 
libros, facilitaba aquellos al comerciante, que, de 
su letra, anteponía á lo escrito palabras y guarismos, 
que aumentaban la cantidad, haciéndose luego la 
misma alteración en las papeletas y asientos de los 
expresados libros, y trasladándose,. por último, el 
resultado de estos falsos asientos á la cuenta del 
interesado, con lo que, en el caso que referimos, 
resultaron cincuenta y una falsedades, en su rela- 
ción con cada uno de los tres indicados comer- 
ciantes. 

Ademas de la pena, por la defraudación, la 
Audiencia de Valencia impuso al D. Matías G... 
siete anos de presidio, estimando como un solo 
delito las falsificaciones cometidas, para verificar 



' — 87 — 

las cincuenta y una operaciones mencionadas. Por 
el Ministerio fiscal , sin embargo» se interpuso re* 
curso de Casación contra esta parte del fallo, por 
cuanto á que en ella se infringía el articulo 76 del 
Código, donde se dice que al culpable de dos ó 
más delitos se le impondrán todas las penas cor- 
respondientes á las diversas infracciones come-* 
tidas. • 

En este estado, considerando el Tribunal Su- 
premo de Justicia que si bien cabia apreciar como 
un solo delito el conjunto de falsedades, que ha- 
bían necedtado los documentos, referentes, á cada 
una de las operaciones fraudulentas, porque, al 
fin, eran indispensables para producir un solo he- 
cho, no podía suponerse legalmente lo mismo, 
tratándose de todas las yerificadas en distintas fe- 
chas, para consumar*, en favor de tres casas de 
cometo, cincuenta y un hechos diversos, que 
constitttian otros tantos delitos de defraudación y 
falsedad, condenó al D. Matías en quince años 
de xadena y cien duros de multa , tk)r cada uno 
de los delitos expresados, aun cuando, atendida 
tan excesiva penalidad , creyó conveniente se acu- 
diera al Gobierno de S. H., á los efectos del se- 
gundo párrafo del articulo S."" del Código penal. 

Trae, pues, consigo este recurso la importante 
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doctrina » áníes consignada , de que bajo la' califi- 
cación de delitos conexos se entienden las omisio- 
nes y abusos de los empleados públicos , concer- 
nientes á toda defraudación, asi como también cual- 
quiera otro por ellos cometido, al objeto del encu- 
brimiento de la misma ; confirmándose, ademas, eu 
él la jurisprudencia de que si bien puede ser apli- 
cable el artículo 77 del Código, cuandodun conjunto 
de hechos justiciables encierra en si el pensamiento 
de un solo delito, de ninguna manera , y sí el 76 , 
cuando aquellos se dividen y varios á la Tez , llevan, 
por separado, la idea ó intención de hechos ó deli- 
tos diferentes. 

Y no solamente se contrae esa responsabilidad á 
los expresados funcionarios públicos ^ en el ejerci- 
cio de sus respectivos deberes, sino que, confor- 
me á la doctrina establecida en las decisiones de 
28 de Julio y ^3 de Octubre de 1863 {Gacetas del 1 .' 
de Agosto y 27 de Octubre), es también extensiva 
á todas las personas de cualquiera clase y condi- 
ción que sean , las cuales tengan sobre si esa mis- 
ma obligación. 

Esto se dijo, y asi se decidió, con referencia á los 
carabineros , no obstante las razones , con que por 
el Tribunal de Guerra y Marina , dejando sin efec- 
to un auto inhibitorio acordado por el juzgado de 
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guerra de Granada , se Iiubo de insistir en que y si 
bien las actuaciones, respecto del delito de contra- 
bando y defraudación y de sus anexidades y cone- 
xidades, correspondiao exclusivamente á la juris- 
dicción especial de Hacienda, no asi en cuanto á 
la calificación de la conducta militar, observada 
por tos carabineros , en servicio proj)io de su ins- 
tituto, cuyo conocimiento pertenecía á la jurisdic- 
ción de guerra, con sujeción á los reglamentos y 
leyes penales del ejército. 

Como precisamente la mayor parte de las dudas, 
origen de continuados conflictos entre la jurisdic* 
cion militar y la de Hacienda , llevan consigo la in- 
teligencia é interpretación de las disposiciones vi- 
gentes, en lo que concierne al servicio del cuerpo 
de carabineros y la exacta explicación y aplicación 
de los artículos de su Reglamento, en materia de 
fuero, éste nos parece el lugar más adecuado y á 
propósito para consignar y examinar las importan- 
tes resoluciones del Tribunal Supremo de Justicia 
de S y 23 de Agosto y 5 de Octubre de 1858 (Ga- 
ceías del 7, 25 y 28), 31 de Agosto y 13 de Octubre 
-de 1859 (Gaceta^ del 3 de Setiembre y 14 de Oc- 
tubre), 24 de Febrero y 19 de Setiembre de 1862 
(Gacetas del 1/ de Marzo y 24^ de Setiembre), pues- 
to que en ellas, con referencia á diferentes casos, se 

8. 
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encuentran aclaraciones de sumo interés , las cua- 
les, más ó menos amplia y extensamente, en su 
relación con otros análogos , que puedan ocurrir en 
adelante, constituyen jurisprudencia decisiva. 

Si bien el cuerpo de carabineros se halla organi- 
zado militarmente, conforme á las disposiciones 
contenidas en el Real decreto de 6 de Diciembre 
de 1842, Reales órdenes de 17 de Setiembre y 30 
de Octubre de 1885 y Reglamento militar de 25 de 
Diciembre de 1856, su misión especial es la de 
perseguir los delitos de contrabando y defrauda- 
ción, dependiendo, en su consecuencia, del Minis- 
terio de Hacienda, cuyas órdenes recibe. 

Cierto es que, en medio de esta precisa depen- 
dencia y por esa su organización, con arreglo á 
las disposiciones referidas , los individuos del mis- 
mo se hallan sujetos al Consejo de guerra, que es- 
tablecen las Reales ordenanzas, por los delitos, 
faltas y excesos que cometan ; pero éstos no son 
ni pueden entenderse los excesos , faltas ó delitos, 
que se consideran y estiman relacionados con los 
de contrabando y defraudación , á que se refiere el 
Real decreto de 20 de Junio de i 852, sino única- 
mente esos otros de omisión, indolencia ó descui- 
do, respecto de la disciplina, que no suponen, de 
manera alguna, ni conexidad ni anexidad. 
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Y hasta tal punto es varía ^u indicada organiza- 
ción , en esta parte , que interpretándose por el Tri- 
bunal Supremo de Justicia la referida Real orden 
de 17 de Setiembre de 1855, por la cual, y fundado 
en ella , el mismo Capitán general de Granada tra- 
tó , en otra ocasión , de sostener que los carabi- 
neros están siempre de servicio, declaró, en el ter- 
cer considerando de su citada decisión de 31 de 
Agosto de 1859 y estableció no ser así, sino que 
solamente se reputaban como soldados, cuando 
estaban en actos propios de su instituto. Y aun 
para mayor ampliación, se añadió en otra que , al 
prestar auxilio á la autoridad local , cumplen con la 
obligación, en que se halla todo ciudadano, y no por 
ello desempeñan acto alguno exclusivo ó peculiar 
del cuerpo , cual presupone y requiere la mencio- 
nada Real orden de 17 de Setiembre , para que se 
les repute como tropa , que se halla de facción. 

Eu idéntico concepto se dictó la de 24 de Febre- 
ro de 1862, de que' igualmente se ha hecho méri- 
to, resolviéndose que sólo en servicio permanente , 
contra la defraudación y el contrabando, pueden 
ser los carabineros tenidos por soldados, y que su 
intervención en cualquiera disputa ú otro aconte- 
cimiento análogo, casual y voluntaria, por su paró- 
te, debe reputarse como un hecho independiente de 
su cargo. 
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Las heridas causadas á un carabinero fuera de 
actos del servicio, según la decisión de 8 de Marzo 
de 1861 {Gaceta del 8), no causan desafuero; pero 
téngase en cuenta que, conforme al articulo SO det 
Real decreto de 20 de Junio, y asi se expresa en las 
de 16 y 26 de Abril del mismo año de 1861 (Gace- 
ta del 20 de Abril y I.** de Mayo), en los casos de 
resistencia á los individuos del expresado cuerpo, 
debe estarse á lo determinado y prescrito en las 
leyes y disposiciones militares , á cuya jurisdicción 
corresponde el conocimiento de esta clase de deli- 
tos; puesto que tal resistencia á dicha fuerza, en 
actos del servicio especial de su instituto, se halla 
equiparada á la que pudiera hacerse á un centinela 
ó tropa del ejército. < 

No puede haber delito conexo de contrabando ó 
defraudación , que asi se establece en la compe- 
tencia de 13 de Diciembre del propio año de 1861 
{Gaceta del 16), cuando no se ha formado causa 
de esta clase, ni en las actuaciones aparece indicio 
alguno de que el hecho punible haya tenido la m^- 
nor tendencia á ejecutar,' facilitar ó encubrir abu- 
sos ó excesos de aquel género. ' 

Debe, ademas, advertirse, según las de 28 de 

Mayo de 1861, 13 de Marzo y 7 de Mayo de 1862 

{Gacetas del i21, 17 y21), que de las causasque, en 

tal concepto, se formen, cualquiera que sea la pro- 



- 93 - 

vincia de donde procedan las fuerzas ^prehensoras 
de los reos, debe conocer el Juez, en cuyo territo- 
rio se haya verificado la aprehensión , de confor- 
midad con. lo dispuesto en el mismo Real decreto 
de 20 de Junio de 1852 y Real orden de 18 de Di- 
ciembre de 1855. Y como quiera que no siempre es 
posible, ni aun necesario á veces, en la persecución 
del Qontrabando , llevarle materiahnente á la vista, 
debe entenderse, de igual modo, que ésta ha de ve- 
rificarse de cerca é incesantemente, siendo legal la 
que se ejecuta ó praclica fuera de la zona fiscal, 
cuando, en la forma referida, esto es^ incesante- 
mente y de cerca, van los defraudadores persegui- 
dos po/la fuerza pública. 

Para que haya delito de defraudación y produzca 
sus consecuencias penales; para que, en este con- 
cepto, pueda estimarse la violación de las reglas 
administrativas, según el párrafo 11 del articulo 19 
de dicho Real decreto de 30 de Junio , es necesa- 
rio , y asi se consigna terminantemente en las re- 
soluciones de 8 de Febrero, 18 y 21 de Marzo y 18 
de Junio de 1862 {Gacetas del 14, 25, 27 y 17), 
que exista tendencia manifiesta y directa á eludir 
ó disminuir el pago de lo que legítimamente deba 
satisfacerse , por razón de una contribución cuaU 
quiera. 
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En todas estas causas debe prevalecer el princi- 
pio de la legislación común, para no castigar otros 
actosy que los que con anterioridad á su perpetra- 
ción tenga la ley calificados como delitos, aun 
cuando haya antecedentes, que á él se opongan, 
según se dijo en el recurso de casación de 20 de 
Octubre de 1858 ( Gaceta del 22), y se repitió des- 
pués en el de 27 de Diciembre del propio año 
( Gaceta del 4 de Enero de 18S9), añadiéndose en 
el mismo que el adeudo del derecho ó impuesto ha 
de hallarse vigente, al tiempo de la aprehensión 
ó de ejecutarse el hecho criminal , y que no hay 
defraudación, por falta de materia, cuando los gé- 
neros aprehendidos no están sujetos al pago de 
derechos ú otro impuesto. 

Y sépase también , aparte el caso de la prueba 
plena y á los efectos, que en este párrafo se expli- 
can , que en las causas, que con tal motivo se ins- 
truyan, cuando sean dos ó más los delincuentes, 
formado ya el juicio sobre la certeza de los hechos, 
por las reglas ordinarias de la critica racional, 
aplicada á los indicios , datos y comprobantes de 
toda especie , tanto con relación á los actos y cir- 
cunstancias, que constituyan el delito , como á la 
criminalidad de los procesados, cuya es la doctri- 
na establecida en las competencias de 28 de Mayo 
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de 1861 y 7 del- mismo- mes , que ya citamos antes, 
no puede perderse de vista la anidad de aquel, para 
laímposicloQ de la multa, qae á los mismos cor- 
responda. 

Qaiere esto decir que si de la unidad del deUto 
se prescinde , y en ello nos referimos al tercer con- 
siderando del recurso de casación de 3 de Abril 
de 1862 {Gaceta del 6), y al fallo que contiene ;' si 
cuando son varios losreosdedefraudadonselescon-* 
sídera aisladamente» para imponer á cada uno el total 
de la multa, multiplicando su importeen cabeza de 
los autores y aun de los cómplices y encubridores 
de una sola defraudación, resultará, por necesidad, 
que un hecho de perjuicio exactamente valorado 
produzca una penalidad desproporcionada al daño 
y á las bases establecidas para castigarlo. 

La multa, pues , sin exceder del importe, en la 
forma y extensión que la ley lo determina , debe 
imponerse entre todos los infractores , proporcio- 
nalmente al grado de culpabilidad ó responsabili- 
dad de cada uno. 

Todo reo de contrabando incurre ^ una multa, 
que no habrá de bajar del triplo ni exceder del séx^ 
tupio del valor del género aprehendido, ó que del 
proceso resulte ser materia del delito, si se refiere á 
géneros estancados, y en la del duplo al cuadruplo^ 
si consiste en^éneros prohibidos. 
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Y si bien se obsm*van diferentes locuciones en la 
redacción de los artículos 23 y 27 del referido Real 
decreto de 20 de Junio de 1852, ellas ^ según el 
recurso de casación de 50 de Enero de 1863 {Ga- 
ceta del 6 de Febrero)» no alteran el espíritu de los 
mismos^ que consiste en castigar á los responsables 
de los expresados delitos con multas, circunscritas, 
por limites determinados, y graduadas, en propor- 
ción al valor de los géneros, ó al importe del dere- 
cho ó impuesto defraudado. 

Esto explicado, indicaremos, por último, que la 
doctrina antes consignada de que la multa aplica- 
ble es una, dÍTÍsible entre todos los ress, cuando son 
muchos, debe entenderse en cualquier caso, siem- 
pre que pueda resultar una infracción, por exceso, 
sf aquella se impone integra en cabeza de -cada uno 
de los mismos. 

Sin embargo de que aun habremos de explicar 
todavía algunas otras materias , intimamente rela- 
cionadas con las que contiene este capitulo , según 
el plan, que para el mejor orden y la mayor claridad 
de nuestro trabajo, hemos formado ; como quiera 
que ellas habrán de ser ya de otra jndole, creemos 
conveniente y oportuno citar eo él, por conclusión, 
los recursos de 22 de Octubre de 1863 y 29 de Fe- 
brero de 1864 (Gacetas del 28 de Octubre y 3 de 
Marzo), en los cuales se establece qu^ aun cuándo 
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• 

en el Real decreto de 9 de Octabre de 1883 se dis* 
pone que á los reos sentenciados á penas correc- 
cionales se les libone, para el cumplimiento de sus 
condenas, la mitad del tiempo, que hubieren estado 
presos, esto no se entiende para con los penados en 
consecuencia de delitos de contrabando , defrauda- 
ción y sus conexos, puesto que se hallan expresa- 
mente excluidos por la Real orden posterior de 30 
de Noviembre del mismo año, expedida por el 
Ministerio xle Hacienda, cou relación al Real de- 
creto , sobre la jurisdicción del ramo y para repre- 
sión de los abusos referidos. 

En cumplimiento de esta doctrina, y como más 
reciente , citaremos también el recurso de 9 de No- 
viembre de 1864 {Gaceta del 12), relativo á causa 
crininal seguida en el juzgado de Hacienda de Zara- 
goza contra varios individuos, por el delito directo 
de contrabando de sal y el conexo de malversación, 
al cual se declaró haber lugar, bajo el concepto, en 
que lo interpuso y fundó el Promotor fiscal, al ex- 
presar que la sentencia de vista habla. quebrantado 
aquella Real orden de 30 de Noviembre de 1853, 
aplicando á uno de los reos el beneficio del referi- 
do Real decreto de 9 de Octubre de igual año. 

Así se resolvió , en efecto, por la Sala segunda 
del Tribunal Supremo de Justicia, repitiéndose que 
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■^os- 
la dtadm Retí ófden prohibe termioantemeate que 
álos qoe lo son ésoontrahando, defraudación y sus 
conexos, se poeda tomar en cuenta parte de Ja 
prisión, que hayan sufrido, y condenándose, en su 
consecuencia, á aqud, de quien en el recurso se tra- 
taba, al cumplimiento integro y personal de la peoa, 
que por la sentencia de la Audiencia de Zaragoza 
le fué impuesta. 



CAPITULO Vffl. 



Motivos gejieralesde incompetencia.— Inhibición obligatoria. 
— Continencia é incontinencia de las causas. — Procedencia, 
según su estado, é improcedencia de las reclamac ones ju- 
risdiccionales. — Incompatibil dad de la declinatoria con la 
inhibitoria. — Ordenanzas generales de montes de 22 de 
Diciembre de i853 y disposiciones sucei^ivas. — Desafuero, 
en su caso, por hurtos de leña , tala y carboneo.— ídem ab- 
soluto en los juicios verbales de faltas. — Carácter militar 
de algunas de éstas. ^Ejemplos. — Faltas incidentales. — 
Faltas cometidas por los Jueces. —ídem por milítaret, eu 
empleos civiles. 



Establecido el principio de que la jurisdicción 
real ordinaria es siempre la competente, para co- 
nocer de toda clase de delitos > fuera de aquellos 
que por alguna disposición legal se hallen excep- 
tuados, y habiendo tratado ya, en absoluto, de estas 
excepciones, en cuanto se refieren á los diversos 
fueros, que quedan indicados, bien será ahora con- 
signar, en absoluto también, la doctrina genera), 
respecto de los casos, en que tales privilegios pier- 
den su eficacia, reservándonos para después el 
examen concreto de esta misma materia, en su 
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relación con algunos de los diferentes delitos, que, 
en opuesto sentido, pueden cometer los afforados. 

Toda cuestión jurisdiccional es, por su naturale- 
za , de orden público, y asi se dice y consigna en 
el cuarto considerando de la decisión de 22 de 
Mayo de 1862 (Gaceta del 3 de Junio) , añadiéndose 
en ella que siempre que al conocimiento de los 
Jueces y Tribunales se someta algún negocio, que 
no les pertenezca, deben declararse incompeten- 
tes, aun cuando no intervenga reclamación de au- 
toridad extraña, si bien, para que esto valga y pro- 
ceda, habrá de verificarse con audiencia ó por ex- 
citación del Ministerio público. 

Ni pueden entablarse competencias de jurisdic- 
ción, sino cuando existan motivos fundados de 
controversia, entre dos ó más Jueces, sobre el co* 
uocimiento de una causa, y asi se declara en la de- 
cisión de 18 de Agosto de 1863 {Gaceta del 25), ni 
un juzgado especial puede conocer de las instrui- 
das, por delitos que no producen desafuero, ó se 
hayan cometido más allá de la zona de su jurisdic- 
ción, como se consigna en la de 11 de Enero de 1864 
{Gaceta del 10), ni cabe la sumisión expresa ó tá- 
cita , según las de 22 de Julio de 18S8 y 1 2 de Mayo 
de 1862 {Gacelas del 24 y 25) , á otra autoridad ju- 
dicial más que á la ordinaria. 



Y no solamente es ilegal «y al interés de la justi- 
cia opuesto el dividir, en el conocimiento de los de* 
utos, la continencia de un proceso, sino que cuando 
aparecen varias ramificaciones de hechos crimina- 
les y de personas complicadas en los mismos , y en 
esto nos referimos á las competencias de 4 de Se- 
tiembre y !22 de Diciembre de 18S8 {Gacetas del 6 
y 31), exige esa misma continencia que el Juez, que 
entiende en lo principal , entienda, de igual modo, 
en todo lo accesorio y en cuantas derivaciones pue^ 
dan surgir y nacer de ellos. • 

Exceptúase, sin embargo, el caso, en que hayan 
sido comprendidos dentro de una causa dos 6 más 
reos de diverso fuero, s^un la de 22 de Febrero 
de 1864 {Gaceta del 26) , pues entonces la división 
es necesaria. 

Conforme á lo dispuesto en la Real orden de 30 
de Marzo de 1827 y su aclaración de 30 díel propio 
mes de 1831, circulada en 14de Abril, cuyas dispo- 
siciones se citan por el Tribunal Supremo, en su sen^ 
tenciade 23 die Diciembre de 1858, á la cual se 
refiere la de 14 de Mayo de 1859, repitiéndose ade- 
mas en las de 1.^ de Junio y 26 de Julio del mismo 
ano, 30 do Junio de 1862 y 18 de Agosto de 1863 
(Gacetas respectivas de 19 de Mayo, 5 de Junio 
y 28 de Julio de 1869, 12 de Julio de 1862 y 23 de 

9. 
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Agosto de 1863)y una vez contestada, en la primera 
instancia, la acusación fiscal, es extemporánea toda 
redamación jurisdiccional, que se intente, la cual, ' 
ya en tal estado, no puede promoverse ni admitir- 
se en causa criminal alguna. No en todas las dta- 
das decisiones, sin embargo* se usan las mismas 
locudones, aun cuando en todas su espíritu y ten- 
dencia sean iguales. 

En las de 1 .^ de Junio y 26 de Julio se establece 
que no vale la redamación de fuero, como no se 
deduzca antes de contestar á la acusación fiscal ^ di- 
cténdose en las otras que no es procedente, wm 
vez ya contestada. La reclamación, por consiguieo- 
te, en nuestro juicio, y según el sentido recto de 
ambas frases, debe siempre preceder á la contes- 
tación de la acusación, en cuya idea más nos afir- 
ma la doctrina terminantemente consignada en los 
considerandos segundo y cuarto de la de 30 de Ju- 
nio de 1862. 

. Sentado el principio general, que acaba de in- 
dicarse, decídese en las mismas, de igual modo, 
que iniciada en las primeras actuaciones de una 
causa, aun cuando sin proponerla legalmente y 
repetida más tarde, la redamación de incompeten- 
cia , en el escrito de contestación á la acusación 
fiscal, la tramitación debe necesariamente reducirse 
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al primero de estos dos extremos» esto es» á la 
cuestión jurisdiccioDal 9 «quiera la declinatoria no 
aparezca formulada, como articulo de previo y es« 
pecial pronunciamiento ; no sólo porque asi con- 
viene á la recta administración de justicia, sino por- 
que asi lo exige imperiosamente el orden del pro- 
cedimiento; hasta tal punto, que pudiera ser caso 
de responsabilidad el obrar de otra manera y en 
sentido opuesto, con arreglo al espíritu del arti- 
culo 307 del Código penal. 

Claro es, pues, que el hecho de repetirse la re- 
clamación en el escrito de defensa ó de contesta- 
ción á la acusación del Ministerio público, supone 
el de haberla producido antes de. llegado este pe- 
ríodo de la causa, hasta donde únicamente alcanza 
la procedencia de la misma, y que sólo por esta 
razoD, y porque no es dentro de la acusación don- 
de por primera vez se alega, y porque no se hace 
más que reproducirla ó repetirla , es por lo que, 
prescindiéndose del fondo de las actuaciones , de- 
ben éstas reducirse al primer extremo, ó se^ al del 
fuero, para que se decida previamente, como pre* 
sentado ó interpuesto en tiempo hábil. 

Esto no obstante, y por lo que .pueda importar 
á la mejor inteligencia de la expresada doctrina, 
conviene advertir y tener muy á la vista la más re- 
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Cíente decisión de 21 de Abril de 1864 {Gaceta 
del S4) , en la cual , con referencia también á la Real 
orden de 30 de Marzo de i 831 , circulada en 14 de 
Abril, de que más arriba se hizo mérito, y dicién- 
dose no expresarse en ella que antes de llegar al 
trámite de la defensa no se admitan competencias, 
se establece y decide que c en este periodo de las 
actuaciones, y desde el momento, en que se encuen- 
tre descubieria la verdad de los hechos y parezca 
que se hallan asegurados sus autores, no hay in- 
conveniente razonable, en que se pueda declinar 
la jurisdicción incompetente del Juez, y reclamarle 
que someta el conocimiento del apunto al que ten- 
ga jurisdicción verdadera para ello, i 

Según la práctica de los Tribunales, constante- 
mente observada, y asi se dice en la sentencia de 28 
de Agosto de 1863 (Gaceta del l.^de Setiembre), 
de las inhibiciones consultadas, como encargadosde 
defender y conservar, en su integridad, la respecti- 
va jurisdicción, conocen siempre los superiores in- 
mediatos. 

Esto aparte, que es de rigurosa ley, cuando se 
trata de jueces de jurisdicción exlrana, ó que, per- 
teneciendo á la común, la, ejercen en distintos ter- 
ritorios, obsérvase en algunas Audiencias la de 
que sólo se les dé cuenta con testimonio, enviando 
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desde luego los autos originales *al competente , 
cuando las providencias de esta naturaleza se 
acuerdan en favor de los que se bailan sujetos á 
las mismas. 

Respecto de este particular y por la analogía 
que con él tiene, de indicar es en este sitio que, al 
inhibirse cualquiera de las jurisdicciones privile- 
giadas, la militar, por ejemplo, y éste es el caso * 
consignado en la de 29 de Enero de i 861 {Gaceta 
del !.• de Febrero), del conocimiento de una cau- 
sa, formada contra un paisano , en la cual figure 
como ofendido un aforado de guerra , no supone 
ni establece el desafuero de éste ; toda vez que en- 
tonces no se trata de proceder contra éU quedando, 
por lo tanto, en completa aptitud de conocer de la 
que, en su caso, se le pueda fcyrmar, aun cuando 
sea motivada y por el mismo acontecimiento pro- 
ducida. 

Téngase, ademas, presente, según la decisión de 
15 de Junio de iSS8\Gac€tá del 17), que utilizado 
el medio de la declinatoria, no puede abandonarse, 
para acudir al de la inhibitoria , ni aun emplearlo 
sucesivamente, sino que debe pasarse por el resul- 
tado del primero, y que una vez desestimado, y no 
apelándose de la providencia , queda ésta desde lue- 
go consentida y ejecutoriada. 
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Sentados y consignados estos principios genera^ 
tes 9 veamos ahora y consignemos esos otros ca- 
sos, en que, como regla absoluta y sin excepción de 
ningún género, es ineficaz, para toda clase de afora- 
dos, la reclamación del privD^io. 

Cesa, en primer lugar, todo fuero en los delitos 
y contravenciones sobre asuntos de montes , según 
* se halla expresamente declarado en el Art. 185 de 
las Ordenanzas generales de 22 de Diciemlnre de 
1833, que se cita en* las sentencias de 29 de No- 
viembre de 1861 y 24 de Julio de 1862 (Gacetas 
del 5 de Diciembre y 29 de Julio), y en su conse- 
cuencia, y conforme al Art. 4.^ de la Real orden 
de 2 de Abril de 1835, el Juez del partido es d que 
debe conocer en las causas , por los danos y excesos 
que en los montes se cometan. 

Según las sentencias de 1.^ de Junio y IS de Ju- 
lio de 18o9 {Gacetas del 5 y 17), este desafuero es 
aplicable á los que hurtan lenas de los montes de 
propios ó comunes de* los pueblos , por cuanto á 
que su guarda y conservación , según el caso 1 .^ del 
artículo 5.^ de aquellas, queda dependiente déla 
Dirección general, y con sujeción al régimen, que 
en las mismas se establece. 

Esta indicada jurisprudencia aparece de igual 
modo confirmada por la de 20 de Marzo de 1865 



(Gaceta del 35), añadiéndose en ella que la tala y 
carboneo en un coto redondo, son hechos com* 
prendidos en el articulo I."" de las referidas Orde- 
nanzas, sin que el 209, que, con relación al 162 y 
siguientes , determina la forma y valor de las denun- 
cias de los guardas, según que estén ó no juramen- 
tados , tenga conexión alguna con la ^mpetencia 
deUuez, ante el cual siempre han de hacerse. 

Al estudiar esta materia , conviene á la vez tener 
en cuenta, no solamente lo prevenido en el Real de- 
creto de 24 de Marzo de 1846, sino también la Real 
orden circular de 26 de Junio de 1863 {Gaceta 
del 27), según la cual se halla vigente la parte pe- 
nal de las Ordenanzas de montes de 22 de Diciem- 
bre^de 1863, respecto de los que son propiedad del 
Estado, de las provincias , municipios ó corpora- 
ciones de carácter público, siendo aplicables sus 
disposiciones por los Jueces y Tribunales , con ar- 
reglo á las leyes. 

Dispónese, ademas, en la segunda de las Reales 
disposiciones referidas , que en tal concepto y como 
ley especial, para castigar los delitos é infracciones, 
que se cometan en los montes públicos , las expre- 
sadas Ordenanzas forman parte de la excepción con- 
tenida en el articulo 7.*» del Código, el cual rige sólo y 
exclusivamente para castigar los que se ejecuten en 
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montes de dcHamío particular, si bien con aplicación 
de sos disposiciones á los citados montes públicos, 
en k)s casos y eirennstancias, que ocarran, y no se 
hallen especificados en las referidas Ordenanzas. 

Cesa, en segando logar y de igaal modo, todo 
fuero en los joicios Yerbales de faltas, según lo dis- 
poesto en eljpárrafo 2/ de la regla 56.* de la ley 
provisional para la aplicación del Código, cuyo 
conocimiento y castigo, conforme á lo qoe se dis- 
pone en la I /, corresponde exctosiramente á los 
Alcaldes y Tenientes, en sos demarcaciones res- 
pectivas. 

De las sentencias que éstos dictaren , según se 
determina en la regla 11.*, no se da otro recurso 
que el de apelación, para ante el Juez de primera 
instancia del partido. 

Tal es el tenoi^de las referidas disposiciones, jas 
coales se citan, á este mismo propósito, en las sen- 
tencias de 15 de Enero de i859, 29 de Julio de 1861, 
30 de Agosto de 4862, 8 de Octubre d&i863 y i5 
de Febrero de 1864 {Gacetas respectivas del 21 de 
Enero, 1.^ de Agosto, 4 de Setiembre, 11 de Octu- 
bre y 20 de Febrero) , añadiéndose en la primera, 
que cuando tales faltas se hallan claramente com- 
prendidas en las prescripciones del Código, no pue- 
den reputarse delitos militares. 
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Esta distinción que , como desde luego se com- 
prende, es de suyo grave, ha dado y habrá de se- 
guir dando frecuente ocasión á conflictos de auto- 
ridad, por lo que , en casos de esta naturaleza, será 
conveniente y necesario tener muy á la vista la de- 
cisión de 15 de Enero, que acaba de indicarse en el 
párrafo anterior, y con ella, las de i&^e Junio y 29 
de Julio de 1861 {Gacetas del 29 de Junio y I."" de 
Agosto), puesto que al buscar la analogía posible 
con aquellos, que las motivaron, y conforme á la 
doctrina general, que consignan y establecen, será 
más fácil resolver las dudas, que puedan ofrecerse. 

En cierta dispiíta sobre pago de bagajes , y hé 
aquí la cuestión jurisdiccional en una de ellas de- 
cidida, dos paisanos fueron injuriados de palabra y 
abofeteados por un capitán y su asistente. 

Habiendo acudido los primeros al Alcalde , á ñn 
de que tuviese lugar la celebración del oportuno 
juicio verbal de faltas, y señalado el dia, se dirigió 
oficio suplicatorio al Capitán general , para la com- 
parecencia de los demandados. 

El Juzgado militar, sin embargo, se negó á la 
reclamación , sosteniendo primeramente que, según 
el articulo 7.° del Código, no se hallaban sujetos á 
sus disposiciones los delitos militares , á cuya clase 
pertenecían, y en tal concepto se reputaban , en la 

10 
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regla 1/ de las transitorias del mismo» los dditos 
y faltas» que hasta su publicación habían merecido 
esta calificación» con arreglo á las Ordenanzas , y 
exponiendo después los graves m^les, que resulta- 
rían á la disciplina del ejército, si sus individuos, 
cuando fueran de marcha» hubiesen de quedar su- 
jetos á la autoridad de los Alcaldes del tránsito, 
por faltas comprendidas en el Código. 

La autoridad local» á su vez» apoyó su compe- 
tencia en las disposiciones citadas » según las cua- 
les» á ella correspondía exclusivamente el conoci- 
miento de las faltas cometidas por el capitán y su 
asistente» que no consistieron en que éstos hubie- 
sen quebrantado las órdenes de su cuerpo é insti- 
tuto» en cuyo caso» respecto de ellas» si alguna re^ 
sultase, y con vista del testimonio» que entonces le 
seria oportunamente remitido» la autoridad militar 
podria juzgarlos. 

Con estos antecedentes » considerando el Tribu- 
nal Supremo de Justicia que» en el hecho referido» 
no era aplicable la excepción del párrafo 3.*^ de la 
citada regla 56/ de la ley provisional ; con sujeción 
al 2.^ de la misma y reglas i.* y 11.^» anterior- 
mente citadas» declaró que aquellas faltas» por el 
capitán y su asistente cometidas » se hallaban com- 
prendidas en el número 4.^ del articulo 493 del Gó- 
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digo» y que su conocimiento y castigo eran de It^ 
competencia del Alcalde. 

En consecuencia de amenazas con arma blanca, 
hechas por un miliciano provincial , que no se ha- 
llaba en funciones del servicio 9 se suscitó igual- 
mente la segunda. En su apoyo U autoridad mili- 
tar citó también la misma regla !•* de las disposi- 
ciones transitorias del Código , en cuyo concepto y 
según A articulo 1.^, titulo v, tratado 8.^ de las 
Ordenanzas 9 todas las faltas» que eometen los indi- 
viduos de tropa » hasta sargento inclusive , se ha- 
llan sujetos á la jurisdicción del Consejo de guerra 
ordinario. Dijo» ademas, que lo dispuesto en el li- 
bro ni de aquel , respecto de las faltas , no podia 
te&er, de manera alguna, aplicación á la clase de 
tropa, puesto que para con ella no existia esa dis- 
tinción, entre delitos y faltas militares y delitos y 
faltas comunes, que para la clase de oficiales y je* 
fes del ejército se halla establecida. 

El Tribunal Supremo, desechando tales razones, 
dedaró que el hecho denunciado constituía la £eüta 
prevista y penada en el número 5.^ del artículo 484 
del Código, y decidió, del propio modo, que de ella 
debia conocer el alcalde , por ser de su exclusiva 
competencia. 

No asi en el caso, á que se refiere la tercera. S^ 



— H2 - 

trataba de las lesiones, que á un paisano» encarga- 
do de la conducción de bagajes, hubo de inferir un 
cabo de carabineros , en ocasión de ir de marcha 
y como jefe de varios individuos de su cuerpo. La 
autoridad militar sostuvo su jurisdicción , alegando 
que el hecho imputado se hallaba comprendido en 
el articulo 70 y siguientes del titulo x , tratado 8/ 
de las referidas Ordenanzas , donde se habla de los 
desórdenes cometidos en las marchas , y á su favor 
se decidió la competencia , bajo el concepto de que 
no deben considerarse como faltas comunes, com- 
prendidas en el libro ui del Código, las que come- 
ten los militares, en el ejercicio de sus funciones, 
ni aun aquellas otras, que afectan inmediatamente 
al desempeño de las mismas, en cuya ocasión no 
corresponde su conocimiento á los alcaldes y sus 
tenientes, sino á la jurisdicción militar, que habrá 
de penarlas, con arreglo á dichas Ordenanzas del 
ejército. 

A este propósito debemos , ademas , hacer men- 
ción de otra sentencia , también de 29 de Agosto 
de i 861 ( Gaceta del 1.^ de Setiembre), en la cual 
se ventiló la cuestión de si fué una falta común, su- 
jeta al conocimiento de la autoridad local , ó pura- 
mente militar, la cometida por dos guardias civiles, 
''que maltrataron y golpearon á un paisano, en cuya 



— il3 — 

casa trataron de penetrar, con motivo de la captura 
de un prófugo, habiéndose aquel negado, en un 
principio, á abrirles la puerta de la calle. 

De este hecho, atendido el carácter de los guar- 
dias civiles, que según su Reglamento de 12 de 
Octubre de 1883, lo tienen de centinela perma- 
nente, se dijo y estableció que habia sido un abu- 
so de fuerza pública , el cual debía ser castigado 
por la autoridad militar, de quien los culpables de- 
pendían. 

Tampoco pueden los alcaldes y sus tenientes co- 
nocer de las que , aun siendo evidentemente , por 
su naturaleza y circunstancias, faltas comunes, 
comprendidas en el libro m del Código,' se ofrecen 
en un proceso, como incidentales del delito princi- 
pal, que dio origen y ocasión al mismo, según se 
dispone en el párrafo ultimo de la citada r^la S6.* 
de la Ley provisional. 

Respecto de este particular, y por las dudas que 
acerca del mismo alguna vez ocurren , tenemos la 
sentencia de 29 de Octubre de 18S8 {Gaceta delSl), 
en la cual se dijoique una falta puede ser incidente 
de un delito anterior» cuando intervienen las mis- 
mas personas, por más que el acto y el lugar don- 
de 80 ejecute, sean distintos, siempre que el origen 
y la razón de la incidencia procedan del hecho 

10. 
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prineipal, en cuyas circunstanciaft obra de Deno la 
eipresada regla S6.*, para que de ambos conozca un 
mismo Juez. 

cSólo en el caso de ser las faltas incidentes del 
delito principal , — se dice también en la de 13 de 
Noviembre del mismo año de 1888 {Gaceta del 18}, 
— puede conocer de ellas el que del hecho primi- 
tivo conociere. > Un soldado fué condenado por la 
jurisdicción común , porque habiendo tratado de 
separar ¿ dos que r^an, dio después una bofeta- 
da al uno de ellos, con la que le infirió una lesión, 
que exigió la asistencia del facultativo por espacio 
de tres dias. Entablada, con tal motivo , compe- 
tencia entré el juzgado de la Capitanía general de 
Valencia y el de primera instancia de Alicante , se 
decidió, en favor de este segundo. 

También en la propia ocasión reclamó el Juzgado 
de Guerra el conocimiento de la apdacion , que el 
mismo soldado interpuso de la sentencia condena- 
toria, dictada por el alcalde de Alicante, en el 
Juicio de faltaSi, de donde nació la competencia re 
ferida,l>ajo el concepto de serlo' de primera ins- 
tancia ; reclamación desestimada igusdmente por 
el Tribunal Supremo de Justicia. 

Fundó aquel su pretensión en que la Ley provi- 
sional no hada expresa derogación de fueros; pero» 
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contra esta doctrina ó interpfetacion , se establéelo 
y demdió que ; según la regla il/ de la misma, las 
apelaciones de las sentepcias de los alcaldes y sus 
tenientes, en jui(»os verbales sobre faltas, deben ir 
á los Jueces de primera instancia del partido ; que 
en la Administración de Justicia no bay más Jueces 
de primera instancia de partido que los del fuero 
ordinario, cuyo es también el espíritu de la regla 
7/ de la expresada Ley, y por consiguiente, que 
sólo en el caso de ser incidentales es cuando pue- 
de juzgarlas aquel mismo Tribunal que baya cono» 
cido del ddito. 

El conocimiento de las faltas cometidas por los 
Jueces de primera instancia , en el ejercicio de sus 
funciones judiciales, conforme alo dispuesto en el 
número 2.^ del articulo 58 del Reglamento provi- 
sional para la administración de Justicia , y asi se 
consigna en la decisión de 8 de Agosto de 1889 
(Gaceta del 40), corresponde exclusivamente á la . 
Audiencia del territorio respectivo. 

No hay tampoco razón de fuero para con lo&mi- 
litares y marinos , y respecto de esta materia pue- 
den ferse las decisiones de 12 de Abril y 30 de Ju- 
nio de 1889, 19 de Enero de 1861 y 14 de Febrero 
de 1862 {Gacetas del iS de Abril, 6 de Julio, 23 
de Enero y 19 de Febrero), tanto en los casos en 
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que lo» anos ó ks otros aeu individuos de Ayoo- 
tamieato, como en los de ^eroer Tolunbmamoite 
empleos ó ca^os civiles, poUlícos ó de Hatíenda, 
coyas prescripcioDes son las consigpadas en d ar- 
tículo ir, tí(alo II, lÜHO vm db las Ordenanzas 
gmo-ales del ejócíto. Reales resoluciones de 50 de 
Noviembre de 17»! '; 8 de Diciembre de 1800, que 
es la Ley 35, lítalo tv, lilwo m de la ffovísinia 
Recopilación, y Reales Ordenes de 5 de Octubre 
de i819, i8 de Noviembre de 1831 y 20 de Setiem- 
bre de 1842. 

Debe, no obstante, advotirse que este desafuero 
es relativo exclusivamente á los delitos ó excesos, 
que los marinos i militares cometan en el desem- 
p^o de esos mismos cargos, cuya aceptación su- 
pone una renuncia implicita dd privilegio, que en 
concito de tales d^ia corresponderles, quedando 
fuera de estos casos, sujetos ¿la jurtsdicdon de 
, que dependan. . 

Esta jurisprudencia es, del propio modo, extensÍTa 
y aplicable , según la ya citada resolución -de 30 
de Junio, á los individuos del fuero común, que se 
mezclan en cargos curiales de jurisdicciones privi- 
legiadas, á las cuales deben indispensablemente 
responder, siempre que falten ¿ los deberes de su 
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Y es, por último, de advertir » respecto de los 
alcaldes, según otra decisión del Tribunal Supremo 
de Justicia {Gaceta del 14 de Febrero de 1858), 
que aun cuando las expresadas autoridades disfru- 
ten de fuero militar, no lo tienen en el ejercicio de 
sus funciones municipales, por cuyos delitos quedan 
necesariamente sujetos á la jurisdicción común. 
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CAPÍTULO IX. 



Autoridad judicial.— Explicac'on^ de la palabra «Justicia» en 
sn relación con tas atribuciones de la misma.— Carácter de 
los ueces de paz /de los alcaldes constitucionales , de sus 
tenientes y pedáneos.— Delitos de atentado y desacato. — 
Definición del primero.— Corresponde su conocimiento al 
juez delterritorio.— Leyes y Reales disposiciones relativas. 
—Su explicación, en casos determinados, y también res- 
pecto de ciertos agentes de la autoridad. — Definición del 
segundo. — Diferencias entre ambos.— Casos especiales de 
desacato, al efecto legal del desafuero. — Basta para la re- 
clamación la naturaleza del hecho procesal , aun cuando no 
haya prueba suficiente.— No se da desacato entre dos fun- 
cionarios revestidos de autoridad.— Carácter de los regido- 
res, agentes de vigilancia, guardias municipales y serenos. 
—No hay fuero de extranjería para el atentado y desacato. 

Habiendo tratado ya, en los anteriores capítulos, 
del fuero, en su relación absoluta con las diferen- 
tes clases del Estado, á quienes , según la legisla- 
ción vigente , les está negado ó concedido, ésta 
creemos que sea la ocasión más oportuna y éste el 
lugar más conveniente, para consignar otras varias 
excepciones, comprendidas de igual modo en las 
leyes , si bien con referencia á determinada especie 
de delitos. 
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Pero como quiera que uo es en la Índole y oa- 
(uraleza de éstos , donde solamente se han de bus- 
car las reglas precisas, para determioar la compe- 
tencia de jurisdiccioo, sino que también es nece- 
sario muchas Teces tener en cuenta y i la vista las 
circunstancias de las personas, que en ellos ínter- 
vienen , tanto en el concepto de ofensores como de 
ofendidos, y entre estos segundos, y respecto de 
cierta clase de excesos, suele figurar la autoridad 
judicial, cuyo verdadero carácter no siempre se 
conoce, bueno será que anticipemos una observa- 
ción general , fundada exaclamente en decisiones 
del Tribunal Supremo de Justicia , con las cuales, 
según nuestro objeto y en cuanto nos sea posible, 
procuraremos esclarecer esta materia. 

Se entiendo , en primer lugar, por tjusticiai, y 
asi está consignado en la sentencia de 17 de Di- 
ciembre de 1859 (Gaceta del U), toda autoridad 
que ejerce funciones judiciales. 

Cualquier magistrado público, como más en con- 
creto se expresa en la de 23 de Agosto del mismo 
año (Gaceta del 23), los Jueces de primera instan- i 
cia, los de paz y sus suplentes, los alcaldes, sus I 
tenientes y los pedáneos , son justiciat, á los efec- 
tos de la ley. 

Prescindiendo de los primeros , cuyas atribucie- 
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oes se bailan ñiéra del alcance de toda inceitídum- 
bre, referente á la jurisdicción, qae en toda ocasión 
y bajo cualqwer concepto , dentro de sil territorio, 
qercen , como se dice en la sentencia de ^6 de 
Agosto de 4859 {Gaceta del 19), y intes de entrar 
en el eiámen de las disposiciones Tígentes, respecto 
délos alcaldes y sus tenientes, intimamente enlaia* 
dos con la adminbtracion de justicia, y qae ocupan 
UQ logar muy señalado en la issfera de la misma, 
haremos mérito de la resolución de 46 de Enero 
de 1862 {Gaceta dá 20), recaída, en consecuencia 
de las lesiones que unos soldados , trabajadores en 
el ferro*carril del Norte , infiyriericm al Juez de paz 
de Collado ViU&lva, el cual, acompañado del primer 
suplente, trató de restablecer el orden en el. albo- 
roto, que aquellos promovieron, con el liñ de que 
se abriese una taberna. 

En ella se decidió que los que ejercen el cargo 
de Juez de paz ó de suplentes son autoridades , y 
qae, con arreglo al decreto de su creación, disfru* 
tan de la misma consideración y exenciones que 
los alcaldes de los pueblos, sin que se les pueda 
negar él c^cter de justicias, en el sentido de las 
leyes 8/ y 9.^, título ix, libro xn de b Novísima 
Recopilación, toda vez que tienen las atribueioóes, 
que en la ley de Eojuidlamiento civil están deter- 
B^inadas* ii 
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S¡t pues, en á. caso» ¿ que se contrae la iAdicada 
competencia y al presentarse el Jues de paz de Co« 
liado-Vfllalba ¿ los alborotadores, no lo hizo ni 
|Mido hacadlo, en el concepto de esas mismas atri* 
buciones dviles» sino en virtud de su cargp oficial, 
y una Tez maltratado por aquellos» se consideró el 
hecho desacato» y se -declaró ser su conocimíepto 
de la jurisdiocion (Hrdinaria» parece indudaUe que 
el carácter de autoridad, en los citados jueces de paz, 
deiie entenderse permanente» 

Los alcaldes de los. pueblos y sus tenientes, se- 
gun diferentes decisiones» y ^tre otras , las de 9 de 
Marzo » 19 de Setieminre.y S6 de Octubre de 1889 
(Gacetas del 11» 33 y S^, 11 de Enero, 1¿ de Fe- 
brero, 23 y 31 de Diciembre de 1861 {Gacetas 
del Ift de Enero» 21 de Fdirero» 26 de Diciembre 
de 1861 y 8 de Enero de 1862), con más , la de 50 
de Agosto de este mismo año de 1862 {Qaeeía del 3 
de. Setiembre)» son autoridades revestidas de fun- 
cíQnes> jiMÜdales, en ellas permanentes, y gozan, 
* por lo taiüo, con arreglo á la ley de 19 de Marzo 
de 1848 » del carácter de justicias. 

Hállafue» pues., en idéntico caso, respecto del 
deáafuero, por desacato y resistencia. . 

Acercado este extrtíoio^ son muy de oteervar los 
térmtnoe del terceír considerandk) de la de 23 de 
Diciembre, en el cual, y con relación ¿ un caaD^eon:* 
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creto de desafuero, el expresado Tribunal Supremo 
consignó que asi lo toiia dedarado yárias vecesi 
apoyándose en preceptos tan poativos como obliga* 
torios, constituyendo esta doctrina la judspniden«- 
cia establecida, para semqante dase de contiendan, 
de una manera tal, que á ninguno, con notorb 
perjuicio de la administración de justicia, le fuese 
permitido ya desconocerla. 

Bajó este punto de viste, y siendo hoy los alcal- 
des pedáneos , que en lo antiguo tenían atribudo** 
nes de justi<^a , agentes delegados de los alcaldes 
constitucionales , claro es, y asi se determina eola 
de 3 de Diciembre de 1858 {Gaceta dd 6), c(»- 
forme á lo prescrito en el articulo 80 de la ley vi-i 
gente de Ayuntamientos, que concurren en ellos 
esas mismas circunstancias , que> respecto de los 
segundos, quedan indicadas. 

Importante , por más de un concepto , la doctri* 
na que, respecto de estos alcaldes pedáneos ,' esta- 
blece la referida decisión, insertamos, para su me- 
jor inteligencia , lo más necesario y concretó dd 
hecho y de los fundamentos que contiene. 

E% la romería de Nuestra Señora de los Reme- 
dios , partido judicial de Betanzos, ufi soldado pro-"* 
víndal de la^ Cor uña comenzó á dar de golpes á uno 
délos concurrentes, en* cuya ocasión el alcalde 
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pedáneo de la parroquia de Sarandones , donde el 
suceso había ocurrido , intervino en la contienda, 
amonestando al militar» para que se divirtiese paci- 
ficamente » y no obstante haberse dado ¿ conocer 
como tal autoridad I fué resistido y maltratado por 
el mismo. 

Instruyéronse diligencias criminales» suscitóse 
compet^ncia entre el Capitán general de Galicia y el 
Juez de primera, instancia de Betanzos» y ú decidir- 
la el Tribunal Supremo» estableciendo en el primer 
considerando que la cuestión que débia resolverse 
consistía en si el hecho» de que se trataba» producía 
desafuero» atendida la clme de autoridad desaca- 
tada y estimando que los alcaldes pedáneos»'confor- 
me al citado articulo 89 de la ley vigente de Ayun- 
tamientos» son hoy agentes delegados de los alcal- 
des constitucionales » dedujo que» al resistir y des- 
acatai* el miltcíano provincial de la Coruña al pe- 
dáneo de Sarandones, habla desacatado y resistido 
al aloalde constitucional » de quien era delegado y 
representante» y declaró del juez de Betanzos el 
conocimiento de la causa. 

Piérdese » pues , todo fuero» cuando se res¡|te ó 
so desacata á la justicia» por más privilegiadas 
que sean las personas que la desacaten ó resistan. 

Dd atentado y desacato contra la autoridad , en 
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su relación con el fuero, son, por consiguiente, los 
dos primeros delitos, de que vamos á tratar en estjc 
capitulo XI, donde , para esta elección , tanto he- 
mos prescindido del orden, con que se definen y 
castigan todos los comprendidos en el libró n del 
Código penal, como de la preferencia alfabética; 
sistema, cualquiera de ambos , conveniente y opor- 
tuno, cuando las decisiones del Tribunal Supremo 
de Justicia, en la materia criminal, hubiesen abra- 
zado ya todos ó la mayor parte de los motivos po^ 
sibles de duda, pero ineficaz, en uno y otro caso, 
al objeto que ese método pudiera suponer, cuando 
tan escasos- son los que, basta el presente, han 
dado origen á las niismas. 

Y ¿omo, entre estos pocos, los que más figuran, 
los que á mayores complicaciones se prestan , los 
que cada día se nos ofrecen bajo diferentes formas 
y están siendo germen constante é inagotable de 
conflictos de jurisdicción , son precisamente los de. 
atentado y desacato, ésta es la razón, que nos ha 
movido á darles, como acabamos de indicar, la 
preferencia. 

c Cometen atentado contra la autoridad, según el 
articulo 189 del Código, los que, sin alzarse pú- 
blicamente , emplean fuerza ó intimidación , para 

algunos de los objetos señalados en los delitos de 

n. 
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rebelión y sedición , y los que acometen y resisten 
con violencia ó emplean fuerza ó intimidación con- 
tra la autoridad pública ó sus agentes, cuando 
aquella ó éstos ejercieren las funciones de su cargo» 
y también cuando no las ejercieren, siempre que 
sean conocidos ó se anuncien como tales.» 

En los casos de atentado contra la autoridad ^ el 
Juez competente, para conocer del delito, según la 
resolución de 30 de Noviembre de 18S8 (Gaceta 
del 2 de Diciembre), es aquel del territorio, donde 
resulta cometido. 

Es, ademas, doctrina constante y jurisprudencia 
establecida, conforme al referido articulo del Có- 
digo, también citado m este propósito ^ el tercer 
considerando de la referida sentencia de 3 de Di- 
ciembre del propio año (Gacela del 6), que lo mismo 
se comete contra una autoridad, que contra su agen- 
te ó delegado, cuyo hecho , objeto de esta segunda 
decisión , se refiere precisamente, á la resistencia 
contra ese alcalde pedáneo, representante del al- 
calde constitucional, en virtud de disposición ex- 
presa de la ley, de cuyo hecho acabamos de dar 
cuenta. 

« 

La razón de la competencia, en favor del Juez 
del territorio , único que puede conocer de esta 
clase de delitos , se halla expresamente determina- 
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da en las leyes IK/, título iv, libro vi, y 9.', títu- 
lo X, libro xii de la Noyisima Recopilación , y en la 
Real orden de 8 de Abril de 4831, que declaró sub- 
sistente el principio def desafuero, en las expresa- 
das disposiciones consignado, según las cuales, 
pierden su privilegio los militares, queatentan con- 
tra las justicias, ó sea contra las autoridades reves- 
tidas de atribuciones judiciales. 

«El individuo dependiente de la jurisdicción mi- 
litar, de cualquiera especie ó calidad que sea, dice 
la 15.*, titulo IV, libro vi , que incurriere en el 
delito de resistencia formal á la Justicia , perderá 
el fuero de que goza, y quedará, por la calidad de 
semqante exceso, sujeto al conocimiento de la 
Justicia ordinaria del territorio, en que le cometa, 
con inhibición absoluta de la jurisdicción militar, 
de que naturalmente dependa.» 

Por Real orden de 28 de Junio de 1784,{}Ue es la 
ley 9.*, titulo x, libro xn de la citada Novísima Re- 
copilación, ese hizo, ademas, entender y publicar 
que no sólo estaban desaforados los militares , que 
hiciesen formal resistencia á las justicias , sino que 
también los que cometieren algún desacato contra 
ellas, de palabra ú obra, en cuyo acto pudieran és- 
tas prender y castigar á los que lo cometieren.» 

Esto mismo , y en la propia forma , se dispone. 
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con relación á los magistrados públicos, por reso- 
lución de 7 de Agosto de 1786, que es la ley 4.\ 
titulo II del libro referido. 

Al mencionar estas tres leyes, creemos convenien- 
te, con el mismo objeto, mencionar también el capí- 
tulo xxm , titulo XXXIV, de la Real ordenanza naval 
de 18 de Setiembre de 1802 , por el cual se impo- 
ne la pena de muerte al soldado de marina ó tropa 
embarcada ,« que, con mano armada, embarace sus 
funciones á los ministros de Justicia , pudiendo ser 
juzgados por la ordinaria, si los aprendiere, cuan- 
tos fuesen cómplices en el delito, sin que el Jefe de 
marina tuviese derecho para reclamarlos. 

La Real <5rden de 8 de Abril de 1831 , á cuyo 
contexto hay que atenerse, según la sentencia 
de 11 de Mayo de 1861 (Gaceta del 15) declaró, 
por punto general , que, según la ley, todo desacato, 
cometido contra la Justicia, causaba desafuero, que- 
dando sujeto aquel que lo cometiere, por. privile- 
giado que fuese, á la jurisdicción común. 

A estas disposiciones se reñeren ,. entre otras 
muchas, que seria demasiado prolijo enumerar, las 
sentencias de 30 de Abril , 22 de Julio y 23 de Di- 
ciembre de 1861 (Gacetas del 3 de Mayo, 2S de 
Julio y 26 de Diciembre), y también las de 28 de 
Abril y 30 de Agosto de 1862 (Gacetas áe\ iS dQ 



Ateil y 3 de Setiembre)» indicándose ó diciéndose 
en las mismas, que si bien por otras resoluciones 
posteriores pudo modificarse la aplicación de aque- 
Has y volvieron , sin embargo, á recobrar toda su 
iuerza, en virtad de esa Real orden de 8 de Abril 
de 1831, que acabamos de citar, la cual tuvo y tie- 
ne fuerza de ley, atendida la época de su publica- 
ción, mientras no se derogue por otra igualmente 
respetable. 

En este concepto, y cuando en un alcalde existe 
el expresado carácter de autoridad judicial ,, el he- 
cho de impedirle por medio de la fuerza el ejerci- 
do de esas funciones, que le confiere la ley, como 
se establece en la sentencia de 4 de Hayo de 1839 
(Gaceta del 3), merece la calificación de atentado; 
añadiéndose en ella, que cuando los guardias civiles 
desempeñan servicios, propios de su instituto, están 
subordinados á la autoridad local, en los puntos 
donde no haya otra superior. 

Nada implica, á los efectos penales del atentado, 
cuando se comete contra un alcalde , la circuns- 
tancia de que éste se halle revestido á un tiempo de 
atribuciones judiciales y gubernativas. Claro es, y 
a^i se decidió en la de 12 de Diciembre de 1839 
(Gaeeta del 17), que no puede («escindirse de la 
consideración judicial; si bien esta distinción debe 
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tenerse en cuenU » cuando se trate de un agente ó 
delegado.de esa misma doble eutofidad, porque, en 
tanto se podrá dedr, según la jurisprudencia cons- 
tante en tales disposiciones repetida, que se produce 
el desafuero , en cuanto lo corresponda, ó no, la 
representación judicial, bajo, cuyo carácter haya 
sido violentado. 

• Las leyes an(eri(M?mente citadas determinan , co- 
mo necesario, para que se haya de perder el priyí- 
l^ip, que el atentado ^ desacato ae cometaa c(mtra 
juslicia ó autoridad, que qerza funciones judiciales. 
Claro es también, por lo mismo, y ésta es la doc- 
trina terttiinantemiente consignada en; la sentencia 
de 13 de Diciembre de 1^61 (Gaceta del i 6), que 
no cabe tal apreciación, cuando el agente de un 
alcalde, retestido de ese doble carácter, há obrado 
solamente y ha sido resistido, en el desempeño de 
una comisión gubernativa. 

Los guardias civiles, como antes se ha indicado, 
cuando tienen la representación de autiliañs de un 
alcalde , según la resolución de 17 de Abril de 
1861 (Gacela dd 20), y se hall» á sus órdenes y 
obran en obediencia á las mismas, son agentes su* 
yos y , en tal concepto , la resisteneia^ que se ks 
haga, debe estimarse como caso de átentido, pre- 
visto y castigado por el Código penal. 
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Esto^ hd obBtaáIe, caando dao eumpUmiento ¿ 
una áráesk §&Benl de b aiitorici^ adaúnittrativa) 
la cual no está presente > domo se dice en la deJ23 
de Odtaiste de 1862 {Gaceta del 96), ño poede en- 
tenderse que sem auxiliares de la misma » ni que 
repiesenteD ét un alcalde, en fondones de íasticia* 

Por masque antes se baya dicho que los exce- 
sosde in^edir á nn alcalde, por medio de la fuer- 
za , él ^reicio de sus fondones l^^ales , raereóen 
siempre h califieaekm de atentado , debe tenerse 
moy presente la decisión de IS de Junio del refe- 
ridoaño de -1889 [Gaceta del 17), con relaciona un 
heeho concreto y especial, que li§eram«|te indica* 
rémoa. 

Dedárdsey en ellk, que la jorisdtedon y airibu* 
dones de los alcaides, aun cuando lleven sudis- 
tintiiKi propio , no se extienden ¿ los cuerpos de 
guardia^ en los cuales no puede reconocerse otra 
autoridad, quela'del jefe del puesto y deKdestaca- 
ménto, y que, per coneigmente, en este concepto 
no es posible calificar de atentado d arresto de un 
alcalde en un cuerpo de guardia, poc su jefe, -que 
fué él hecho, á que yenimos aludiendo , cuando sin 
dístiitivo idguno, que acredite y justifique su auto- 
ridad, se presenta en el mismo, con objeto de lle- 
var ¿ efecto un réoonodmiento. 
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Pero es el caso que , equiparados en las mencio- 
nadas disposiciones , respecto de sus consecuencias 
necesarias del desaforo, el atentado y desacato 
contra la autoridad » y «i bien puede deciráe que 
son unas mismas las leyes, que se dtan en las re- 
petidteimas sentencias del Tribunal 'Suprema de 
Justicia» donde jse fija la jurispruden(áa, para las 
diversas oiestíones , en cada una de ella^ respec- 
tivamente consignadas ; tantas, á la verdad, cuanto 
que en materia criminal, éstos son los delitos, que 
indudablemente más han producido ; ello es que, 
según el Código Penal vigente , las circunstandas 
áá atentado y desacato, son distíntasi y la penali- 
dad, á la vez, muy diferente , de donde parecen, y 
no es extrañó, desprenderse algunas dudas. 

Antes de exponerlas y , en cuanto nos sea fi&cil, 
explicarlas, como quiera que, por lo que hace al 
atentado, no hemos oicontrado, para formar doc- 
trina, otros hechos que añadir á los que ya hemos 
re&rido , cuya anticipación , con la.idea de tener 
más expedito el camino, en las cuestiones 'de que 
ahora vamos ¿ tratar , hemos creido conveniente, 
y á fin de ilustrar y esclarecer todo lo poáble la 
importante materia, que de este capitulo es objeto, 
entremos en el examen de los particulares, que á 
los desacatos se refieren, los cuales, aun cuando 
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derivados de un mismo principio legal y basados 
en análoga jurisprudencia , tan diversos aspectos 
nos ofrecen. 

Se comete desacato contra la autoridad , con- 
fofoie á las prescripciones del Código actual , en 
su artículo 192, c perturbando gravemente el or- 
den de las sesiones, en los cuerpos colegisladores; 
injuriando , insultando ó amenazando, en los mis- 
mos actos, á algún Diputado ó Senador; calum- 
niando, injuriando, insultando ó amenazando á 
cualquiera de éstos, por las opiniones manifestadas 
en el Senado ó Congreso; á los Ministros de la Co- 
rona ú otra autoridad, en el ejercicio de sus cargos, 
y á un superior , con ocasión de sus funciones.» 

Aun cuando en las referidas leyes, atendido su 
literal contexto, y según hemos indicado , parecen 
confundirse, en uno sólo, los delitos de atentado y 
desacato contra la autoridad , y por más que esto 
haya de entenderse, respecto del desafuero, que de 
igual modo así producen' el uno como el otro, no 
podemos perder de vista , cuanto , en su significa- 
ción y en sus circunstancias y á los efectos de la 
penalidad, los separa y divide, como acabamos de 
exponer, el Código vigente. 

Porque, en primer lugar y conforme al citado ar- 
ticulo 189 9 el atentado se da contra la autoridad 

li 



pública ó sus agentes, miéotras que contra estos 
últimos no existe el desacato * porque desde el mo- 
mento, en que hay resistencia 6 agresión á mano 
armada, ya no cabe ni es aceptable la calificacioa, 
en el sentido del segundo , sino expresa y termi- 
nantemente del primero : porque asi él articulo 189 
como el 190 se refieren, sin distinción alguna, á la 
autoridad pública ; extremos , los unos y los otros, 
acerca de los cuales, y para resolver las dudas, que 
ciertamente pudieran surgir, no tenemos, en nú- 
mero bastante, declaraciones decisivas. 

Dentro, pues, de las que basta el presente han re- 
caído en cuestiones de este clase, con referencia al 
desaisato, y á ñn de hallar concretamente, en las que 
a^í se bailen resueltas, y con mayor ó menor ana- 
logía , en cualquiera otra, que no esté en igual caso, 
el mejor criterio y más posible acierto, prescindien- 
do de observaciones propias, continuemos nuestro 
trabajo, buscando y consignando la juri^p^rii^depcia, 
relativa á este tan importante extremo, por el Tri- 
bunal Supremo de Justicia establecida* 

Ptra que se produzca el desafuero, según )a coin^ 
petenpi^ de \% de Agosto de 1859 {Gacetq.áiá U), 
no solamente basta que la autoridad desacataba (en* 
gfl atribuciones judiciales, áui) cua^dP np I^s ejerza, 
ep el e^tp del delito , sipo qye ^ conforpie á la de 



29 de Julio del mismo año {Gaceta del 31), no obs- 
ta, para ese mismo resultado : la circunstancia de 
que, á la sazón, se encuentre procesado el juez, á 
quien se ofende. 

. De tener es también muy á la vista la de 26 de 
Noviembre 1888 {Gaceta del 29), en cuyo único 
considerando se establece que las ofensas dirigidas 
á un alcalde por un militar , bien se califiquen de 
delito, bien se gradúen de mera falta, con la espe- 
cial circunstancia, en su caso, de haberse inferido 
con ocasión de la administración de justicia , pro- 
ducen de igual modo el mismo efecto. 

Y no es necesario, para esto, que el delito de 
desacato á la Justicia esté probado, sino que basta 
que, en tal concepto, se proceda por la jurisdic- 
ción ordinaria, para que sea competente contra 
cualquier individuo aforado ó no aforado, como se 
resolvió en 17 de Diciembre del expresado año de 
18S8 {Gaceta del S3), sin que de modo alguno esta 
clase de delitos puedan tener carácter militar. Asi 
se pretendió por el Capitán general de Navarra, en 
el hecho, que dio origen á la competencia de 28 
de Enero de 1859 {Gaceta del 4 de Febrero), y que 
el Tribunal Supremo decidió en favor del juez de 
primera instancia de Tafalla. 

Un oficial del regimiento de Carabineros del Rey, 
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y éste fué el suceso, después de haberse avistado 
con el secretario del Ayuntamiento de la villa de 
Barrasoain, con el objeto de que le variase la dis- 
tribución del alojamiento, lo cual le rehusó aquel, 
se dirigió al alcalde, y en disputa y en cuestión 
con él^, lé amenazó con. que le ataría á la cola del 
caballo y le haria dar de palos , llegando el caso 
de tirar de la espada y dirigirse hacia él, en ofen- 
sivo ademan , por lo que se instruyeron actuacio- 
nes, cuyo conocimiento se disputaron la jurisdic- 
ción ordinaria y la de guerra* 

Fundábase ésta en diferentes disposiciones , se- 
gun las cuales, sostenía que el desacato no causaba 
desafuero, y que la Real orden de 8 de Abril de 
1831, ademas de no haber sido circulada á las de- 
pendencias del Ministerio de la Guerra, únicamen- 
te era aplicable al cometido por un soldado, como 
particular, pero no en acto del servicio, y que, por 
lo tanto, se estaba en el caso del articulo i, titu- 
lo V, de las Ordenanzas , donde se determina que 
el oficial , que delinque en aquel concepto, comete 
un delito puramente militar, que por el Consejo 
de guerra debe ser juzgado. 

El Tribunal Supremo, sin embargo» y como an- 
tes se ha indicado, fundándose , á su vez , en esas 
otras disposiciones, de que en otro lugar hicimos 
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mérito, con fuerza derogAtoria de todas las de- 
más, declaró que el oficial había incurrido en des- 
afuero* 

A propósito de lo que en uno de estos últimos 
párrafos acabamos de escribir, conviene observar , 
y en ello nos*refer¡mos á la decisión de 8 de No- 
viembre de 1859 {Gaceta del 12) , que cuando los 
jaeces ordinarios requieren de inhibición y recla- 
man la entrega de los reosLde desacato contra ellos , 
no es requisito esencial que el hecho se halle le« 
galmente justificado» para que ambas cosas puedan 
estimarse procedentes. 

Y todavía se añade en la de li de Enero de 1861 
(Gaceta del 18), con relación igualmente á otro he- 
cho especial de desacato, que cuando hay motivo 
razonable, para abrir una sumaria, debe atenderse 
principalmente á la 'naturaleza del hecho procesal, 
para determinar la jurisdicción, en tal estado , sin 
perjuicio de la que pueda resultar luego competen^- 
te, por el progreso de las diligencias, según las ra- 
zones, que motivaron la Real orden de 10 de Abril 
de 1782, que siempre se ha tenido presente en di< 
versas decisiones/ 

También se establece en la primera, y dicho sea 
esto de paso y como un hecho concreto, al efecto 
de lo que alguna vez pueda importar, que la falta 
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de respeto de los guardias civiles á un alcalde, 
llevada basta el punto de amenazarte con prisión 
ó multa, 7 de imputarle directa ó alusivamente 
impureza en el manejo de los fondos municipales , 
constituye indudablemente desacato» cómo lo cons- 
tituye, según la de 26 de Octubre de 1889 y 11 
de Enero de 1861 {Gacetas del 28 y IS), toda ame- 
naza á la autoridad, en el ejercicio de su cargo. 

Ya se ha indicado, y asi se consigna en las de 12 
de Mayo y 23 de Noviembre de 1889 y 30 de Abril 
de 1861 {Gacetas del 13 de Mayo, 26 de Noviem- 
bre y 3 de Mayo), que este carácter es propio tam- 
bién de los tenientes de alcalde, revestidos, á su 
vez,- como los alcaldes, de las atribuciones mismas, 
queá éstos corresponden, ejerciendo, en sus respec- 
tivas demarcaciones, funciones permanentes de jus- 
ticia. 

.Y antes de otra cosa, y por lo importante que 
este punto nos parece , observaremos que , según 
la decisión de 11 de Abril de 1884, en la cual se 
cita la regla 8/ de la Ley provisional, los alcaldes- 
corregidores son autoridades puramente políticas y 
gubernativas , por lo^que , en tal concepto, el des- 
acato á los mismos no produce desafuero. 

Tampoco puede darse esta calificación á las ex- 
presiones, más ó ipénos inconvenientes ú ofensi- 
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vas, que medien entre dos autoridades, indepen- 
dientes entre si ; doctrina establecida, de igual ma«- 
ñera, en las de 6 de Febrero y 14 de junio de 1861 
[Gaceta del 9 y 17) con motivo de cierto altercado, 
entre el subdelegado de Marina y el alcalde de 
Ltomayor, la una, y de competencia, entre el co- 
mandante militar de Fuerte-Ventura y el juez de 
primera instancia de Arrecife, la otra, en las cuales 
se resolvió que no pueden calificarse de desacato las 
cuestiones, que se susciten entre dos ñincionaríos 
revestidos de autoridad, cuando proceden en el 
ejercicio déla misma, y mucho menos, si entre 
ellas no existe relación ni dependencia. 

A fin de no interrumpir el orden de materias , á 
qae, para mayor claridad, en lo posible, y más fá- 
cil inteligencia , nos venimos ciñendo y ajustando ; 
con la idea también de no omitir cuestión ni extre- 
mo alguno, que pueda tener relación con las com* 
petencias, en lo concerniente á los delitos de aten- 
tado y desacato , y toda vez que ya hemos consig- 
nado la doctrina común, en los casos de desafuero, 
á que se contrae esencialmente este capitulo; vea- 
mos, para terminarlo, algunos otros análogos, que 
se refieren á ciertos agentes de la autoridad , si- 
quiera en este punto no tengamos reglas precisas, 
para todas las dudas, que puedan ofrecerse, por ser 



muy escasas las sentencias aplicables del Tribunal 
Supremo de Justicia. 

Verdad es que las que constan en la Colección 
legislativa se contraen casi exclusivamente á casos 
negativos, de donde comprendemos que la doctri- 
na general, por lo que hace á los afirmativos, no ha 
dado margen á incertidumbre alguna de jurisdic- 
ción; siendo, en nuestro sentir,, claro é innegable 
que la resistencia , que se haga á un agente de la 
autoridad» cuando obra por su delegación y en el 
desempeño de comisión ó asunto de justicia, es 
clara y necesaria ocasión de desafuero. 

En ello nos confirma, no solamente el espíritu de 
la decisión de 13 de Diciembre de 1864, que más ar- 
riba hemos citado, sino lo expresa y terminante- 
mente resuelto en la de 21 de Setiembre de igual 
año {Gaceta del 25), con ocasión de un hecho, que 
desde luego, y para su mejor interpretación, creemos 
conveniente referir. 

Habiéndose encontrado en el camino de Beni- 
carió á Peñiscola dos tartanas , en una de las cua- 
les, ademas de otras personas, iban cuatro cara- 
bineros, y suscitada entre sus respectivos con- 
ductores una acalorada disputa, sobre cuál de am* 
bos carruajes habia de dejar franca la via , no só^ 
lamente tomaron aquellos parte en la contienda, 
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desconociendo la autoridad de un regidor, que trató 
de apaciguarlos , y prorumpiendo en expresiones 
indecentes, contra el mismo y también contra el al- 
calde, que á la sazón no estaba presente, sino ne** 
gándose después á obedecer las órdenes de la au- 
toridad local, que, en su nombre, les fué á intimar 
el alguacil del Ayuntamiento, delegado por aquella, 
y á quien apuntaron épn sus fusiles, por lo que se 
vio obligado á dejarlos y volverse al pueblo, para 
dar al alcalde cuenta del suceso. 

El Tribunal Supremo de Justicia, bajo el concep- 
to de que no sólo están desaforados los militares 
que resisten á las justicias ordinarias, sino también 
los que cometen algún desacato contra ellas, de pa- 
labra ú obra, sin que sea necesario que en el acto 
mismo estén presentes, con tal de que haya algún 
agente f que obre por su mandato y en su representa'^ 
don; teniendo en cuenta que los alcaldes y sus 
tenientes son justicias ordinarias, y porque los ca- 
rabineros se condujeron atentadamente contra el al- 
guacil, que, en el acto de ser resistido, cumplía una 
órdenjudicialt no administrativa^ y sehabia dado á 
conocer, en forma bastante, como agente de la au- 
toridad , declaró procedente el desafuero y de la 
jurisdicción ordinaria el conocimiento de la causa, 
que con tal motivo habia instruido el juez de pri- 



mera instancia de Vinaroz, y le fué disputado por el 
die la Capitanía general del distrito de Valencia^ 

Por más que, en la práctica corriente, la resisten- 
cia á los agentes de la autoHdad, se entienda qué 
constituye el delito de atentado, y en este concepto 
interpretamos el hecho actual , bajo ese adverbio 
atefitádamente i con que se ha calificado; como 
quiera que también aparece fa indicación de des- 
acato con relación al mismo , y por lo que pueda 
importar á su mejor inteligencia, copiaremos el tex- 
to irterál del primer fundamento de la expmsada 
decisión, que dice: 

«Considerando que, según las leyes 8/ y 9.% tí- 
tulo X, libro XII de la Novísima Recopilación, á 
cuyas disposicioties se refiere la Real orden de 8 de 
Abril de 1831 , no sólo están desaforados los mili- 
tares , que resisten á las justicias ordinarias, sino 
taúibien lasque cometen algún desacato contra elláis 
de palabira ú úbra, sin que sea necesaria que , en 
el acto mismo de ser desacatadas , se hallen pre- 
sentes, con tal que haya algün agente, que óbte 
por su mandato y en su representación.! 

Debemos advertir que esta misma jtirisprUdén- 
cia se ests^lece én otras muchas séntenóias^ según 
hemos expuesto y seguiremos exponiendo, si bien 
eldténdiéndose siempre que los delegados de la aú- 
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toridad , ea el concepto afirmativo del desafuero, 
lo )i^p de ser con el carácter preciso de juüUciaB y 
por virtud y en el ejercicio de funciones judiciales. 
Puede 4^saca^|'5e ¿ la autoridad , cualquiera que 
sea la esfera , en que ejerza sus atribuciones ; pero 
cuando éstas no se contraigan exclusivamente á las 
que atañen y pertenecen á las Justicias 6 sus de- 
legsidos, él desacato producirá los efectos penales 
del articulo 192 del Código vigente ; aunque si el 
culpable goza de privilegio , no por tal delito habrá 
de perderlo , como lo perdería indudablemente, si á 
la autoridad judicial se dirigiesen Ips insultos , inju- 
rias, calun^pias ó amenazas, que lo constituyen. 
Es(^ es la doctrina constante, en todas las decisio- 
nes del Tribunal Supremo de Justicia , anterjores y 
posteriores á I^ publicación del expresado CóG|igo, 
qi)e á este ps^rticular son relativas* * 

Al tratar^ de ¡este asunto , y por lo que á los 
regidores se refiere , muy de tener en cuenta es la 
competencia de 24 de Mayo de 1862 ( Gaceta del 4 
de Junio), producida por el que se dijo desacato 
con^a la autoridad y consistió en los insultos, con 
que un miliciano provincial de la villa de Nalda 
que se hallaba en la calle alborotando , hubo de 
contestar á un regidor de aquel Ayuntamiento , en 
quien habia delegado todas sus atribuciones el ^}- 
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calde, á fia de que vigilase la t>oblacion para el 
mantenimiento y conservación del orden público, 
cuando le dijo que callase , no obstante haberse 
dado á conocer como autoridad , conxuyo motivo 
lo mandó arrestado. 

Esta competencia se decidió en favor de la ju- 
risdicción militar , mediante á que las facultades 
concedidas por la ley á los regidores son puramen- 
te económico-administrativas, y porque existiendo 
en los pueblos tenientes de alcalde, á ellos, en fal- 
ta de éste , corresponde resumir el ejercicio de las 
funciones permanentes de justicia, llamados á ejer- 
cerlas en todo caso y en cualquiera circunstancia, 
las cuales no correspondían al regidor, en la oca- 
sión de los insultos. 

Hay, pues, perfecta armonía entre la doctrina 
que estos dos citados ejemplos significan, toda vez 
que el alguacil de Peñiscola „ insultado y amena- 
zado por los carabineros , llevaba una misión es- 
pecial de justicia, en nombre del alcalde, mien- 
tras que la conferida al regidor de Nalda se limi- 
taba á las atribuciones gubernativas , dentro de las 
cuales no cabe el desacato. 

Si este último hubiese sido delegado , como lo 
fué el primero ,*en el concepto de la ejecución de 
un acto esencialmente judicial, para practicar , por 
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ejemplo » diligencias sumarias , con motivo de la 
perpetración de un crimen y en consecuencia de ' 
delegación ad hoe^ por incompatibilidad ó impedi- 
mento de la autoridad local y su teniente , enton- 
ces , y ésta es 9 á lo menos, la interpretación que 
nosotros deducimos , los insultos ó amenazas , que 
le fueron dirigidos , según el considerando de la 
sentencia de 21 de Setiembre de 1861 , que más 
arriba hemos copiado, cuya doctrina se repite en 
otras varias , producirían desacato^ y naturalmente 
desafuero. 

En la sentencia de 11 de Agosto de 1888 (Gaceta 
del 14) se declaró y decidió que los alguaciles de 
las alcaldías nunca ejercen , por derecho propio, 
atribuciones judiciales. 

Es, ademas, doctrina establecida, conforme á las 
de 23 de Noviembre y 23 de Diciembre del mismo 
año {Gacetas del 28 de Noviembre y 2 de Enero 
de 1889), que las agresiones contra los agentes de 
vigilancia pública ó guardias municipales no cons- 
tituyen desacato, por lo que, en tal caso, no procede 
el desafuero, ni tampoco, cuando aquellas se dirigen 
contra un procurador sindico ó contra uno ó más 
guardas de montes; debiendo advertirse, de igual 
modo , qué siendo los serenos dependientes de la 
autoridad administrativa, por su instituto, no pae- 

13 
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den ser considerados , según lá decisión de 6 de 
Mano de Í8S4, como agentes de la judicial , salvo 
los casos f en que ésta los designe para un servicio 
especial , ea cuyo concepto no puede estimarse el 
suyo propio. 

De observar es , sin embargo , para el mayor es- 
clarecimiento de este extremo, que estas últimas de- 
cisiones se contraen exclusivamente al desacato, lo 
cual se comprende, sin incertidumbre alguna, cuan- 
do aquellas agresiones se entienden eií el sentido ó 
bajo el punto de vista de insultos ó amenazas; por- 
que» al salirse de este limite y en la esfera de la re- 
sistencia, como quiera que los individuos de vigi- 
lancia, guardias municipales, serenos y aun guar- 
das de montes, en su caso, esto es, cuando hayan 
sido juramentados, son agentes de la autoridad; si 
contra ellos no puede darse el desacato, y ésta 
es la doctrina corriente,, no puede ménos'de darse 
el atentado , cuando son resistidos, con violencia 
ó se emplea contra ellos intinüdacion ó fuerza , en 
el ejercicio ó no ejercicio de sus funciones, siem- 
pre que se anuncien ó sean como tales conocidos. 

A pesar de todo, por más que ésta sea nuestra 
opinión, ésta también la interpretación, que, en to- 
das ó la mayor parte de las audiencias del reino, se 
da al párrafo S."" del articulo 189 del Código, y ésta 
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la consecuencia racional y lógica, que se desprende 
de las reglas generales y comunes, que en este ca- 
pitulo se indican , más ó méuos en abstracto, en 
cuauto, más ó menos, las resoluciones superiores, 
q ue vienen siendo nuestro norte, lo permiten, pun- 
tQ es éste hasta hoy ni en concreto, ventilado ni 
sufideútemente esclarecido, por lo cual nos hemos 
permitido las observaciones del párrafo anterior. 

Aun cuando este delito de desacato á la justicia 
no se halla expresamente comprendido eiftre las 
excepciones, que contiene el artículo 31 del Real 
decreto de 17 de Noviembre de 1852, sobre fuero 
de extranjería, y acerca de este partkular puede 
verse la sentencia de 30 de Abril de 1861 ( Gaceta 
del 3 de Hayo), subsisten en su fuerza y vigor, res- 
pacto de los extranjeros, las disposiciones conteni- 
das en las leyes recopiladas y Real orden de 8 de 
Abril de 1^31, que varias veces, al propio objeto 
del desafuero, hemos citado. 

Para con éstos, como para con los militares y 
para toda otra persona privilegiada , son, por consi- 
guíenle y en conclusión , el espíritu , la doctrina y 
la jurisprudencia de las decisiones del Tribunal 
Supremo de Justicia , en esta cuestión jurisdiccio- 
nal, relativa á los desacatos yatentados» que ambos 
delitos pueden cometerse contra la autoridad, cual- 



quiera que sea la esfera , dentro de la eaal ejem 
uis atribucioaes, y que también se da el segundo 
contra bus agentes , en el circulo administratÍTo 6 
gubernativo ; pero que ni uno ni otro causan deí- 
afu(9u, en fiívor de la jurisdicción común, sino en 
las ocasiones terminantes y precisas de que esa au- 
toridad desacatada ó resistida , t«nga el carácter de 
jtt»ticia,ea cuyo caso se encuentran, de igual modo, 
BUS delegados 6 agentes , cuando lo hayan sido para 
el desAnpolo de alguna de esas mismas funciones 
judiciales. 
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CAPÍTULO X. 



Resistencia á la fuerza pública. — Casos en que produce ó no 
produce desafuero.— Ejemplo de doble significación.— Ca- 
racteres ^e la Guardia ci?il , é-4dentidád, en ocasiones de- 
terminadas, con la tropa del ejército. — Ampliación so1)re 
lajurkdicciontle guerra, en este punto. — Actos propios del 
servicio militar. ^Explicación de éstos, en su relación con 
h Guardia c¡?¡l y con los carabineros.— Guardia urbana de 
Madrid. 



Continuándola materia,. que abraza el capitulo 
anterior, y aun cuando en sentido inverso, esto es, 
refiriéndonos á hechos, que, si bien de igual natu* 
.raleza, i^o producen desafuero, puntos de suma im- 
portancia, en varias sentencias decididos, las cuales 
tanto se refieren al delito de atentado, como al des* 
acato , vamos á ocuparnos primeramente en uno dé 
doble significación, consignado en la de 12 de Se- 
tiembre de 1859 {Gaceta del 15), donde, con divi- 
sión y separación de las circunstancias relativas á 
los excesos, que provocaron el conflicto , se esta - 
bleció la jurisprudencia de que sus autores, bajo 
el concepto de atentado, contra la autoridad judi - 

13. 
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cial , se hallaban á ésta sometidos , mientras que 
bajo el punto de vista de la resistencia á la fuerza 
militar» niilitarmente debian ser juzgados los pai- 
sanos» que la resistieron* 

El día 27 de Abril de 1889 se»pre sentaron ante 
las casas capitulares de Logo varios grupos do pai- 
sanos, y prorumpiendo en voces y amenazas, con el 
pretexto de los cuotas de la contribución, que les 
hablan sido repartidas » apalearon las puertas de las 
oficinas y se permitieron otros escándalos análogos, 
cuyo tumulto logró apaciguar el gobernador civil 
de la provincia , que oportunamente acudió al lu- 
gar del suceso, coa algunos guardias y carabi- 
neros. 

En la mañana del 28 se repitieron idénticas esce- 
nas , si bien con más graves y amenazadores sínto- 
mas. Los grupos se presentaron esta vez armados, 
invadieron las oficinas y rompieron cristales, mue- 
bles y papeles. 

Cop este motivo volvió el gobernador civil á ellos, 
pero ellos le desobedecieron y le resistieron , hasta 
el punto de haber tratado también de acometerle, 
con lo que, atendidas la ineficacia é inutilidad de 
sus esfuerzos,. se vio en la precisión 4e resignar el 
mando en la autoridad militar, la cual, después de 
una sangrienta lucha y de haber rechazado á los 
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sediciosos, que se marcharon fuera de la pobla- 
ción, cometiendo destrozos y atropellos , puso aquel 
distrito en estado excepcional. 

De los paisanos, autores del tumulto, algunos 
fueron presos por la Guardia civil, en la misma 
ocasión de los sucesos ; otros , por disposición de la 
autoridad militar, después de haber pasado; y otros, 
por último, sin intervención alguna de ésta y en 
virtud de las medidas, que adoptó por si el gober- 
nador civil de la provincia, habiéndose instruido 
actuaciones por ambas jurisdicciones, cuya com- 
petencia, de igual modo, sostuvieron una y otra. 

Apoyó la suya el juez ordinario en las circuns- 
tancias de la sedición , delito comprendido en el ar- 
tículo 174 del Código, con el cual se atacó el prin- 
cipio de autoridad , estimando que este ataque á In 
gubernativa y á la fuerza pública fué anterior á la 
declaración detestado de sitio, la cual no podía de 
manera alguna tener efecto retroactivo ; pues si bien 
podría ser procedente el desafuero de los paisanos, 
cuando ellos hubiesen atacado aisladamente á la 
autoridad militar, no asi , cuando, en la ocasión de 
los sucesos, y hasta la resignación del mando, por 
parte de aquella, en esta segunda , la Guardia civil 
y los carabineros obraron para auxiliar á la pri- 
mera. ' ' 
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El juzgado de guerra, á su vez, fundó la com- 
petenciaren el evidente perjuicio, que habría de su- 
frir la investigación de la verdad, sí se dividía la 
continencia de la causa ; en la resistencia que se 
hizo á la tropa; en la declaración del estado de 
sitio, fundamento de la inhibición del juez ordina- 
rio, y en la aprehensión de algunos de los reos por 
la tropa y Guardia civil , que á su persecución fué 
destinada. 

El Tribunal Supremo, sin embargo, en vista de 
todo ; mediante á que el dia 27 cedieron los amo- 
tinados á los esfuerzos del gobernador civil , que 
se presentó' con algunos guardias y carabineros , 
sus subordinados: teniendo en cuenta que el dia 
siguiente 28 fué desconocido y desobedecido, y 
aun puesta en peligro su persona, á pesar delle- 
varel mismo auxilio que la víspera ; obediencia, en 
el primer caso, y resistencia, en el* segundo, á la 
autoridad civil, y no directa y^specialmente á los 
individuos, que le iban escoltando, con absoluta y 
exclusiva dependencia de sus órdenes y sin más 
deber, que el de cumplirlas : considerando, ade- 
mas, que estos delitos, por muy graves que fuesen, 
no causaban desafuero, toda vez que el articulo 4.^ 
^itulo ni , tratado vm de las Ordenanzas , sólo com- 
prende los que directamente se cometen contra in- 



dÍTÍdaos y fuerzas del ejército; pero en atención» 
por otm parte, á que no habiendo podido el go- 
bernador de la provincia apaciguar el tumulto, se 
vio en la precisión de resignar el mando en el co- 
mandante militar, el cual tuvo que hacer uso de 
las armas, para vencer la obstinada resistencia , que 
ya, en *esta ocasión, lo fué pura y directamente 
contra centinelas, comandante, oficiales y tropa 
del ejército, que es cabalmente el caso del artículo 
de las Ordenanzas, que más arriba se ha citado, y 
conforme ¿ la Real orden de 12 de Diciembre 
de i8S6 é Instrucción aprobada por S. M., de 24* 
de Junio de 1887, declaró que el conocimiento de 
los hechos referidos correspondía al juez de prime- 
ra instancia, hasta el momento de haber resignado 
su autoridad el gobernador <^ivil , en la mañana 
del 28, y al de la capitanía general el de los ocurri- 
dos desde dicho acto en adelante. 

Como desde luego se observa , esta sentencia re- 
sume y encierra en sí, bajo sus dos diferentes con- 
ceptos, la jurisprudencia constante, en esta clase dé 
contiendas. Bajo el primero comprende las leyes y 
fija la doctrina, en el anterior capítulo explicadas; 
bajo el segando, la que es objeto del presente. 

Entre muchas otras decisiones análogas, que la 
repiten y confirman, y á fin de ilustrar tan graye y 



ddicado asante, cuai^ pueda ser conveniente y 
necesario, ampliaremos todavía esa misma explica- 
ción con las de 23 de Setiembre de 1858, 5 de 
Abril y 1/ de Agosto de 1859, 14 y 18 de Octu- 
bre de 1861, 23 de Octubre y 17 de Noviembre 
de 1862, 11 de Diciembre'de 1863 y 19 de Mayo 
de 1864 (Gacetas respectivas dd 25, 8, 4, 17, 2i, 
26, 20, 20 y 22), debiendo advertir que ellas se re- 
fieren más principalmepte ¿ la^ Guardia civil, com- 
prendida, á los efectos del desafuero, en los ya 
mencionados articulo 4.^, título m, tratado vm de 
las Ordenanzas del ejército, y Conforme á lo dis- 
puesto en la Real orden de 8 de Noviembre de 1846, 
si bien el principio es absoluto, y por la identidad 
de este cuerpo con la demás tropa del ejército. 

Según esta última Aeal disposición, son aplica- 
bles á la institución de la Guardia civil las que se 
consignan en el referido artículo de las Ordenan- 
zas, el cual forma parte de la ley 16.*, título iv, 
libro VI de la Novísima Recopilación. 

En él se dice y ¡establece que c á la jurisdicción 
militar ha de pertenecer privativamente el conoci- 
miento de las causas de incendio de cuarteles , al- 
macenes de boca y guerra^ y edificios reales mili- 
tares ; robos ó vejaciones, que en dichos parajes se 
ejecuten; trato de infidencia por espías ó en otra 
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forma ; ínsuUo de centinelas ó salvaguardias y can* 
jwracion contra el comandante militar^ oficiales ó 
tropa y en.cualquier modo que se intente ó ejecute^ y 
que los reos de otras jurisdicciones , que fueren 
comprendidos en cualquiera de estos delitos , serán 
juzgados y sentenciados por la militar, con el casti- 
go {|ue por esta Oi:denanza corresponda, i 

Concillando, pues, los términos de este articulo 
con los de las otras leyes, referentes á la resisten- 
cia, que se haga á las justiciaSy en el anterior capi- 
tulo citados; al tenor también de lo que, bajo este 
mismo concepto, se explica en la sentencia con 
que hemos encabezado el actual, y con presencia de 
las otras diversas decisiones, cuyas fechas quedan 
señaladas, son de todo punto incuestionables los 
extremos siguientes : 

Que quedan desaforados y sujetos á la jurisdic- 
ción militar los que insultan , atropellan ó hacen 
resistencia á la Guardia civil ó tropa del ejército, 
cuando éstas obran por disposición de sus jefes y 
sin otra representación que la de individuos del 
cuerpo, á que pertenecen; pero, que esto no tiene 
lugar, ni los insultos y resistencia producen des- 
afuero, cuando son auxiliares de la autoridad judi> 
cial , ni tampoco cuando los guardias civiles , ejer- 
ciendo funciones propias de su instituto, en repre- 
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sentacion de un alcalde ó su teniente , i cuyas ór- 
denes se bailan , cumplen con uno de sus defieres 
principales. 

Que la Guardia civil desempeña un acto de su 
instituto y servicio, cuaodo procede por si, y sin 
orden ni intervención de la autoridad local, al ar- 
resto de presuntos criminales ; .pero que la resis- 
tencia y amenazas de éstos, en la ocasión de su caip- 
tura , cuyos son los términos concretos de las deci- 
siones de 23 de Setiembre de i 858 y 18 de Octu- 
bre de 1861, que, con las demás, hemos citado, si 
es que obran como auxiliares de aquella , deben 
entenderse hechas á la misma ; esto es , que la re- 
sistencia en el primer caso significa un delito mi- 
litar, que militarmente habrá de ser juzgado, y un 
delito común, en el segundo, cuyo conocimiento y 
castigo ¿ la jurisdicción ordinaria corresponden. 

Que cuando los guardias civiles dan cumpli- 
miento á una orden general de la autoridad admi* 
nistrativa, la cual no está presente, ni puede decir- 
se que, en este caso, sean sus auxiliares, ni que re- 
presentan á un alcalde en funciones de justicia, 
quedando, por consiguiente, en hechos de esta 
naturaleza, sujetos al fuero de guerra aquellos, que 
los insulten , atropdlen ó resistan. 

Y debe , por último, advertirse , conforme á la 
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doctrina de la sentencia de 14 de Mayo de 18S9 
(Gaceta del 49), que no solamente merecen la ca- 
lificación de resistencia y atropello los excesos de 
herir á un guardia, con instrumento cortante^ó pun- 
zante , ó de rasgarle, con el mismo, las prendas de 
su vestiario, sino también, según la de 18 de Octu- 
bre de 1861 {Gaceta del 21), los que se verifican sin 
armas ni instrumento alguno ofensivo y exclusiva- 
mente con las manos. 

Esto, no obstante, si un paisano agarra á un 
guardia civil, de quien ha recibido un golpe, para 
evitar otro, y luchando ambos, caen juntos al suelo, 
no puede estimarse que ha existido i^isulto, ni atro- 
pello ni resistencia á la fuerza pública, como antes 
lo ha resuelto el Tribunal Supremo, en su senten- 
cia de 24 de Marzo (Je 1857, declarando á favor 
de la jurisdicción ordinaria el conocin^iento de una 
causa, por hél*idas leves á un guardia, que, sable 
en mano, trató de separar á dos que peleaban, y 
en cuya ocasión sucedió lo que acaba de decirse. 

Aparte el carácter particular de este último caso, 
verdadera excepción , más ó menos verosímil y 
frecuente, pero de muy posible aplicación, todavía 
citaremos para mayor claridad de esta doctrina , la 
de 12 de Agosto de 1864 ( Gaceta del 16), co'n mo- 
tivo de competencia análoga entre el capitán gene- 

14 
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ral de Andalucía y el juez de primera instancia de 
Ayamonte , sobre el conocimiento de la causa ins- 
truida contra unos paisanos, que habiendo sido 
exhortados por dos guardias civiles, á fin de que se 
moderasen en los escándalos, que con su embria- 
guez estaban dando, lejos de obedecerlos, se diri- 
gieron hacia ellos, con los brazos abiertos, en ade- 
man de acometerles. • • 

Bajo el concepto de que esta resistencia no llevó 
en si las condiciones del articulo 61 , titulo x, tra- 
trado vui de las Ordenanzas del ejército, en lo de 
haberse verificado con arma blanca ó de fuego, el 
Tribunal Supremo declaró corresponder el cono- 
cimiento á la jurisdicción ordinaria; conciliándose 
perfectamente los términos de ésta y de la sentencia 
anteriormente citada, puesto que en el suceso, 
objeto de la última, los paisanos no llegaron á po« 
ner manos en los guardias, circunstancia indispen- 
sable, cuando menos , según la de 14 de Mayo de 
1859, de la cual , lineas más arriba se hizo mérito. 
Es decir, que para que por tal se entienda la resis- 
tencia ha de haber agresión material, ya se verifi- 
que con armas blancas ó de fuego, palo ó piedra, 
ya sin ninguna clase de instrumento. 

Como caso concreto y de posible aplicación , de 
tener es, ademas » muy á la vista la de 13 de Mayo 



d6Í862 {Gaóeta del 19), referente á cierto recono- 
cimiento, hecho por un guardia ciyil , auxiliado de 
varios guardas de campo y rurales , de conformidad 
con la orden que le dio la autoridad local del pue- 
blo de Tibi, para que persiguiese á unos delin- 
cuentes, en cuya ocasión, y habiendo sido descu- 
biertos , fué por ellos resistido. 

En ella se decidió que también y del propio mo- 
do causaba desafuero la resistencia á una partida, 
formada por disposición de un alcalde , hallándo- 
se, por ausencia de éste , á las órdenes de un guar- 
dia civil, en persecución de malhechores. 

Se considera igualmente que un guardia civil se 
halla de servicio, atendidos los términos de la sen- 
tencia de 9 de Noviembre de 1858 {Gaceta del 13), 
cuando se encuentra dentro del cuartel, y con ma- 
yoría de razón , si está de centinela. 

Fuera del servicio, y cuando oficiosa ó innecesa- 
riamente promueve una disputa, los insultos, que 
en esta ocasión se le dirijan, al tenor de la de 31 de 
Diciembre de 186S (Gaceta del 4 de Enero de 1865), 
quedan sujetos al conocimiento y castigo de la ju- 
risdicción Real ordinaria. 

Todo cuanto acabamos de exponer, relativamen- 
te á la Guardia civil y tropa del ejército, en materia 
6 cuestión de desafuero, bajo la consideración y 
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fundamento de lo que en el varias veces menciona- 
do artículo 4.**, títulq ni , tratado vm de las Orde- 
nanzas generales se dispone, es asimismo extensivo 
y aplicable, según la Real orden de 47 de Setiem- 
bre de 1855, citada en las sentencias de 31 de 
Agosto de 1859 y 19 de Setiembre de 1862 (Gacetas 
respectivas del 3 y 24 de Setiembre), á los que in- 
sultan ó resisten á los carabineros, en actos de^ 
servicio, propios de su institución. 

Es, no obstante, de observar, y así se establece, á 
la vez, en ambas decisiones, que siendo la misión ó 
cargo de los mismos y su objeto principal los de re- 
primir el contrabando y la defraudacjon , no se les 
puede considerar como soldados de facción, en 
conformidad á la expresada Real orden, sino cuan- 
do sgn insultados ó resistidos, en actos propios de 
ese su ya definido instituto, sin que se entienda por 
tal acto del servicio, exclusivo ó peculiar del mis- 
mo, según se dice en la de 13 de Octubre de 1859 
{Gaceta del 18), el auxilio que prestan á la autori- 
dad local, pues en ello no hacen más que cum- 
plir una obligación, á que todo ciudadano está 
sujeto. 

En ampliación de esta doctrina, pueden todavía 
citarse las sentencias posteriores de 16 y 26 de 
Abril de 1861 {Gacetas, del 20 de Abril y 1/ de 



Mayo), en las cuales se determina que, según el ar-. 
ticulo 20 del Real decreto de 20 de Junio de 1882, 
de que ya en otro capitulo y con distinto motivo se 
hizo mérito, debe estarse á lo^prevenido en las leyes 
y disposiciones militares, en los casos de resisten* 
cia á los individuos del cuerpo de carabineros y 
resguardo marítimo, y que, por lo tanto, el cono- 
cimiento de este delito, cuando contra los mismos 
se comete , si se hallan en actos del servicio, cor- 
responde á la jurisdicción militar, pues están equi- 
parados á la tropa del ejército. 

Adviértase, ademas, y al propio objeto, teniendo 
presente la de S de Marzo del mismo año (Gaceta 
del 8), que las heridas causadas á un carabinero, 
fíiera de tales actos, propios de su institución , no 
producen desafuero. Dentro de esta misma doctrina 
se comprende también á Jos individuos de la Guar- 
dia urbana, hoy veterana de Madrid, la cual, se- 
gún se expresa en el articulo i .* del Real decreto 
de 8 de Noviembre de 1886 , se halla organizada 
militarmente, y en cuya virtud, como se dijo en la 
decisión de 24' de Abril de 1888, las categorías en 
que se encuentran clasificados *son idénticas á las 
de los cuerpos del ejército. 

La doctrina general consignada en los anteriores 
párrafos , tanto por lo que á los carabineros se re- 

14. 
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fiere, oodio i U Guardia ci?fl, como á cualquiera 
otra fuena púUica , habrá de entenderse , sin em* 
baigo, salro A caso de que los individuos que la 
ÜMTnen ó compongan se encuentren en estado de 
embriaguez, pué^ s^;un la decisión de 51 de Agosto 
de 18^, que poco más arriba hemos citado, no 
pueJe convenirse acto del servicio aquel, que en 
tal estado desempeñan ó ejecutan. 
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CAPÍTULO XI. 



Ley de 17 de Ab. il de 1821. —Delitos de lesa majestad. —Caso 
concreto por iojurias á S. M. 2a reina madre. ^--Robos en 
despoblado y en cuadrilla. — Competencia de la jurisdicción 
ordinaria ó militar, según las prescripciones de la ley. — 
Cuándo puede eslimarse que hay cuadrüla.'^Estados de 
silio.— Bandos de los capitanes generales.— SU limitación 
á ciertos delitos. — No cabe confundirse bajo- una dénomi^ 
n:icioo los de hurto y robo.— Carácter del jefe militar de 
una partida. 



Objeto de la ley de 17 de Abril de 18Si las cau- 
sas, que se formen por conspiración ó maquinacio- 
nes directas contra la observancia de lá Constitu- 
ción, contra la seguridad interior ó exterior del 
Estado ó contra la Sagrada é inviolable persona del 
Rey; sometidos también á ella los salteadores de 
camino , los ladrones en despoblado y aun poblado, 
siendo en cuadrilla de cuatro ó más, si fueren 
aprehendidos por la tropa del ejé/cito ; determinán- 
dose, en sus diferentes disposiciones, los casos en 
que los culpables deben ser juzgados militarmente 
ó por lajucisdíccion ordinaria» con derogación de 
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todo fuero ; resolviéndose, por último » que en es:ta 
clase de proceros no habrá lugar á competencia 
alguna» fuera de las que puedan promoverse entre 
esas dos citadas jurisdicciones, la ordinaria y la mi- 
litar, las cuales se habrán de decidir por el Tribunal 
Supremo de Justicia, dentro de cuarenta y ocho 
horas » á lo más , de su recibo , y cuando las cir- 
cunstancias, que han de servir de fundamento á la 
declaración, envuelven respectivamente tan diver- 
sos caracteres, desde luego se comprende que ésta 
es también materia ocasionada de suyo á muchas 
dudas, y que ha debido producir, y ha producido, 
en efecto , diferentes decisiones. 

De ellas, pues, vamos á tratar en este capitulo, , 
con relación á los (lelito? de lesa majestad , conmo^ 
cion ó desorden popular y rpbos en cuadrilla, á los 
cuales, principalmente á estos últimos, se contraen 
las que hasta hoy se registran en h, Colección le- 
gislativa. 

•Se entiende, entre otros, por delitos de lesa 
majestad, al tenor del artículo 168, capitulo i, ti- 
tulo iTi del Código, citado en la sentencia de 23 de 
Mayo de i8S9 {Gaceta del :28), las injurias que, 
relativamente á las disposiciones ó artículos ante- 
riores del mismo, se infieran al regente ó regentes 
del reino, padre, madre ó consorte del Rey, Reina 



viuda ó infantes de España, cuyo es el caso concreto, 
objeto de estas líneas , 

Se trató en él de un grupo de'veinticinco ó treinta 
hombres, vecinos de Quintanar, que, en las altas ho- 
ras de la noche, recorrían, en orden deformación, 
varias calles del pueblo , entonando, al son de una 
guitarra y un violin, canciones injuriosas á S. M. la 
reina madre, con cuyo motivo se formaron diligen- 
cias, de las que nació un conflicto de jurisdicción 
entre el capitán general de Castilla la Nueva y el 
juez de primera instancia del partido. 

Aquel reclamó á uno de los presos , como soldado 
provincial, que era, y éste lo creyó desaforado, 
porque si desafuero producian los delitos de aten- 
tado y desacato, de igual modo debían producirlo, 
por una consecuencia necesaria, los de lesa majes- 
tad, como comprendidos en el mismo título y libro 
del Código Penal ; añadiendo que aun cuando se 
considerase el hecho como incidencia de una con- 
moción ó desorden popular, «siempre procedería el 
desafuero, puesto que la ley 4.*, título xi, libro xu 
de lá Novísima Recopilación establece la doctrina 
deque en tales incidencias nadie goza de fuero, 
sea de la clase que quiera, y que todos están sujetos 
á las justicias ordinarias. 

Considerado, en efecto, como de lesa majestad 
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el delito oomeUdo, el Tribunal Supremo decidió » 
no obstante , que no pedia aplicarse á las causas» 
por excesos de esta clase, el desafuero de los que re* 
sistian ¿ las justicias^ porque la privación del privi- 
legio á las personas, que gozan de él, recae sobre 
casos excepcionales, que no pueden aumentarse; 
estableciendo, ademas, que si bien en las incidencias 
de cualquier conmoción ó desorden popular todos 
se hallaban antes sujetos á las justicias ordinarias, 
según la ley citada por el Juez , que se remonta al 
año de 1766, quedó abrogado el desafuero por 
la 21, titido IV, libro vi de la misma Novísima Re- 
copilación, año de 1793, cuya literal observancia 
se halla prevenida por la Real orden de 8 de No- 
viembre de 1817. 

Por resolución , á consulta de 7 de Agosto y cé- 
dula de 2 de Octubre de 1766, que es la primera 
ley citada , se declaró que en las incidencias de tu- 
multo , motin ó toda conmoción ó desorden popu- 
lar, nadie gozara de fuero, cualquiera que su clase 
fuese, y que todos quedasen sujetos á las justicias 
ordinarias ; si bien esta disposición aparece termi- 
nantemente derogada por eldecreto de 9 de Febrero 
de If 93, donde, para corlar de raíz toda disputa de 
jurisdicción, se resolvió, como, con otro motivo, 
antes hemos dicho, que en adelante los jueces mili- 
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tares conociesen privativa y exclusivamente de 
todas las causas contra individuos del ejército. 

Refiriéndose, ademan, el Tribunal Supremo, en 
el cuarto y último considerando de su expresada 
sentencia, á lo dispuesto en el articulo i .^ de la ley 
de 17 de Abril de 1821, y éste es el objeto principal 
de estas lineas, pues, por lo demás, hubiéramos de- 
bido hacer mérito de ella en el capitulo de los aten- 
tados, y fil objeto del procedimiento especial de las 
causas sobre delito de conspiración , decidió que el 
suceso antes mencionado no debia entenderse com« 
prendido en el espíritu de la expresada ley; pues al 
paso que su citado artículo 1.° hace mención espe- 
cial de las causas, que se formen por los delitos de 
conspiración y maquinaciones directas contra la 
sagrada é inviolable persona del Rey constitucional, 
omite hacer lo mismo, respecto de las que se ins- 
truyan por delitos ¡guales, cometidos contra los 
demás individuos de la Real familia , lo cual indica 
que la ley los excluye de su objeto. 

Con motiv^de otro hecho distinto, y con refe- 
rencia á esa misma ley 4.^ y también á la 5.^ del 
citado titulo XI, libro xu de la Novísima Recopi- 
lación, había declarado antes el Tribunal Supremo, 
en su decisión de Sd de Noviembre de 1883, que, 
aun sin tomar en cuenta la modificación, que las 
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mismas han sufrido^ por la de 17 de Abril de 1821, 
en lo tocante á fuero, s(Uo eran aplicables á los ca- 
sos de conmoción populan y desacato á la autori- 
dad pública, á que las mismas se concretan. 

A fin de que pueda comprenderse, por analogía 
el carácter de lo que ba desentenderse por conmo- 
ción popular, referiremos en muy breves palabras 
el caso, á que se alude en el párrafo anterior. 

Con motivo de incendio ocurrido en la dudad de 
Valladolid , colocados centinelas en puntos diferen- 
tes, y habiendo uno de éstos impedido el paso á un 
bombero, que se dirigía y trataba de penetráronla 
casa incendiada, cumpliendo en ello con su cargo, 
se originó una grave reyerta, cuyo resultado fué 
que el pueblo acometiese con piedras á la tropa, y 
ésta al pueblo, con sus armas, de que resultaron 
heridos algunos militares y paisanos , con lo que 
ambas jurisdicciones comenzaron á instruir las 
oportunas diligencias , para esclarecimiento de íos 
hechos. 

Entablada competencia, fundándose el juez de 
primera instancia de Valladolid en las antes referi- 
das leyes, y el de la capitanía general en las Reales 
órdenes de 3 de Agosto de 1774, 10 de Abril de 
1782 y 22 de Noviembre de 1790, y en el artículo 64^ 
título X, tratado vui de las Ordenanzas del ejército, 
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el Tribunal Supremo declaró que estas últimas dis- 
posiciones eran las aplicables, tanto porque las 
otras, según antes se ha dicho, habian sido altera- 
das por la ley de 17 de Abril de 1821, cuanto por 
que el hecho, de que se trataba, era de insulto y re- 
sistencia á centinela y fuerza a^*mada , prestando 
servicio, siendo consiguiente á esta calificación el 
desafuero. • 

Lk conmoción popular se entiende , por lo tanto, 
cuando ella lleve en si el objeto de atentar á la ser 
gurídad exterior ó interior, paz ó dependencia del 
Estado, ó al orden público, ó se contraiga á los deli- 
tos de lesa majestad , rebelión y sedición, según se 
definen en el titulo ni, libro u del Código Penal, en 
cuyos' casos concretos, y no por analogía, obran de 
lleno las disposiciones contenidas en la ley citada 
del7 de Abril de 1821. 

tEn 1% persecución, arresto y castigo de toda 
clase de malhechores, debe precederse por las res- 
pectivas Salas del crimen y demás justicias , como 
hallaren por conveniente , sin que les sirva de obs- 
táculo que cualquiera de los reos goce de algún 
fuero, que debe* perderse por el mero hecho de in- 
currir en semejante clase de delito , sin que se for- 
men ni exciten competencias sobre el particular.» 

Este principio absoluto , consignado en resolu- 

15 
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don de i 1 de Diciembre de 1793, que es la ley 7.*, 
titulo XVII, libro XII de la Novísima Recopilación, 
cuyos preceptbs se ampliaron después por Real 
orden de 24 de Junio de 1794 , se halla derogado 
por la misma antes mencionada ley de 17 de Abril 
de 1821, según la decisión de 1.° de Agosto de l8S9 
{Gaceta del 4), en la cual se consigna, ademas, que 
el delito de robo en despoblado sólo cbmssl desa- 
fuero, cuando se comete en cuadrilla, sin que baste, 
por si sola, aquella primera circijnstancia, para que 
produzca el mismo efecto. 

Decisiones anteriores del* Tribunal Supremo de 
Justicia traian ya consignada y ampliada esta doc- 
trina , oomo puede verse en las de 21 y 24 de Oc- 
tubre de 1833 y 22 de Junio de 1854 (tomos lx, 
números 6 y 7, y lxii, número 53 de la Colección 
legislativa) j donde se añade que las Reales órde- 
nes de 25 de Mayo y 21 de Julio de 1850, por las 
cuales se había encargado á las aiitoridades mili- 
tares la aprehensión de los malhechores, salteado* 
i^es de camino y ladrones en despoblado, no ha- 
blan derogado, de modo alguno, el decreto de las 
Corles de 17 de Abril de 1821 , que es la ley cita- 
da, según asi lo hablan venido entendiendo y de- 
clarando constantemente las Salas del expresado 
Tribunal, desde el momento en que aquellas fueron 
publicadas. 
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En despoblado ó en poblado, la circunstancia 
constitutiva y esencial de la privación del fuero y 
sujeción al Consejo de Guerra ordinario consiste, 
no tan solamente en que los robos se cometan en 
cuadrilla de cuatro ó más , sino en que la aprehen- 
sión de los ladrones se verifique, según los artícu- 
los 2.% 3.* y g.*» de la repetida ley de 17 de Abril, 
bien por alguna partida de tropa del ejército, bien 
de la milicia provincial ó local, destinada expresa- 
mente á su persecución por el Gobierno, bien por 
los jefes militares , comisionados , al efecto, por la 
autoridad competcntoii ó que aquellos hagan re- 
sistencia á la fuerza pública, que los vaya persi- 
guiendo; cuya es la doctrina del propio modo con- 
signada en las decisiones de 19 de Enero, 18 de 
Julio y 16 de Diciembre de 1861 y 25 de Abril de 
i884 ( Gacetas del 23, 19, 19 y 29) debiendo tenerse 
muy en cuenta la importante distinción, que en las 
tres primeras se establece, respecto de estas mis- 
mas aprehensiones, cuando por la Guardia civil se 
verifican. 

Sobre diferencia de unos cuantos minutos , en 
la emanación de las órdenes trasmitidas á los jefes 
de los puestos d> Toril y Plasencia, por el coman- 
dante militar de esta ciudad y el alcalde' de Mal- 
partida, la cual repitió después el Juez de primera 



instancia , se entabló competencia de jurisdicción, 
para conocer en una causa sobre robo. 

El ju^s^do de guerra sostuvo y fondo la soya en 
que la autoridad militar había mandado ya por si 
que la Guardia civil saliese en persecución de unos 
seis ó siete salteadores , qué habían aparecido en 
término de dicho pueblo , un cuarto de hora antes 
de recibir la excitación ú oficio del juez ordinario; 
exponiendo éste que la persecución y captura fué 
debida á las disposiciones del alcalde. Citando, 
pues, los artículos 2.* y 8.® de la ley de Abril, 
y considerando que las parejus de guardias civiles 
de caballería» que salieron á perseguir y prendieron 
á los malhechores, obraron en cumplimiento de 
la«5rden, que, al efecto y antes de recibir la exci- 
tación de la autoridad ordinaria , les comunicó el 
Comandante militar, á cuya disposición pusieron 
aquellos los presuntos reos, con los efectos robados, 
que fueron recogidos, lo cual debe -reputarse déla 
misma manera que si la captura se hubiese veri- 
ficado por cualquiera otra tropa del ejército, el 
Tribunal Supremo decidió á favor del juzgado de 
guerra la referida competencia. 

Al contrario la suscitada entredi capitán gene- 
ral de Castilla la Nueva y el juez de primera ins- 
tancia de Daimiel, en la cual sostuvo éste, y asi se 
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declaró, que la Cuardia, destinada por su instituto 
á la persecución de delincuentes, si bien depende del 
Ministerio de la Guerra, en cuanto á su organiza- 
cion, no en cuanto á su servicio, que coiTesponde 
al de la Gobernación , y que bajo este concepto se 
halla á las órdenes de la autoridad civil , por lo que, 
DO habiendo hecho resistencia los malhechores, 
ci^a captura verificó una' partida del expresado 
cuerpo , á la*cual se refiere la indicada sentencia 
de 18 de Julio de 1861, no podian ser aquellos ju^ 
gados militarmente, sino por la jurisdicción Real 
ordinaria. 

En favor de esta misma, y por la propia razón, se 
decidió , á su vez , la suscitada entre ,el citado ca- 
pitán general de Castilla la Nueva y el juzgado de 
Orgaz, según la de 16 de Diciembre de igual añ'o, 
con motivo de la captura , por dicha fuerza , de dos 
de los cinco hombres armados, que se presentaron 
en la labranza del Castañar, térnaino de Mazaram- 
broz, llevándose en cautiverio á dos de los labra- 
dores, que encontraron en la misma ; y asi también, 
y por iguales fundamentos, la negativamente pro- 
movida entre el capitán general de Extremadura y 
el juez de primera instancia de Cáceres, á la cual 
se refiere la sentencia de 28 de Abril de 1864, que, 
con las otras Ismálogas, tenemos ya citada. 
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En esta última es de advertir que , si bien el juz- 
gado*de guerra aceptó, en un principio^ la com- 
petencia» por la inhibición del de primera instan- 
cia, que no creyó suyo el conocimieuto de la causa, 
toda vez que se trataba de un robo en cuadrilla y 
despoblado,, practicadas por aquel algunas otras 
diligencias, devolvió á éste su jurisdicción , por no 
haberse verificado la captura de los reos, en la fpr- 
ma que expresan los artículos 2.^ y'3.^ de lá refe- 
rida ley de 17 de Abril de 18S1 ; único caso, en 
que aquellos están desaforados y sujetos á la auto- 
ridad militar, sin que las Reales órdenes, ^pár- 
rafo anterior citadas , de 4 de Junio y 30 de Julio 
de 18S0, la, hayan derogado, pues antes bien se 
halla dispuesta su observancia por la de 30 de 
Agosto de 18S5, no obstante lo cual , in»stió en su 
incompetencia el juez de G^ceres. 

Resulta, pues, que la Guardia civil, según la 
jurisprudencia establecida en las anteriores deci- 
siones, donde tan perfectaipente se concilian los ar- 
tículos del reglamento , para el servicio de la mis- 
ma, y los, que, con* referencia á ella, como fuerza 
del ejército , se contienen en la expresada ley de 17 
de Abril , tiene dos distintos caracteres : uno pu- 
ramente civil , en su dependencia y relación directa 
con la autoridad gubernativa ; otro esencialmente 
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militar, atendida su organización y dependencia 
respectiva del Ministerio de la Guerra , en cuanto 
al personal, percibo de sus haberes; material y 
disciplina. 

Considerada siempre y de cualquier modo como 
fuerza publica, á los efectos de la persecución de 
malhechores, uno de sus más importantes objetos, 
en tanto se podrá estimar que aquellos quedan des- 
aforados y sujetos á los consejos de guerra ordina- 
rio, en cuanto obre y proceda por ordena de la 
aat6ridad militar, lo cual no acontece cuando ests^ 
emanan de la gubernativa ó judicial. 

Sí obran por mandato de ésta última , en la for- 
ma que en d» citado reglamentó se establece , y sin 
intervención alguna, por parte de la otra, los 
malhechores aprehendidos quedan sujetos, á la ju- 
risdicción común, salva la excepción de que en la 
ocasion-de su captura hubiesen hecho resistencia, 
en cuyo caso siempre se produce el desafuero ; si 
obran exclusivamente por orden de la primera, de 
laí cual partió la iniciativa de la persecución, tam- 
bién el desafuero es innegable. 

Aunque limitándose á las provincias de Valen- 
cía y Cataluña, la decisión de 27 de Setiembre de 
i 859 ( Gaceta del 30) confirma esta doctrina , tanto 
por lo que se refiere á la calificación del delito, 



quo ha de ser de robo en despoblado y en cuadrilla, . 
como por lo que hace á la forma y ocasión de la 
captura y á la fuerza pública, por quien la misma se 
ejecuta; explicándose en ella la inteligencia del 
Real decreto de 20 de Setiembre de 1888,- por el 
cual se resolvió que los consejos de guerra , tanto 
en una como en otra provincia, continuasen juz- 
gando á los autores del delito referido, sí bien esto 
con sujeción á lo dispuesto en la citada ley de 
Abril. 

. Respecto á la calificación de cuadrilla y de cuándo 
deba entenderse que la hay, á los efectos del des- 
afuero , por más que esto se halle terminantemente 
explicado en el párrafo 2/ del núme»o 4.* del ar- 
ticulo 425 del Código Penal vigente , no podemos 
prescindir de citar las sentencias de 12 de Agosto 
y 23 de Diciembre de 4858, y, otra vez más, las de 
19 de Enero de 1861 y 25 de Abril de 1864 (Ga- 
cetas del 14 de Agosto, 2 y 23 de Enero y 29 de 
Abril ); de las cuales , si bien las dos últimas confir- 
man esa misma doctrina, las dos primeras encierran 
dos excepciones, que naturalmente podrán apli- 
carse en algún caso. 

De cuatro ó más ladrones habrán de componerse 
las cuadrillas, según las de 19 de Enero y 25 de 
Abril , para que se encuentren comprendidas en la 
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ley, cuya es, de igual modo, la explicación contenida 
en el Código Penal. 

La de 12 de Agosto, sin embargo, se refiere á la 
causa formada contra un matriculado de mar, de 
quien se^sospechó que hubiese sido uno de los tres 
hombres desconocidos, qua armados de puñal, 
amenazaron, ataron y robaron á un panadero, en 
término de Alcalá de Guadaira, á quien reclamó 
el juzgado de Harina , disputando el conocimiento 
de la causa al juez ordinario , en cuyo favor se 
decidió laconapfctencia, bajo el fundamento de que 
el delito, que se le imputaba, era el de roboeon 
armas , el cual babia verificado en compañía de 
otros dos, circunstancias que le presentaban icomo 
malhechor, en el sentido de la ley 7.', titulo xvii, 
libro XII de la Novisinva Recopilación. No se hizo, 
pues, mérito de la de 17 de Abril, y por consi- 
guiente, la doctrina que esta decisión envuelve 
parece entenderse, en absoluto, sin relación ¿ los 
ca^s de robo en cuadrilla , como más circunstan- 
ciadamente se explica en las otras, anteriormente 
citadas , de estricta conformidad también á lo quo 
el Código dispone. 

La de 23 de Diciembre se refiere , á su vez , á la 
competencia entre el Capitán General de Castilla la 
Nueva y el Juez de primera instancia de Priego, 



sobre el conocimiento de la causa instruida con- 
tra seis ó siete hombres y dos mujeres , que se ha- 
llaban cogiendo bellotas en un monte, y qae 
resistieron al procurador sindico de ViUaconejos y 
ni guarda de aquel , por quienes fueron sorpren- 
didos. 

En ella se declaró , respecto de uno de los pro- 
cesados , como soldado provincial , que el conoci- 
miento correspondia al Juzgado militar; establecién- 
dose , ademas, que ni al uno ni á los otros , por el 
mero hecho de haber entrado en el expresado 
nnonte á hurtar bellotas, podia serles aplicable, en 
manera alguna , la designación de malhechores , en 
el sentido de la repetida ley 7.^, titulo xvn, libro iii 
de la Novísima Recopilación , sin que la reunión de 
seis, ocho ó más personas, que entran á hurtar en 
propiedad ajena , pueda calificarse de cuadrilla. 

Debe , no obstante , observarse , según la juris- 
prudencia que venimos explicando, que por más 
que el procurador sindico y el guarda no fueraif ni 
se considerasen agentes de justicia , á los efectos del 
desafuero , que , en tal caso , hubiera producido el 
atentado, siempre la resistencia , en el concepto de 
agentes de la autoridad , suponía ese mismo delito, 
si bien sujeto á la jurisdicción de guerra , cual es 
el espíritu del cuarto considerando de la expresada 



— i79 — 

sentencia 9 en armonía con la doctrina, que, en 
todas la^ anteriores, relativas á este punto, se es- 
tablece. . 

Para que pueda entenderseque hay cuadrilla, como 
sedijo en la de 24 de Octubre de 1853, de que antes 
se hizo mérito , es necesario que concurran las cir- 
cunstancias gue, comojndíspensables , exige la cita- 
da ley de 17 de Abril ; sin que pu^an considerarse 
dentro de ella los robos perpetrados por dos ó tres 
ladrones solamente, por más que se hayan come- 
tido en despoblado y con violencia : consignándose 
expresamente de este modo en la sentencia de 21 
de Octubre de 1853, también antes citada, y ade- 
masen las de 3 y 8 de Noviembre de 1853 (tomo lx, 
números 9 y 16 de la Colección legislativájy con lo 
que se ¡comprende , y ésta es la jurisprudencia cons< 
tante, que fuera de tales requisitos, el conoci- 
miento de estos hechos corresponde á la jurisdic- 
ción Real ordinaria. 

Gomo, por lo común , en esta clase de contiendas 
el fundamento de la militar, para sostener su com- 
petencia suele fijarse en las Reales órdenes de 25 de 
. Mayo y 21 de Julio de i 850 , que ya más arriba se 
anotaron , conviene tener también presente el pri- 
mer considerando de esa misma sentencia de 3 de 
Noviembre de 1853, donde se establece que las 
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Reales órdenes, que se expiden por el Ministerio de 
la Guerra, no pueden tener aplicación en los tribu- 
nales ordinarios , si por el de Gracia y Justicia po 
les son comunicadas. 

Otro caso dé importancia , y hasta cierto punto 
nuevo, alegado y no admitido , como razón de 
competencia , por parte de la jurisdicción de guer- 
ra, nos resuelve la decisión de 3 de Abril de 1857 
(tomo Lxxii, número 13 de la Colección legislativa), 
cual fué el de que la ley de 17 de Abril de 1821 no 
podia tener, aplicación , en el estado ordinario, des 
pues de publicado el Código Penal. 

Ck)n este motivo declaró el Tribunal Supremo de 
Justicia que sólo se trata en aquel de los robos en 
cuadrilla , para agravar la pena de los cometidos 
con esta circunstancia, y que por la regla 57/ de la 
ley provisional, paralas disposiciones del mismo, 
quedaron en su fuerza y vigor las demás leyes, que 
rigen sobre el procedimiento, en cuanto no fueran 
opuestas á otras reglas de la misma, sin que nin- 
guna exista en ella que se halle relacionada con los 
casos de robo, que á la de 17 de Abril se hallan 
sujetos. 

Como los estados d^ sitio y los bandos de los 
dípitanes generales suponen también excepciones, 
relativamente a las reglas comunes del fuero ó 
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desafuero, convenirte se nos figura citar en este 
sitio las decisiones de S2 y .29 de Julio de 1858 
(Gacetas del 24 y 31), no sólo por la doctrina, que 
establecen, de que la jurisdicción de guerra es de 
estricta interpretación, sino también por aquello 
otro de que los bandos de la autoridad militar sólo 
someten á su jurisdicción el conocimiento de los 
delitos marcados en ellos, cuando son cogidos in- 
fraganü los culpables. 

Al reservarse y abocar á si las expresadas auto- 
ridades el de las causas, que tengan por conveniente, 
áuQ cuando no versen sobre hechos expresamente 
sometidos á ellas , por los mismos bandos , seme- 
jante reserva no puede tener una extensión ilimita- 
da, sino que debe entenderse respectivamente á los 
que lleven por objeto la alteración del orden pú- 
blico , á la cual se contraen los estados de sitio, 
sin ampliarla á los delitos comunes , sobre los 
cuales se halle conociendo legalmente la jurisdicción 

común. 

* 

Y al establecer que la jurisdicción de guerra es 
de estricta interpretación , el Tribunal Supremo de 
Justicia negó al Capitán General de Granada el co- 
nocimiento de una causa, sobre hurto de unas reses 
lanares, ejecutado en oca»ion de hallarse la pro- 
vincia en estado excepcional ; porque si bien en el 

16 
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bando , con tal motivo publicado , se declaró suje« 
tos á la jurisdicción militar á los autores da robo 
en despoblado , cualquiera que fuese su níunero, 
no podia entenderse el hurto , bajo esa denomina- 
ción genérica , como por aquel se pretendía , en el 
concepto de comprendido dentro de el delito de robo, 
porque aceptada esta palabra, en toda su extensión, 
naturalmente en esji misma escala, se comprendía 
también el hurto. 

Los delitos de robo y hurto , y asi se dice en la 
expresada sentencia de 22 de Julio , son diferentes 
entre si , tanto por su esencia como por la impor- 
tancia penal de cada uno, siendo, en su conse- 
cuencia , inexacto que ^ajo la denonünacion ne- 
cesariamente especifica y concreta de los primeros, 
consignada en un documento de la naturaleza de un 
bando, por el cual se declara un distrito en estado 
excepcional, puedan, de igual modo, comprenderse 
los segundos. 

Debe, ademas, advertirse, según la de 23 de Se^ 
tiembre de 1858, con otro motivo anteriormente 
citada , que aun cuando una provincia se halle de- 
clarada en estado de sitio, no solamente conserva 
la autoridad judicial el pleno ejercicio de sus atri- 
buciones ordinarias, acerca del porte de armas, 
de las perdonas dedicadas al contrabando , toda vez 
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que esta circunstancia no está inmediatamente re- 
lacionada con el orden público; sino que cuando 
en una provincia ó territorio se alza ese estado 
excepcional 9 según la. de 1.^ de Junio de Í8S9 
(Gaceta del S), cesan» por este hecho, las atribu- 
ciones de los consejos de guerra ^ para conocer de 
toda causa , que corresponda á la jurisdicción or- 
dinaria y no obstante hallarse incobada , y á pesar 
de que el consejo hubiera principiado á conocer ya 
de ella. 

Después de todo esto , por la relación de la ma- 
teria, de que en este capitulo hemos tratado, con 
uno de los puntos decididos por el Tribunal Su- 
premo, en 14 de Junio de 1861 {Gaceta del 17), y 
por conclusión , añadiremos que no tiene carácter 
de autoridad, propiamente dicha; el jefe militar, 
que manda una columna , en persecución de mail- 
hechores. 



CAPÍTULO XII. 



Delito de parricidio.— Desafuero eclesiástico.—Equipa ración 
con los de hoy, por las penas del Código vigente , los que 
antes se llamaban crímenes atroces.— Ampliación de esta 
materia.— Pérdida del fuero, con ocasión de duelo ó desa- 
fío. — Circunstancias ínherenles á estos^delitos.— Ejemplos. 
—Juegos prohibidos^— Vagancia.— Ordenanza de 7 de Mayo 
de 1775 y Real decreto de 11 de Setiembre de 1820, res- 
tablecido en 30 de Agosto de 1836. — Abusos de autoridad. 
* — ídem de empleados ó funcionarios públicos.— Ci.&ndo 
corresponde este carácter á lofi carabineros.— Excesos de 
cobro en derechos de arancet— Falsiíicacion y falsedad. — 
Competencia en el caso de diferentes falsedades.— No cau- 
san desafuero estos delitos.— Pesas falsas. 



Si las sentencias y decisiones del Tribunal Supre. 
mo de Justicia, hasta hoy publicadas, en materia 
criminal , de donde ha nacido la idea de este tra* 
bajo, y que vienen siendo el fundamento esencial do 
nuestro libro , no abrazan ni comprenden cuantas 
soluciones fueran de desear á esa multitud de du- 
das, que puede ofrecer en sí cada uno de los de- 
litos que el Código castiga , y de muchas de ellas, 
por lo tanto, nos es necesario prescindir; no son 
escasos, sin embargo , ^os que todavía, ademas de 

16. 
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los que hemos referido, se encuentran consignados 
en las mismas, por casos especíales, que fácilmente 
podrán ser de aplicación en otros parecidos, y de 
los cuales vernos á tratar ahora, buscando, de igual 
modo , en su doctrina , más ó menos concreta , la 
más acertada y cabal jurisprudencia. 

El delito de parricidio, para con los militares, 
según la sentencia de 7 de Junio de iS6i {Gaceta 
del 13) no causa desafuero. 

A propósito y con intención hemos escrito eso de 
para con los militares , por que no se encuentran 
en igual caso los eclesiásíicos, desaforados siempre, 
respecto de todos aquello^ hechos, que en la legis- 
lación antigua se conocian , y últimamente , según 
el Real decreto de 17 de Octubre de 1835, se co- 
nocieron bajo la denominación de crímenes atro- 
ces ó graves. 

Y como ésta es materia de suyo delicada y hayan 
ocurrido algunas dudas, acerca de esa denomina- 
ción ó calificación , en su relación actual con l^^s 
calificaciones, que comprenden las escalas gradua- 
les del articulo 24 del Código Penal , á ella dedi- 
caremos algunas páginas , en las que haremos mé- 
rito especial de dos casos concretos , resueltos por 
el Tribunal Supremo de Justicia, aun cuando no 
en la Gaceta publicados, los cuales., en esta parte, 
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no podrán menos de modificar la práctica ó juris- 
prudencia, que en algunos tribunales del reino se 
seguia. 

Los conflictos de jurisdicción, que surgen entré 
la autoridad ordinaria y la eclesiástica , según los 
prindpios generales de derecho y la doctrina co- 
mún, recordada en la decisión de 28 de Diciembre 
« 

de i853 (tomo lx, número Z& de la Colección le- 
gislativa)^ no son objeto de competencia y que haya 
de decidir el referido Tribunal Supremo , sino de 
los juicios establecidos por la ley, que se resuelven 
bajo sustanciacion y forma diferentes, y que con el 
nombre de Retúnoi de fmrza se conocen. 

Si de ellos no hemos hecho mérito en los prece- 
dentes capítulos, ha sido, teniendo en cuenta su 
Índole y naturaleza, y por la razón especial de que 
si bien suponen y de igual modo envuelven, en su 
esencia , cuestiones jurisdiccionales , ellas se apar* 
tan notablemente y no pertenecen á estas otras, 
que forman y constituyen la doctrina, cuya base 
estriba en esas elevadas sentencias, que, como ju- 
risprudencia obligatoria, la explican y establecen. . 

Esto no obstante, y como regla general, álos 
efectos del desafuero , sin especificar por innecesa- 
rios los casos , que se determinan en las Partidas, 
leyes recopiladas. Cédula de 18 de Setiembre de 
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1766 y otras disposiciones , examinaremos el Real 
decreto de 17 de Octubre de 1835, por* el cual y 
según su número primero, quedó derogada, sin 
efecto alguno , la Real orden de 19 de Noviembre 
de 1799, y con ella las anteriores, á que la misma 
se refiere. Determinóse, al propio tfempo, en su 
número segundo, que las causas contra eclesiásti- 
cos por delitos atroces ó graves se formarán desde 
su principio, se sustanciarán y fallarán en todo el 
reino, sin intervención alguna déla autoridad ecle- 
siástica, por los jueces y tribunales Reales, con ar- 
reglo á las leyes y decretos vigentes, prescribién- 
dose , por* último , que se observasen los trámites 
é instancias prerenidos para todas las demás cau- 
sas contra ciudadanos, al fuero ordinario sometidos. 
Y si bien desde la publicación de este citado Real 
decreto de 17 de Octubre ninguna otra resolu- 
ción , con posterioridad á la del Código Penal que 
hoy rige, ha venido á explicar y deslindar cuáles de 
los que en el mismo se mencionan y castigan ac- 
tualmente hayan de ser tenidos y reputados en 
tal concepto de crímenes atroces, bajo la abstracta 
calificación de esa palabra; si bien esas dos deci. 
siones del Tribunal Supremo de Justicia, de que 
acabamos de hacer mérito, explican ya de una 
manera decisiva y cierta esta doctrina, y por otras, 
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ademas, se resuelve la cuestión de que tratamof , las 
cuales nos habrán de servir de norma en adelante, 
no queremos dejar de apuntar algunas de las razo- 
nes de analogía, que, hasta el presente, han venido 
sirviendo de fundamento, para la inteligencia de 
esa misma clasificación de delitos graves, en su ne- 
cesaria relación con el Código actual, de donde 
nació la jarísprudencia, que más arriba hemos in« 
dicado y que se ha venido siguiendo, no solamente 
en esta Audiencia de Madrid, sino también en otras 
varias del reino , según nuestros informes. 

Se dijo en el número cuarto del mencionado Real 
decreto, y esto con la evidente idea de consignar 
de una manera general la linea divisoria, entre 
ac(liellos, de que podia seguir conociendo la juris- 
dicción eclesiástica, y esos otros, deque en adelante 
conocería ya la jurisdicción común , que hasta tan-, 
to se .hiciese una clasificación más conveniente y 
oportuna de los delitos, se reputarian y conside- 
rarían atroces ó graves cuantos por las leyes del 
reino ó decretos vigentes se castigasen con pena 
capital , extrañamiento perpetuo, minas, galeras, 
bombas ó arsenales; y desde luego se comprende 
que, al ser designados de este modo , no se trató de 
definirlos de una manera concreta y relativa á ca- ^ 
da uno de I03 comprendidos dentro de esa esfera, 



sino que, bajo indicación tan absoluta, según los 
términos y el espíritu de la expresada Real dispo- 
sición , parecían encerrarse todos aquellos, que en 
la legidacion antigua se castigaban con las penas 
referidas. 

Y esto con tanta más razón , cuaílto que , en nues- 
tro juicio , la gravedad, á que se contrae el decreto 
.de 17 de Octubre, debe entenderse con Merenciá 
á la inmoralidad ó maldad de los delitos, que con 
esa clasificación general distingue, mientras que 
la del Código se considera absolutamente igual con 
relación á sus resultados, precisóse indeclinables, 
en la índole, condiciones y consecuencias de las pe- 
nas, que en el mismo se señalan, superiores al pre- 
sidio ó prisión correccional. 

Adviértase, además , en favor de esta misma in- 
terpretación , que de otra mañera y en otra diferen- 
te forma se'habrian fijado las penas, por, las que 
se hubiese de determinar el desafuero eclesiástico , 
si el espíritu de la citada Real disposición hubiera 
sido el extenderlo á otros delitos de inferior cate- 
goría á los castigados con presidio ó prisión ma- 
yor, análogos en su duración á las penas de minas, 
bombas y arsenales, cuando precísamante, al tiem- 
po de la publicación de ese mismo Real •decreto de 
17 de Octubre, se conocían otras muchas penas 
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aflictivas, inferiores á esas otras de la antigua legis- 
lación , en el mismo designadas. 

Si, pues> hasta tanto que se hiciese una nueva 
clasificación más conveniente» la del número cuarto 
de la referida Real disposición había de ser el cri- 
terio , para estimar ó desestimar el fuero de los " 
eclesiásticos; una vez publicado el Código Penal, 
llegada parecía esa reforma condicional, en la misma 
establecida» y nada más natural y lógico, por cier- 
to, que buscar la analogía entj'e las penas antiguas y 
las actuales , por la duración de unas y otras, con 
lo que, y al observar qup las más inferiores de las 
primeras excedían á las de presidio ó prisión me- 
ñor , necesariamente debia deducirse y compren- 
derse, que sólo podian equipararse á las mismas 
las de prisión ó presidio mayor en adelante. 

En apoyo de esta interpretación , se nos ocurre 
todavía observar que las penas señaladas en la le- 
gislación antigua, para esos crímenes atroces ó gra. 
ves , llevaban siempre en si la circynstancia de que 
los condenados á sufrirlas lo fuesen con destino á 
trabajos forzados, mientras que, según el párra- 
fo 2.^ del articulo 106 del Código, y en esto nos refe- 
rimos á la duración de la pena , como base de esa 
misma analpgía, los condenados á prisión menor 
trabajan únicamente para su propio beneficio. Es 



decir, que las penas de minas, arsenales, bombas y 
galeras de entonces coinciden con las de presidio 
ó prisión mayor de ahora , no solamente en su du- 
ración, sino también en esa circunstanciado los tra- 
bajos, en que asi los condenados alas primeras co- 
mo ¿ las segundas eran antes y son hoy destinados. 

Pero nos entramos á discurrir con demasiada ex- 
tensión sobre los fundamentos de la jurisprudencia 
que fué, cuando nuestro objeto p^'incipal versa so- 
bre la jurisprudencia que deberá ó balnrá de ser, 
atendidas las decisiones del Tribunal Supremo de 
Justicia, ya por la doctripa general consignada eu 
esos dos casos concretos, anteriormente indicados, 
en los que ahora vamos á ocuparnos, ya en otras su- 
cesivas, que aun más en concreto al expresado par- 
ticular son concernientes. 

Ambos se contraen á causas criminales, con reos 
eclesiásticos; una se^ída en la Audiencia de Bar- 
celona y otra en la de Zaragoza, de las cuales re- 
sultaron incidentes , que tienen intimo enlace god 
la eüestion, objeto de estos párrafos, que, en su dia, 
lo fueron del examen del expresado Tribunal, y 
cuyas resoluciones no pueden menos de ofrecemos 
suficiente luz y guiarnos por esté camino , hasta 
cierto punto oscuro y desusado , en que hoy dos 
encontramos. 
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D. J.... A...» D , capellán de la Casa de ma- 

teroidad de Ti....,.y ésta es la primera^ de acuer- 
do con M.... S , á quien se lé acababa de 

morir un hijo, y con la idea criminal de la usurpa- 
clon del estado civil del mismo, puso en los I1-- 
bros del establecimiento la partida de defunción 
de un niño expósito , que so sacó ocultamente de 
aquel, para que fuese á sustituir al que real y ver- 
daderamente habia fallecido; alterando y falsifican- 
do otros asientos, para mejor conciliar todos los ex- 
tremos y evitar la responsabilidad que el becho, 
una vez descubierto, pudiera acarrear á sus autores. 

Así las cosas , y habiendo llegado el suceso á no- 
ticia de varios intercÁados, se entabló un pleito 

entre los mismos y la supuesta madre, H.... S » 

donde aquellos presentaron la pai'tidá de defunción 
del verdadero hijo, con lo que, llamado á declarar 
el capellán de la Casa de maternidad , desde luego 
manifestó y aseguró con sus falsas palabras la au* 
tenticidad de los registros, puestos en los libros del 
establecimiento, de donde no pudo menos de com- 
prenderse que el documento suplantado era la par- 
tida de defunción del hijo de M.... S , por sus 

contrarios presentada en el juicio. 

Contra éstos se dirigió, por consiguiente, la cau- 
sa criminal, que, en seguida, se mandó formar por 

17 
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la Salude ia Audiencia de Barcelona, que en el plei- 
to habia entendido, siguiéndose por todos sus trá* 
miteSt basta el pun(o de haberse formulado acu- 
s^cim , en la cual se pidió para los mismos la im- 
posición de más ó menos años de presidio, según 
la responsabilidad, que se supuso en cada uno, me- 
diante la imputación de esa falsedad, que los asien- 
tos documentales y las insistentes declaraciones de 
M.... S..... y de su cómplice parecian hacer tan 
evidente. 

En la cárcel continuaban los presuntos delincuen- 
tes, á las resultas de aquel tan grave cuanto es- 
candaloso proceso , y ya casi se bailaba tocando 
éste á su terminación definitiva, cuando el presbí- 
tero D« J.... A D se presentó y denun- 
ció ante el tribunal eclesiástico de T , á quien 

reveló todas las verdaderas circunstancias del deli- 
to y su participación en el mismo; llevando en es- 
ta su propia delación , el deseo de acogerse é la dis- 
posición del articulo 239 del Código, por el cual 
se declaran exentos de pena los culpables de las 
falsificaciones , penadas en el titulo iv del mismo, 
que se delataren á la autoridad y revelaren sus cir- 
cunstancias, antes de que el procedimiento hubiese 
principiado. 

Y fué lo más eiLtraño y singular dd caso, que el 



juzgado eclesiástico de T...... enterado del su- 
ceso» y sin que nosotros nos entrometamos á juzgar 
de su intención, comenzó á instruir, con tal motivo, 
la correspondiente causa, que se sustanció y termi- 
nó en el cortísimo espacio de unos dos meses , sin 
más que una sola instancia, por la conformidad del 
procesado con la censura ñscal, y sin que de nada 
de esto, al parecer tan legal y tan dentro de las 
prácticas y prescripciones vigentes, hubiese tenido 
conocimiento el Juez del fuero común , que habia 
seguido adelante sus actuaciones, respecto de los 
otros , las cuales se hallaban ya, con^^ antes se ha 
indicado, casi en estado de sentencia. 

Noticioso , sin embargo y á esta sazón , de lo 
ocurrido, acudió á la Audiencia del territorio, ésta 
le libró orden, para que inmediatamente requiriese 

de inhibición al tribunal eclesiástico de T y 

hecho asi, el Vicario general de aquelK diócesis 
le remitió, en contestación, la sentencia dictada por 
él mismo, añadiéndole que no sólo estaba ya juz- 
gado por su competente juez el capellán D , si- 
no que se hallaba extinguiendo su condena canó- 
nica de dos años de reclusión, en el convento que, 
al efecto, le habia sido designado, y por consiguien- 
te, que estando las actuaciones legalmente termi- 
nadas, no tenia de qué inhibirse. 
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Pero no se limitó el Vicario de T á negarse á 

la reclamación de la jurisdicción ordinaria , en el 
concepto de las razones, en el anterior párrafo indi- 
cadas, sino que, á la vez, trató de sostener su fue- 
ro absoluto, para el conocimiento de toda clase de 
delitos, bajo la consideración de que el derecho 
eclesiástico previene terminantemente que los clé- 
rigos, siempre y en todo caso, deben ser juzgados 
por sus jueces naturales, sin que pueda alegarse 
costumbre alguna, que áeste derecho sea contraria, 
por aquello de Cltncu& de omni crimine debet eo- 
ram Eclesia$ffco Judice convenirte nec valet cou" 
suetudo contraria* 

Y todavía añadió, en apoyo de sus tan exagera- 
das pretensiones, que el artículo 43 del Concorda- 
to vigente había restablecido clara, terminante y 
categóricamente la disciplina canónica de la Iglesia, 
y que, eiüu consecuencia, mientras que las dos le- 
gítimas y supremas potestades no promulgasen de 
común acuerdo otra nueva ley, que viniese á dero« 
gar, bajo esa innegable interpretación é inteligen- 
^cia, el expresado articulo, no habia motivo ni ra- 
zón alguna legal, para fundar la inhibición, de qfie 
improcedentemente habia sido requerido. 

En este estado y á semejante contestación, el Fis- 
cal de S. H. interpuso ante la Sala segunda de la 



referida Audiencia de Barcelona el correspondiente 
recurso de fuerza en conocer contra el Vicario ecle- 
siástico de la ciudad de T , pidiendo se librase la 

Real provisión, para la remesa de los autos. 

Post^iormeiUe , y esto es lo que en primer tér- 
mino y más principalmente cumple i nuestro ob- 
jeto, al propio tiempo que la mencionada Sala se- 
gunda, cumpliendo con una providencia del Tri* 
bunal Supremo de Justicia, le remitió los citados 

autos, el Vicario general de T elevó al mismo 

una ^exposición, en la cual, tomando por motivo 
el expresado recurso de fuerza, se quejaba de los 
agravios, que se le habian inferido por la jurisdic- 
ción ordinaria, suplicándole, ademas, se dignase 
resolver que la legislación vigente, en materia cri- 
minal, para juzgar á los eclesiásticos; es la que 
emana del sentido literal de los articules 43 y 48 
del áltimo Concordato y Beal orden aclaratoria de 
24 de Diciembre de i 88 i. 

El Tribunal Supremo de Justicia, sin embargo, 
resolvió negativamente la solicitud del Vicario ge- 
neral de.T , improcedente en la*forma y en el 

fondo, bajo el concepto de que la legislación vigen- 
te, en materia criminal, para juzgar á los eclesiásti- 
cos no era la que por aquel se suponia , aceptando 
los ilustrados razonamientos de' un informe, que, 

17. 



en este propio sentido, había emitido el Fiscal de] 
misaio, y en el cual se encierra cuanto puede ser 
conducente al objeto de determinar la verdadera 
ocasión del fuero ó desafuero eclesiástica, en los de- 
litos que los clérigos cometan* 

No fué la pretensión del Vicario general do T..... 
la de estorbar á la jurisdicción común en el co- 
nocimiento de la causa seguida contra el capellán 

de la Casa de maternidad, D. J A..«.. D...... 

bajo el concepto de que los delitos, de que en ella 
se trataba, fueran graves,ó menos graves, sino en 
ese otro del restablecimiento del fuero eclesiástico 
absoluto y de la inmunidad personal del clero, 
para todos ellos; pretensión sobre la cual, áua 
cuando tan singular y exagerada, como desde lue- 
go se comprende, ua será. ocioso consignar, bien 
que ligeramente , pues de este modo basta, al^ 
gunas de las razones, que para contrariarla se ex- 
pusieron. 

Ni en el articulo 43 del Concordato, fundamen* 

to de la «solicitud del Vicario general de T , ni 

en ninguno» áe los que contiene esta ley vigente 
del Estado, se ha escrito, para nada, la pala- 
bra fuero^ ni en toda ella existe la más ligera indi- 
cación, por donde pueda deducirse, no ya precisa- 
mente e3a alteración ó modificación, que se trato 
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de sostener, pero ni la más remota tendencia á va- 
riar; alterar ó modiñcar la legalidad existente, en 
esta parte, cuya innova.cion tan contraría á la ju* 
rísprudencia general se nos ofrece; mientras que las 
palabras del mismo, en aquello^e que « baya de ser 
dirigido y administrado , según la disciplina de la 
Iglesia, canónicamente en vigor, todo ly pertene* 
cíente á personas ó cosas eclesiásticas» , ninguna rcr 
lacion tienen con este privilegio ó fuero, ep. materia 
criminal, sino quo únicamente se refieren , y así se 
ha venido entendiendo siempre y no ha podido ni 
puede entenderse de otro modo, á los extremos, que . 
del Concordato fueron objeto, y no á materias ex- 
trañas, que ni en él se estipularon, ni fueron, por 
ajenas del mismo, mencionadas. 

Sin entrar, como de todo punto innecesario, para 
el esclarecimiento de éste, de que actualinant^ tra-r 
tanios, en el examen délos i)riucipips, que trajesen 
consigo ese pacto entre la potestad Real y la Ecle- 
siástica, cuyo pensamiento de una y otra parte, co- 
mo desde luego se comprende, llevó en si la conve- 
niencia reciproca de proveer al bien de la religión, 
á la utilidad de la Iglesia y á la tranquilidad públi- 
ca, amoldándose á las circunstancias, y cediendo á 
las exigencias naturales de la época , no podemos 
menos de consignar la genuina inteligencia del 
articulo 45 del Concordato, según el citado infof- 
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me del Fiscal del Tribunal Supremo de iuslicia y 
resolución de este alto Cuerpo, de acu^do en un 
todo con el' mismo. 

No solamente no se refiere al mantenimiento del 
privilegio ó exenciortes personales, contrarias á su 
espíritu, sino que asi é), eomo el 42, como los demás 
de la expr^ada ley, fueron encaminados á ese indi- 
cado bien común y á esa necesaria tranquilidad pú- 
blica, segjm acabamos de decir; pero sin inciden- 
cia alguna,, que pueda suponer « para con esta cla- 
se , inmunidál tan ilimitada y absoluta. Ni tal es la 
«práctica de. los tribunales, que, en esta parte, se 
hallan en* el deber de restringirla, en la forma 
que Ias*leyes determinan, ni tal la tendencia moder- 
na, que, eQ materia de delitos comunes, se opone, y 
no puede menos de oponerse, á todo fuero especia), 
de donde nace la desigualdad ante la ley, que tan 
enérgicamente vechaza el actual espíritu del siglo, 
sin que pueda ni deba tolerarse que los clérigos, 
respecto ^eeste particular, dejen de estar sujetos, 
como estáñaos demás subditos y como cualquiera 
otro ciudadano, á la autoridad y potestad Real, 
salvas las modificaciones y excepciones precisas y 
concretas de esas mismas leyes, en tanto subsistan 
en vigor,. puesto que á tan radical y próxima al- 
teración están llamadas. 

' Tampoco la Real orden aclaratoria de 24 de Di- 



— 201 — 

ciembre de 18S1, que también citó el Vicario, pue- 
de suponer ni significa determinación alguna, en 
materia de fuero, sino que se contrae á los votos y 
relajaciones de las religiosas profesas, establecien- 
do precisamente una doctrina contraría al fuero 
absoluto eclesiástico ; toda vez que siendo éste un 
asunto esencialmente profano, á los monarcas es á 
quienes corresponde el derecho de alterarlo, mo- 
dificarlo ó restringirlo, según las necesidades ó exi- 
gencias del Estado, quedando exclusivamente á la 
Iglesia el db legislar sobre las cosas eclesiásticas. 

Sin traer hoy nosotros á este libro, por innece-» 
sanas también á su objeto, todas las vicisitudes de 
este recurso, á que nos vamos refiriendo, el cual 
encontró una tenaz oposición, por parte de la auto- 
ridad eclesiástica^ hasta el punto de haberse acudi- 
do á S. H. y al Nuncio Apostólico de S. S. en esta 
Corte, por el Prelado de la diócesis, llamando á si la 
causa y conservándola en su poder, á pesar de las 
repetidas reclamaciones de la jurisdicción ordina- 
ria; sin extendemos á cuantas diligencias llegaron 
á componer tan singular expediente^ puesto que ni 
estas diligencias, ni aquellas vicisitudes, ni todos 
los Incidentes producidos en el mismo, son relati- 
vos á la cuestión de estos momentos, y por lo que 
hace á la doctrina previa de si el articulo 43 del 
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Coneordato ha derogado» en materia de fuero ecle« 
siástico» el Real decreto de 17 de Octubre de 183S, 
no solamente tenemos elticuerdo negativo del Tri- 
bunal Supremo de Justicia, en esa misma causa con- 
tra el presbítero D , de que acabamos de hacer 

mérito, sino que, del propio modo, aparece impli« 
citamente consignado en otra más reciente, que 
es la segunda, á que en lineas anteriores nos habia«< 
mos' referido. 

Tuvo lugar en la Audiencia de Zaragoza,'contra 
el cura párroco del pueblo délas P , bajo la im- 
putación de haber manifestado, en la iglesia, á sus 
feligreses que no confesaría á \oi compradores de 
bienes de la misma. , 

Elevados los autos al Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, é inspeccionados que fueron, en su día, por 
providencia de 6 de Mayo de 1889, acordada en 
pleno, se mandó se hiciera saber á los magistra- 
dos sentenciadores que en lo sucesivo no decreta- 
sen el desafuero eclesiástico sino en los casos de de** 
Utos graves, con arreglo á lo prevenido en el Real 
decreto de i 7 de Octubre de 1835* 

Claro es, pues, que esta Real disposición subsis- 
te en toda su fuerza, no obstante los términos del 
articulo 43 del Concordato , á los efectos de la inefi- 
cacia de ese mismo fuero, en los casos de los delitos 
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afaroces ó graves, que en la misaia se desígaao ; in- 
terpretación que, de una manera muy terminante» 
por eierto, fayorece de igual modo la Real orden 
de 7 de Julio de 1853, refiriéndose al Real decreto 
de 11 de setiembre de 1820 , restablecido en 3Q de 
Agosto de 1836, por la obligación que impone ¿ los 
eclesiásticos de comparecer á declarar, como testi- 
gos, en las causas criminales, y en la cual, confor- 
mándose con el parecer de la Sala de gobierno del 
Tribuna} Supremo de Justicia^ S. M. se sirvió re- 
solver que el articulo 43 del expresado Concordato 
no debía considerarse opuesto ni contrario á la an- 
terior Real disposición , la cual conservaba toda su 
fuerza y vigor, siendo ésta, en la actualidad, la doc<* 
trina corriente por todos los tribunales aceptada. 

De tanta gravedad é importancia hemos conside^ 
rado esta cuestión, que no hemos creido ocioso an<n 
tícip^jT todos esos pormenores, que dejamos indica- 
dos, relativos al principio general de que, según el 
citado Real decreto de 17 de Octubre de 1835, que- 
dan desaforados los clérigos, que cometan delitos 
atroces ó graves, para venir, por último, á la razón 
de analogia, entre los términos del mismo y los del 
Código Penal vigente, por la que baya de entender^ 
se, y ésée fué nuestro punto de partida, al comenzar 
á tratar de esta materia , cuáles senn hoy los que 



entonces se designaron con esa calificación^ funda- 
mento subsistente y motivo actual del desafuero. 

Los delitos atroces ó graves, que se mencionan en 
el referido Real decreto de 17 de Octubre, los cua- 
les, basta tanto que se hiciese una clasificación más 
conveniente y oportuna , han venido sirviendo de 
base, para determinar el fuero ó desafuero eclesiás- 
tico, y que se hallan actualmente, según diferentes 
decisión^ del Tribunal Supremo de Justicia, den- 
tro de la escala general del articulo 24 del Código 
Penal vigente, que es la ley, que ha traido ya consi- 
go esa más oportuna y conveniente clasificación, 
anteriormente anunciada, deben entenderse con 
referencia á todos los que en éste se castigan con 
penas aflictivas ; siendo notorio, por lo tanto, que 
habrán de quedar sujetos á la jurisdicción común 
los eclesiásticos contra quienes haya de precederse 
en consecuencia de tales delitos, por ellos cojueti- 
dos, siempre que la ley moderna los incluya dentro 
de esa esfera , que comprende desde el presidio ó 
prisión menor en adelante, puesto que en éstos co- 
mienza la graduación de las que, en el concepto de 
aflictivas, se conocen. Nada más, pues, acercado 
este punto , y reanudemos la materia , en que nos 
veníamos ocupando, ya que ésta del fuero eclesiás-* 
tico, como de suyo ligera, en la parte que nos in- 



cumbe y no del todo extraña , aqai hemos creído 
más oportuno y conveniente intercalar. 

Por pragmática de D. Felipe Y, en Madrid » á 16 
y 27 de Enero de 1716, y otra de D. Fernando VI, 
en Araojaez, publicada en 9 de Mayo de 1787, que 
son la ley 2/, titulo &x, libro xii de la Novísima 
Recopilación, se prohibieron los duelos y desafios , 
bajo muy severas penas. 

En sus disposiciones , y en ias circunstancias y 
precedentes de cierta riña, de la cual, ademas de 
otras vareas lesiones, hubo de resultar un homici- 
dio, se fundó el Jueznle primera instancia de Roa, 
para sostener su jurisdicción contra el Capitán gene* 
ral de Burgos , respecto de la causa instruida ceñ- 
irá Ventura Carbonero, soldado del batallón pro* 
vincial de Aranda, uno de los complicados en la 
misma, por la razón de que, habiendo ocurrido la 
muerte en desafio, babia perdido el fuero. 

La firecuencia con que, en la práctiCa, hemos vis* 
to casos parecidos , la inexacta calificación de los 
mismos, en idéntico coacepto, y la diferencia de 
penalidad (fie ,' de ésta ó de otra manera conside- 
rados , haya de corresponda á los culpables, ade- 
mas de la cuestión jurisdiccional que ellos implican, 
nos mueven á referir el suceso que motivó la sen- 
tencia de 29. de Octubre de 1858 (Gaceta del 31), 

18 
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en la cual, se resolvió que , para que tal delito pro- 
duzca la privación del privilegio , al teaor de la ley 
recopilada» es indispensable que'concürrsm en él 
todos los requisitos y formalidades, que constituyen 
un verdadero desaño. 

Hallándose durmiendo en las eras d^ la villa de 
Fuentelisendro varios labradores, se llegó á ellos 
Ventura Carbonero, acompañado de otro, y pro- 
firiendo una palabra obscena, y dirigiéndose auno 
de los primeros, csál, pues, le dijo; ó me quitas 
la vida ó tela quito.» 

Con tal provocación , empeñada entre todos una 
riña , resultaron las lesiones y el homicidio, de que 
antes se hizo mérito. Instruidas que fueron las opor- 
tunas diligencias , se ontabló la rercrida competen- 
cia, la cual se decidió en favor del juzgado de 
guerra , porque el ddito no traspasó en nada las 
condiciones de una riña, al tenojr del capitulo iv, ti- 
tulo IX, libro if del Código Penal , puesto que en ella 
no concurrieron los requisitos y formalidades de un 
verdadero desafio , ni se usó tampoco do simulación 
ó fingimiento alguno, para desfigurarla, según lo 
prevenido en eáa misma ley recopilada, invocada 
por el Juez de primera instancia , como fundameiílo 
dé su competencia y. demostración del desafuero. 

No cabe , pues , la calificación de duelo á dosa- 
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fió , conforme al arUeulo 366 del c'^tado Código, 
do9(}e no hayan concurrido dos ó más padrinos, 
mayores de-edad » por cada parte; donde no se ha- 
yan elegido armas; donde no se hayan arreglado, 
en fin , todas las demás condiciones de igualdad 
para los combatientes; circunstancias que no cua^ 
dran de manera alguna ni pueden aceptarse en una 
riña cualquiera , por más que haya habido provo- 
cación previa y aceptación por ambas partes. 

También han sido motivo decompetencia y de la 
decisión de 18 de.Febrero de 18S9 {Gaceta dd20) 
los delitos comprendidos en el sétipo capitulo del 
título va del mismo Código Penal , donde se habla 
de los juegos prohibidos. 

En coAseeiiencia de no sef basiaate para c<H*tar- 
los la más grande vigilancia , por la cautela y pre<* 
caución de que los jugadores se Valían , cuyo per* 
nicioso y perjudicial abuso producia. los daños y 
escándabs que se experimentaban ; con objeto de 
evitarlos, y para que en adelante no lo *embara- 
zase la <iiferenc{a y oposición de las jurisdicciones, 
se publicaron diferentes resoluciones ^ que hoy for- 
man la ley 14 , libro xxni , titulo xii de la Novisi^* 
ma Recopilación , desaforando á los infractores y 
dejándcdos sometidos á la jurisdicción común* 

En ella se fundó el Juez de primera instancia de 
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Hartos, para reclamar el conocimiento de una cau- 
sa , contra un soldado provincial de Baeza, que á 
su vez pretendía el Capitán general de Granada, 
en cuyo favor se decidió la competencia. ^ 

Y esto fué porque la citada ley , que tiene la fe- 
cha de 18 de Diciembre de 1764, no solamente 
quedó derogada, en cuanto á su parte penal, por 
el Código vigente, sino también en cuanto al des- 
afuero, por el Real decreto de 9 de Febrero de 
1793; pues si bien la inserción de aquella en este 
último , pudo ser fundamento para estimar que se 
le babia restituido toda su eficacia , aun de haber 
sido asi , la habría perdido por la Real orden de 5 
de Noviembre de 1817, en la que se encaiigó la pun- 
tual observancia del expresado Real decreto de 9 de 
Febrero , quo forma la ley 21 , títdlo iv , libro vi de 
la Novísima Recopilación , en la cual no se consigna 
el delito de juegos prohibidos, como caso de priva- 
ción del fuero militar. 

Lo contrario se decidió en sentencia de 9 de 
Mayo de IS64 {Gaceta del 12), respecto del delito 
de vagancia , cuya doctrina , por los dos importan- 
tes extremos que abraza, debe tenerse muy 
presente. 

Procesado José Pascual, matriculado de mar, 
por el hurto de un reloj, é igualmente por vagancia. 
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el Juez de primera instancia del distrito del Pino 
déla cindad de Barcelona, se inhibió, relativamente 
al primero de ambos hechos y remitió el tanto de 
culpa á la jurisdicción de marina, continuando las 
actuaciones , respecto del segundo , en atención á 
que según la ley 7.*, titulo xxxi , libro xii de la 
Novísima Recopilación se hallaba establecida la 
pérdida del fuero para el delito 'de vagancia. 

El Juzgado de marina sostuvo y pretendió co- 
nocer de uno y de otro, toda vez que, según la 
Real orden de 25 de Mayo de 1773, siempre que 
un aforado resulta reo de dos delitos , uno de los 
cuales, y no el otro, produce desafuero, debia de- 
cidir acerca de ambos la jurisdicción, á quien cor- 
respondiese el conocimiento del más grave, que, en 
el caso, á que nos referimos, no era la vagancia, 
sino el hurto. 

La Real orden citada de 25 de Mayo quedó do- 
rogada por la Real ordenanza , referente á vagos, 
de 7 dé Mayo de 1-775, que es la ley 7.*, título xxxi, 
libro xii de la Novísima Recopilación , la cual de- 
claró ser privativo de la jurisdicción ordinaria el 
conocimiento del delito de vagancia. En ella y ci- 
tando también el Real decreto de 11 de Setiembre 
de 1820 , restablecido en 30 de Agosto de 1836, se 
apoyó la indicada declaración del desafuero, que 

18. 



contiene la referida sentencia de 9 de Mayo de 
i 864; estableciéndose, ademas, que cada jurisdic- 
ción debía conocer de los delitos que le corres-* 
pondiesen, por su naturaleza ó calidad de las per- 
sonas, ano ser, según indicamos en el capitulo 
oportuno , que concurriese alguna justa causa, que 
persuadiese la conveniencia de la acumulación, 
improcedente, sin embargo, al tratarse de hechos, 
que no tuviesen entre si conexión alguna. 

Como no son solamente los delitos de parricidio, 
de homicidio y lesiones , en su relación con los 
duelos ó desafíos, juegos prohibidos y vagancia, los 
que , en esos x^asos especiales , que acabamos de 
mencionar, han merecido del Tribunal Supremo 
de Justicia las anteriores explicaciones, de tan po- 
sible aplicación en casos parecidos, y muy precisos, 
por lo tanto, de tener siempre á la vista ; sino que 
también han sido objeto de otras, á su ver, muy 
importantes, los abusos de autoridad y otros em« 
picados públicos , en el ejercicio de sus cargos, así 
como las injurias y calumnias, la falsificación , la 
falsedad, los hurtos, las estafas, los quebranta- 
mientos de condena , y algunos más , de que suce- 
sivamente haremos mérito ; como , por otra par- 
te, cada uno de por si no puede menos de su- 
poner una materia diversa , y á fin de dar á este 
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capítulo, en todas las que necesariamente ha de 
comprender y en cunnto sea posible , la coherencia 
6 uniformidad más conveniente, que nunca podrá 
ser la que en los otros , circunscritos siempre á 
puntos generales de derecho, lo limitaremos á las 
cuestiones, propiamente dé jurisdicción* relativas á 
los mismos, dejando para los siguientes aquellas 
otras, que más bien se contraen ala apreciación de 
circunstancias, como fundamento de la caliticacion 
de ciertos hechos. 

Habiendo indicado oportunamente que las auto- 
ridades entre sí no se desacatan , á no ser en los 
casos, de que ambas ejerzan funciones dentro de 
una misma linca de la adnlínistracion pública, 
siendo la una inferior respecto de la otra, ó ha- 
biendo obrado como particular alguna de ellas, 
refiriéndonos en esto á las decisiones de 29 de Enero' 
y 14 de Junio de 1861 {Gacetas áél 1.*" de Febtero 
y 17 de Junio), y para mayor claridad y mejor in- 
teligencia , no podemos menos de concretar la doc- 
trina á ios hechos^ que fueron objeto de las mismas. 

En la primera se establece que no cabe graduarse 
de desacato la conducta de un cabo de carabine- 
ros, que , como jefe de fuerza en un cuartel, cues- 
tiona con un alcalde , acerca de sus atribuciones, 
para corregir un exceso de sus subordinados, y que 
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el abuso dé autoridad , tanto por el uno como por 
el otro cometido , sólo puede ser corregido por sus 
respectivos superiores ; decidiéndose en la segunda 
que no es aplicable el desafuero á los que abusan 
de su autoridad , el cual sólo se contrae ¿ los que 
infieren desacato á las justicias. 

Ya antes se^babia dicho , y respecto de este par- 
ticular puede verse la sentencia de 30 de No- 
viembre de 1858 {Gaceta del 3 de Diciembre) á 
otro propósito citada, que en las causas sobre 
abuso de autoridad debe conocer el superior in- 
mediato del presunto delincuente. 

Esto tuvo lugar con motivo de la competencia 
suscitada entre los jueces de primera instancia de 
Castrojeriz y de Astudillo, acerca de una causa, 
por resistencia de palabra y obra á un regidor, que 
perteneciendo al distrito judicial del uno, y por los 
excesos, que varios pastores babian cometido, trató 
de prenderlos y fué resistido en distrito judicial 
del otro, y á cuyo delegado de la autoridad se hu- 
bieron de imputar ciertos abusos. 

No del juez , en cuyo territorio pudieron haberse 
éstos cometido , sino de aquel, de donde el delegado 
procedia, como inmediato superior, se declaró por 
el Tribunal Supremo ¿1 conocimiento del proceso. 

Y al tratar de los abusos de autoridad, en el sen- 
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tido que ^e ha expuesto , y por ser el lugar más 
á propósito, indicaremos también las decisiones de 
27 de Junio de 1839 y 8 de Mayo de 1862 (Gacetas 
del S de Julio y i8 de Mayo), referentes á la inte- 
ligencia de otra clase de abusos, que si bien no 
producen desafuero , suponen <un carácter espe- 
cial, que no puede menos de tenerse presente, á los 
efectos de las competencias ó dudas , t[ue puedan 
suscitarse en casos semejantes. 

Motivó la primera la falta de verdad en la ex- 
tensión de un acta de con trabando, donde varios 
carabineros se supusieron aprehensores del que lo 
habían sido otras personas, con el objeto de ha- 
cerse participes del tanto por ciento del valor del 
género aprehendido , privando de él á los verda- 
deros aprehensores, y al Estado de su ulterior co- 
operación ^ para perseguir esta clase de delitos. 

Esa falsa suposición , según en ella se dijo , sig^ 
niñeó y constituyó un abuso de facultades, come- 
tido por emple;idos públicos, cual era el carácter 
de los carabineros, toda vez que, al extender el 
acta f lo hicieron como individuos del expresado 
cuerpo , y desempeñando una de sus principales y 
respectiva^ obligaciones, consignándose, ademas, 
que tal abuso debia ser considerado como, un delito 
conexo con el pr/ncipal , y que su conocimiento 
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correspondía, por cousiguiente, al Juez de Hacienda. 

Se trató en la otra del exceso en el cobro de 
ciertos derechos curiales, por el secretarlo del juz- 
gado de paz del pueblo de Mascuerras, y se decidió 
que esta clase de hechos erando carácter penal, 
por más que cometidos en actuaciones civiles, pu- 
dieran en las mismas reclanfarse y corregirse. Este 
es precisamente el delito previsto y. castigado eu el 
artículo 328 del Código Penal vigente. 

La falsificación y la falsedad han sido, á la vez, 
objeto de las sentencias de Sf de Diciembre de Í8S8, 
6 de Setiembre de 1859, 13 de Mayo y S de Se- 
tiembre de 1861 {Gacetm del 6, 10, 23 y 7), y por 
cierto que en la primera sib resolvió una muy grave 
cuestión, después en otros procesos varias veces 
repetida, y que posiblemente no será la última, por 
lo que conviene dejar ampliameiíte consignada la 
doctrina ó jurisprudencia, que en ella se establece. 

Noticioso el Ministro de la Gobernación de que 
en el reemplazo del ejército del año de 18S7 ha- 
bían sido admitidas en la provincia de Albacete 
varios sustitutos, mediante el uso que al efecto 
habian hecho de falsos documentos , donde se les 
atribuian edad , estado y demás requisitos , dife- 
rentes de los suyos verdaderos, remitió con Real 
orden varios de los expedientes, en su consecuencia 



instruidos, aLgobernador civil de esta Corte , por 
quien se enviaron al Juzgado de priiñera instancia 
del distrito de Maravillas , para que , en su vi^ta, 
obrara según estimase procedente. 

Practicadas las convenientes y oportunas dili- 
gencias, resultó haberse cometido diversas falsifi- 
caciones y falsedades, no solamente en las partidas 
de bautismo de los sustitutos y en las de sepelio 
do sus padres , sino también en las informaciones 
recibidas, para justificar su edad, estado y buena 
conducta, y ademas, en las certificaciones, que so- 
bre estos extremos habian expedido dos inspectores 
de vigilancia de esta corte; sucediendo que mien- 
tras estas actuaciones se practicaban* por el citado 
Juez de Maravillas el Juez de Albacete , á su vez, 
instruía otras análogas, en virtud de quince expe- 
dientes de igual género, que, por conducto del Fis- 
cal de S. M. en aquella Audiencia , le habian sido 
remitidos. 

Trabóse, pues, en tal estado, la indicada con- 
tienda de jurisdicción entre los dos. El de Madrid 
sostuvo que si bien en Albacete se habian presen- 
tado los documentos falsos, para la expresada sus- 
titución, en Madrid sé habian falsificado, toda vez 
que en Madrid se habian expedido las certificacio- 
nes falsas de los empleados públicos y se habian 
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recibido las informaciones de testigos , de cuya fal- 
sedad igualmente se trataba; siendo, por otra par- 
te , todos los procesados , á excepción de uno, ve- 
cinos de esta corte. AI^ó , por la suya , el de Al- 
bacete que el delito lo constituía el acto de la pre- 
sentación de los documentos falsos en aquella capi- 
tal ', DO siendo la falsificación más que un medio 
empleado para consumarlo, sin que, ademas de 
esto, resultase que en Madrid se hubiera ejecutado. 

Üc las actuaciones instruidas aparecían, sin em- 
bargo, datos suficientes para presumir que en esta 
córtese habian cometido, si no todas, la mayor 
parte délas falsificaciones referidas; constaba tam- 
bién que empleados de policía de la misma, y en el 
ejercicio de su cargo , habian expedido certifica- 
ciones , que hasta entonces resultaban contrarias á 
la verdad; resultaba, de igual modo, que en el 
mismo Juzgado de Maravillas y con objeto de pre- 
parar la sustitución de quintos en Albacete , se ha* 
bian recibido las informaciones de testigos, sobre 
cuya falsedad se procedía , los cuales , asi -como 
los sustitutos, menos uno, y los empleados de vi- 
gilancia , eran vecinos de Madrid. 

Por todo esto, y porque teniendo aplicación el 
articulo 77 del Código , según el cual sólo se habria 
de imponer una sola peña , si biep la correspon* 
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diente al más grave , que no podia menos de ser la 
falsedad, en la corte cometida ; y por cuanto el Juz- 
gado de Maravillas habia prevenido la causa seis 
meses antes que el de Albacete , el Tribunal Supre- 
mo de Justicia decidió en favor de aquel la compe- 
tencia 9 estableciendo , por consiguiente , la doc- 
trina de que , en el delito de falsificación ^ cuando 
éste abraza en si diferentes hechos análogos, es juez 
competente el del lugar dónde se cometieron la 
mayor parte de las falsificaciones y el documento 
falso fué confeccionado. 

El delito de falsedad no causa desafuero » según 
se consigna en la de 6 de Setiembre, contrayén- 
dose á una escritura de poder falsa , para la venta 
deuir barco de la matricula de Torrevieja, otor- 
gada por el escribano de marina del referido dis- 
trito; decidiéndose» ademas, en la de 13 de Mayo, 
que la jurisdicción ordinaria es la competente para 
conocer del delito, que comete un paisano , decla- 
rando con falsedad en causa seguida ante una 
jurisdicción privilegiada. 

La falsedad cometida por un facultativo no cas- 
trense, y que no goza del fuero de guerra , al expe- 
dir una certificación de reconocimiento, no cons- 
tando se haya practicado de orden de la autoridad 
militar, y en la cual se declara útil á un voluntario 

19 
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para el servicio del ejército, según la de 5 de 
Setiembre , constituye un delito común , que ¿ la 
jurisdicción ordinaria está sujeto. 

Es, pues, la doctrina ó jurisprudencia estableci- 
da, respecto de la falsificación y falsedad, á los efec- 
tos de la competencia , según las sentencias ante- 
riormente citadas, y, con ellas, las más antiguas de 
17 de Diciembre de 48S3 , 30 de Junio y 4 de Julio 
de 1854 (tomos lx y lxii, números 27, 56 y 57 de 
la Coleccmi legislativa)^ que no producen desafuero 
y que cuando en su ejecución intervienen diferen- 
tes personas, á fueros diferentes sometidas, cada 
jurisdicción habrá de juzgar á las que, por su pri- 
vilegio personal , dependan respectivamente de 
ellas. 

Habiendo sido el motivo de la de 17 de Diciem- 
bre la alteración , qué se hubo de cometer en una 
patente de sanidad, y disputándose el conocimiento 
de la causa el Juez de primera instancia de Orti- 
gueira y el de marina de Vivero, se dijo por el 
Tribunal Supremo de Justicia que la facultad de 
proceder, por razón de delitos comunes, como lo 
era aquel, de que entonces se trataba, correspondía 
al Juzgado de marina contra sus aforados, y al or- 
dinario contra los individuos de su fuero , que re- 
sultasen á la vez culpables. 
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Y aun para* mayor comprpbacion de esta doc- 
trina, consignado aparece en ]as de 30 de Junio y 4 
de Julio, ambas producidas por falsificación y su- 
plantación de un testamento, que no siendo este 
hecho penal de ios que causan desafuero, pueden 
los complicados en él ser perseguidos y juzgados por 
sus tribunales respectivos; y que, por regla general, 
pueden conocer legítimamente y al propio tiempo 
de unos mismos delitos los jueces de distintos fue- 
ros , según aquel de que respectivamente gocen los 
que en su ejecución aparezcan complicados* 

El uso de pesas falsas , según el articulo 484 del 
Código , á este propósito citado en la sentencia de 
14 de Abril de 1860 ( Gaceta del 20), donde esto 
mismo se declara , solo constituye una simple falta; 
si bien, en nuestro concepto, no es dudoso que 
su falsificación , dentro de los términos del articu- 
lo 215 , no puede menos de elevarse á la esfera del 
delito que en él se determina. 



CAPITULO XUI. 



Injurias y calumnias á la autoridad.— Producen desafuero, 
aun cuando no constituyan desacato. — Sus consecuencias 
cuando á la Guardia civil son dirigidas.— Cómo deben en- 
tenderse las inferidas por medio de un escrito presentado 
en autos. — Solamente pueden los alcaldes conocer de las 
livianas. — Quebrantamiento de condena.-^orresponde su 
conocimiento, por regla general , á los Tribunales ordina- 
rios.— Deserción.— Delitos cometidos , antes ó después , y 
competencia en uno y otro caso. 



Por más que las calumnias é injurias contra la 
autoridad, al tenor del articulo 192 del Código, 
se refieran al delito de desacato, y de ellas, en este 
concepto y en su relación con el desafuero, que 
aquel causa, hubiéramos podido tratar en el capi- 
tuloy donde del mismo hemos tratado, hemos creído 
más oportuno y conveniente traerlas por separado 
al actual, puesto que no siempre se nos ofrecen bajo 
igual punto de vista; siendo, ademas, de otra índole 
varias decisiones , que respecto de las mismas se 
registran en la Colección legislativa. 

Importante , por más de un concepto , nos pa- 

19. 
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rece , entre todas, y precisamente en el sentido que 
primero hemos indicado, la de 22 de Agosto dq 
1859 {Gaceta del 25), relativa á injurias inferidas 
al Gobierno y al Juzgado de primera instancia de 
Toledo, cuya doctrina, aplicable y decisiva en casos 
análogos, es de suma trascendencia. 

No se resuelve en ella la cuestión,- ya en otras 
ocasiones agitada y en sentido afirmativo decidida, 
de que , á los efectos del desacato, es indispensable 
que las injurifs y calumnias se infieran á la auto- 
ridad directamente, hallándose el ofensor á su fre- 
sencia ; pero si se resuelva y decide que, por más 
que la disposición del articulo 391 deLGódigo^ re- 
firiéndose también á la calumnia é injuria contra 
la autoridad , pueda dar motivo á la incertidum- 
bre de si ellas han de hacerse directamente y en 
presencia , para constituir el desacato , siempre lo 
constituyen á los efectos del desafuero , cualquiera 
que sea la forma y la ocasión, en que se infieran. 

La del conflicto ocurrido entre el Juzgado de la 
Capitanía general de Castilla la Nueva y el de pri- 
mera instancia de Toledo, que motivó la decisión, 
á que nojs vamos refiriendo^ fué el proceso ins- 
truido contra D. Alfonso H..., capitán retirado y 
dueño de unas tierras, situadas en término de la 
villa de Guadamur, en las cuales se encontraron 
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algunas alhajas antiguas , de las que él mismo se 
decía descubridor. 

Constituidos en la casa del alcalde del expresado 
pueblo los delegados del Gobierno de S. M. y de la 
Real Academia de la Historia, para la investigación 
oportuna, por medio de excavaciones en las huertas 
de Guarrazar, se presentó el D. Alfonso profirien- 
do acaloradas expresiones, las cuales se considera- 
ron ^ofensivas á la autoridad judicial y de igual 
modo al Gobierno. 

Instruidas , con este motivo , diligencias crimi- 
nales , las reclamó el Capitán general , fundándose 
en qoe no habiéndose proferido las que se suponían 
injurias y calumnias en presencia de la autoridad, 
que se creía ofendida, no se había faltado á la 
consideración y respeto debidos á la misma , que 
era lo que , en su caso , podia constituir el desacato. 

Ateniéndose , sin embargo , el Tribunal Supremo 
de Justicia al espíritu de las leyes recopiladas , se-^ 
gun hemos indicado más arriba, y por las razones 
expuestas, declaró la competencia en favor del Juez 
de primera instancia de Toledo. 

De otro caso de injurias se trata también en la 
decisión de 25 de Noviembre de 1887, donde se 
sentó la propia doctrina de que la injuria y el in- 
sulto contra la autoridad constituyen desacato y 
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causan desafuero, si bien en la ocasión, á que la 
misma se refiere, producida por el altercado entre 
un capitán de la Guardia civil, comandante de 
una columna de operaciones, en persecución de 
latro-facciosos, y el alcalde de Palacios de Alcor, 
con cuyo motivo se tral)aron ambos en fuertes con- 
testaciones, la cuestión tomó otro carácter más 
grave, porque el primero, levantando la mano 
contra el segundo, le hizo caer al suelo, con lo que 
el hecho se hubo de convertir en atentado, siendo, 
por lo tanto, aparte las injurias, indeclinable y nada 
dudoso el desafuero. 

Y á propósito de la Guardia oívil, conviene ad- 
vertir que no lo producen las canciones subversivas 
y palabras injuriosas contra la misma ó cuerpos 
del ejército , según la sentencia de 5 de Agosto de 
18S8 {Gaceta del 7), cuando no son proferidas en 
presencia de algún individuo de los mismos, ni 
en ocasión de hallarse alterado el orden público, 
puesto que no significan desacato, ni resistencia, ni 
atropello. 

Importante es también la declaración que con* 
tiene la de 24 de Octubre de 1861 ( Gaceta del 27), 
con motivo de causa instruida por el Tribunal 
eclesiástico de Granada , contra el presbítero Don 
Fernando M... .¿ por excesos, que se le atribuye - 
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ron en el desempeño del ministerio parroquial; 

Habiendo sido uno de sus acusadores D. Anto- 
nio C..« y porque remitidos los autos en apelación 
al Tribunal de la Rota, en su escrito de mejora, 
éste hubo de estampar ciertos períodos que aquel 
estimó calumniosos é injuriosos , se quejó de él y 
pidió y obtúvola oportuna licenda, para poder en- 
tablar la querella conveniente. 

Entablada , en efecto , ante el Juzgado de pri- 
mera instancia del distrito de Lavapiés de esta 
Corte , el abogado defensor del D. Antonio , des- 
cartando su responsabilidad, presentó las ins- 
trucciones escritasi que él mismo le habia entregado 
previamente, para el sostenimiento de su derecho, 
en el indicado proceso, firmadas por él en Albon- 
don, y en las cuales se referían los hechos, de don- 
de se hicieron nacer las injurias y^ calumnias, que 
de aquel fueron objeto. 

Librado exhorto al Juzgado de primera instancia 
de Albuñol , para la comparecencia en Madrid del 
presunto reo , á fin de que prestase su declaración 
indagatoria, se originó la competencia, entre am- 
bos jueces suscitada. 

Alegó, en su apoyo, el de Albuñol no solamente 
que en uno de los pueblos de su partido tenia e^ 
ofensor su domicilio , sino que en el mismo se ha- 



biaa escrito y firmado las indicadas instrucciones, 
base del delito ; sosteniendo el de Lavapiés que el 
hecbo denunciado sólo pudo haberse cometido en 
esta Corte, mediante á que la injuria y calumnia 
no son delitos hasta tanto que llegan á consumarse, 
por medio de la publicación, lo cual, en el caso 
presente, tuvo lugar cuando se presentó el escrito 
en el Tribunal de la Rota, y de ninguna manera 
cuando las instrucciones se escribieron y firmaron. 

La resolución favorable al segundo de los refe- 
ridos jueces se fundó, según la sentekicía indica- 
da, en que, por regla general , cuando se comete 
el delito de injuria y calumnia , por medio de un 
escrito presentado en autos por los defensores de 
un litigante , pero con arralo á instrucciones del 
mismo, queda éste sujeto al fuero del lugar, en 
que aquel se presentó ; si bien hiibo de añadirse 
que en esos defitos de injuria y calumnia , y en 
cuantos otros no se puede proceder de oficio , queda 
al arbitrio del acusador la elección del fuero, bien 
por el lugar, en que el hecho aparezca cometido, 
bien por el domicilio del culpable. 

Respecto de injurias puede , ademas , tenerse en 
cuenta la decbion de 30 de Noviembre de 1863 
(Gaceta del 6 de Diciembre), en la cual se declaró 
que los alcaldes y tenientes de alcalde no pueden 
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conocer, enjuicio verbal, más que de las iiviaua^ de 
obra ó de palabra , comprendidas en el articulo 493 
del Código , y no de las graves , en conformidad á 
lo establecido en la regla 1 / de la ley provisional , 
para aplicación del mismo. 

Sin otra decisión, sobre este particular, de que 
hacer mérito y continuando* en el examen de todas 
aquellas , que puedan importar á nuestro objeto, 
veamos ahora las de 28 de Setiembre de i8S8, 11 
de Abril de 1889, 2S de Mayo, 17 de Julio y 13 
de Octubre de 1862 y 18 de Febj^ro de 1864 {Ga- 
cetas del 30 de Setiembre, 13 de Abril , 3 de Juúio, 
22 de Julio , 16 de Octubre y 20 de Febrero), las 
•cuales se refieren al quebrantamiento de condena. 

El conocimiento de las causas sobre este delito 
corresponde, por regla general y casi absoluta, á 
los Tribuhales ordinarios. 

No solamente lo establecido por el articulo 124 
del Código Penal , asi respecto de las penas , como 
de su aplicación 9 sobre el delito que cometen los 
que quebrantan las sentencias, indica y persuade 
que su conocimiento corresponde, según acaba de 
expresarse, á los jueces de fuero común , sino que 
esta misma interpretación se halla confirmada por 
la Real orden de 11 de Marzo de 1851 , en la cual 
se declara que el Código concede á los Tribunales 
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de Justicia la facultad de conocer y aplicar las pe- 
nas, que aquel señala» por el delito de deserción ó 
fuga de los confinados , quedando derogada, en esta 
parte , y por lo que á esta clase de hechos se re- 
fiere, la Ordenanza de presidios. 

En sentencia, que por evitar confusión de fechas 
no citamos antes , pues es también de 17 de Julio 
de 1862 {Gateta del 22), refiriéndose al quebranta- 
miento de condena, respecto de un reo, que fué sen- 
tenciado por el Juzgado de marina , en consecuen- 
cia de deserción y robo ejecutado dentro de> cuartel 
fijo de la plaza áe Ceuta, se decidió que el que- 
brantamiento no sujetaba al delincuente á la juris- 
dicción de marina, sino á la ordinaria , aun cuando^ 
las penas impuestas se estuviesen extinguiendo en 
establecimiento dependiente de aquella; puesto 
que á estos Juzgados corresponde sola y precisa- 
mente el conocimiento de los delitos, que tengan 
coneuon forzosa con el régimen y gobierno de los 
arsenales y navios. 

Debe , aparte de esto , observarse la explicación 
que contiene la de 15 de Febrero de 1864, relativa 
ala competencia entablada entre el Juzgado del ter- 
cio naval de Sevilla y el de primera instancia del 
distrito de la Magdalena de la misma ciudad, i 
propósito de causa instruida por éste , con motivo 
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de la fuga, que intentaron varios presos de aquella 
cárcel, y entre ellos José Vara Fajardo, aforado de 
marina. 

El Juez de primera instancia fundó su reclama- 
ción «n que José Yara se hallaba , á la sazón , ex- 
tinguiendo diez y siete años de reclusión , que se le 
habían impuesto por ejecutoria, y en que, por lo 
mismo, habia perdido el fuero , quedando sujeto al 
ordinario, según el articulo 124 del Código, y con- 
forme también á las sentencias del Tribunal Su- 
premo de Justicia de i 1 de Abril de 1859 y 17 de 
Julio de 1862, que quedan registradas. 

Para sostener su jurisdicción , al^ó, á su vez, el 
de marina, que el quebrantamiento de condena 
debia.ser penado por el Tribunal que la impuso, y 
que, por consiguiente, habiendo sido sentenciado 
Vara Fajardo por su fuero especial , á éste quedaba 
indudablemente sometido por la intentada fuga de 
la cárcel. 

Así lo estimó y acordó, en efecto, el referido 
Tribunal Supremo , estableciendo el principio ge- 
neral de que si bien corresponde á la jurisdicción 
real ordinaria conocer del delito de quebrantamiento 
de condena, cuando la sentencia procede de juez 
ordinario, incumbe ala jurisdicción privilegiada en- 
tender en él , cuando el fallo proviene de sus res- 
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pectivos jueces, porque dicho deUtcdebe reputarse 
incidencia del primitivo , según se desprende del 
capitulo I , titulo Y, libro i del Código Penal. 

Aparte, pues» esta señalada ocasión, por esa 
misma doctrina de considerarse incidente de la 
causa principal el de fuga ó deserción de un con- 
fínado^ cuando extingue condena , que , como afo- 
rado le fué impuesta , en todas las demás conoce 
siempre la jurisdicción Real ordinaria. 

Por la circunstancia de que el presidio de las 
Cuatro Torres de la Carraca se halla sometido ex- 
clusivamente á la autoridad de Marina, sin inter- 
vención , en nada y para nada , de la Dirección del 
ramo , sostuvo su jurisdicción el juzgado del De- 
partamento de Cádiz contra un desertor del núsmo, 
que habiendo sido preso en territorio de Valdepe- 
ñas, por sospechas de robó , sobreseída por el de 
primera instancia del partido la causa que se le 
formó al efecto , y remitido después el tanto de cul- 
pa, por el quebrantamiento, al de San Femando, 
donde el referido arsenal se halla situado, éste co- 
menzó á instruir las oportunas diligencias , con lo 
que se entabló la competencia , que en favor de la 
jurisdicción común fué decidida. 

Otras dos iguales y con idéntico resultado se sus- 
citaron entre los mismos jueces, por la fuga de dos 
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confinados , uno que extinguía en el referido arse- 
nal de la Carraca diez y ocho años » que le impuso 
la Audiencia de Valencia , y otro que se hallaba en 
el hospital de fibrina de San Carlos ; confirmándose 
en ambas , como en las d^mas ¿ntes citadas, la ex- 
presada doctrina de que salvas excepciones, relati- 
vas á los confinados, sujetos á la extinción de pe- 
nas, que les hayan sido impuestas por algún fuero 
especial , de que antes dependiera, en todos los de- 
mas casos conoce de este delito el juez ordinario 
del distrito ó territorio donde la condena se que- 
branta. 

Aun cuando sin una exacta y verdadera analogía, 
en cuanto al delito , de que acabamos de tratar, 
con aquellos otros, que se cometan por desertores 
del ^ército ó armada , y en lo referente á la ouestion 
del fuero, creemos oportuno traer ahora á este 
capitulo las dos únicas decisiones, que acerca de 
este particular hemos encontrado , cuales son la 
de 6 de Marzb.de 1857, con motivo de competencia 
entre el Juzgado de la Capitanía general de las Pro- 
vincias Vascongadas y el de primera instancia de 
Miranda de Ebpo, y la de 17 de Diciembre de 1861 
{Gaceta del 22), por consecuencia de la respecti- 
vmnente suscitada entre el de Jaca y el de la Capi- 
tanía general de Zaragoza. 
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Ocurrió la primera por el robo que Juan Muñoz 
Buendia, soldado desertor del regimiento de lan- 
ceros de Lusitania, ejecutó, en el monte de Goler- 
nio, apoderándose de varias prendas de ropa, que 
pertenecían á unos pastojes. 

Formada» con este motivo, la correspondiente 
causa, el Juez de primera instancia de Miranda de 
Ebro , atemperándose á lo mandado por la Sala 
segunda de la Audiencia de Burgos, se declaró 
competente, para seguir conociendo de ella, fun- 
dado en el articulo 4 ^ del decreto de las Cortes de 
11 de Setiembre de 1820, restablecido en 30 de 
Agosto de 1836; mientras que el Capitán general, 
contestando al exhorto de aquel , se negó á su re* 
clamacion , bajo el concepto de que el delincuente 
le había sido remitido por la autoridad militar de 
Burgos , custodiándolo la Guardia civil , en cuya 
virtud continuaba preso y militarmente sumariado. 

Esta competencia se decidió por el Tribunal 
Supremo á favor del Juzgado de guerra, porque no 
habiéndose verificado la aprehensión del reo por 
la jurisdicción ordinaria, faltaba un requisito in- 
dispensable, para que se produjese el desafuero. 

Fué ocasión de la segunda la sentencia, en re- 
beldía, dictada por la jurisdicción ordinaria contra 
Ignacio Mendiara , condenándole en veinte años de 
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reclusión , en consecuencia de causa criminal que 
se le siguió por homicidio. 

Capturado después de transcurrido mucho tiem* 
po t en el concepto de desertor del ejército , por la 
Guardia civil , ésta puso desde luego la aprehensión 
del mismo en conocimiento del Juez de primera 
instancia de Jaca, por razón del homicidio » mani- 
festándole 9 al propio tiempo» que lo dejaba á dis- 
posición de la autoridad militar, la c^al pretendió, 
con el de deserción, conocer también de aquel 
delito. 

Al fundar su competencia, manifestó ser circuns- 
tancia indispensable, para que la jurisdicción or- 
dinaria pueda conocer de los delitos cometidos por 
desertores del ejército, que éstos sean aprehendidos 
por la misma ó por sus agentes, y que Mendiara lo 
fué simplemente, en el concepto do desertor, por la 
Guardia civil , que es parte del ejército, invocando, 
ademas, la Real orden de 8 de Junio de 1882, ex- 
pedida por el Ministerio de la Guerra. 

A pesar de estas razones , el Tribunal Supremo 
de Justicia no lo estimó asi , ajustándose al expre- 
sado Real decreto de li de Setiembre de 1820, 
restablecido en 30 de Agosto de i836 , en cuyo 
articulo 4.° se declara desaforado al desertor del 
ejército ó armada que , habiendo cometido solo ó 

20. 
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acompañado algún delito, es aprehendido por la ju- 
risdicción Real; disponiéndose en el S.'^ que los 
jueces ordinarios reclamen de la autoridad militar 
al que resulte complicado por delitos cometidos 
después* de la deserción, en causas de que los 
mismos conozcan, aun cuando se haya vuelto á 
incorporar al cuerpo de que hubiese desertado. 

Por esto , porque el Juez de primera instancia 
de Jaca comunicó sus órdenes ¿ la Guardia civil, 
para la aprehensión del reo prófugo « mucho antes 
de haberse hecho cargo de él la autoridad militar, 
y porque , habiendo sidQ capturado por la expre- 
sada fuerza, la cual no es menos auxiliar del fuero 
común que de el de guerra, en la persecución de 
criminales, era evidente, una vez averiguada y 
conocida la complicidad del capturado en la eje- 
cución del homicidio, que las órdenes, con que 
cumplió la Guardia civil, en aquel acto, y asi se 
declaró , procedían de la jurisdicción ordinaria , en 
cuyas circunstancias debia reputarse hecha{la apre- 
hensión, y dentro, por consiguiente, de todos los 
requisitos de los artículos 4.'' y S."" del mencionado 
Real decreto , para que sin duda alguna procediese 
el desafuero. 



CAPITULO XIV. 



Hurto y estafa.— Explicación de cada uno de estos dos delitos^ 
según los artículos 437 y 452 del Código penal. —No pue- 
den los hurtos domésticos confundirse con la estafa.— 
Ejemplos.- Hurto cometido por un paisano dentro de un 
cuan^l.— Competencia de jurisdicción, por cuestión de lo- 
calidad y en un caso especial de estafa ó alzamiento.— Pro- 
piedad literaria.— Plagio.— Suicidio. — Tentativa de muti- 
lación voluntaria.- Cautiverio. — Cómo debe entenderse la 
obediencia debida, á los efectos de la exención de respon- 
sabilidad criminal. — Encu rimiento por parte de funcio- 
narios ó empleados públicos.— Falta de analogía, con las 
del Art. 9.^ del Código, de ciertas circunstancias atenuan- 
tes que se expresan. 



Al hablar en este capitulo de los delitos de 
harto y estafa, bajo el punto de vista de su más 
exacta calificación « teniendo en cuenta las circuns- 
tancias especiales y constitutivas de los mismos, y 
al citar las decisiones del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia , que á ellos se refieren , para buscar y consig- 
nar la dpctrina y jurisprudencia , que establecen , 
hemos creido conveniente citar, en primer lugar, 
las de 28 de Octubre y H de Diciembre de 1862 
{Gacetas del 30 y i4), concernientes á dos compe- 
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teiicias, suscitadas entre las Salas segunda y cuar- 
ta de esta Audiencia de Madrid , porque tanto en 
una como en otra se fija categóricamente, con 
relación á casos especiales, que con muchísima 
frecuencia opurren, la explicación de las palabras, 
con que el Código los define y los separa. 

Y es tanto más importante, en este punto, la 
. verdadera inteligencia de las disposiciones legales 
que , para castigo de uno y otro delito , debeiftpli- 
carse por los tribunales de justicia, cuanto que, 
ademas de ser ambos los que más causas producen, 
pues asi lo tiene la experiencia demostrado, la pe- 
nalidad respectiva ofrece para sus autores muy 
grande diferencia , según que el hecho cometido 
se haya de calificar de hurto ó de estafa. 

Una criada salió de la casa de sus amos , con ob- 
jeto de lavar en el rio , varias prendas de ropa , que 
aquellos la entregaron, sin regresar después i ella, 
habiendo sido inútiles cuantas diligencias se practi- 
caron, con tal motivo, para descubrir su paradero. 
Este es el primer caso. 

Un criado recibió de manos de su amo un bille- 
te del Banco de España de SOO reales, para que 
fuese á cambiarlo , y habiendo salido con tal obje- 
to, no regresó á la casa y se apropió su importe. 
Este es el seguodOt 
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En uno y otro se fundó la calificación de estafa 
en que, si según, el articulo 437 del Código» es una 
circunstancia' del delito de hurto la sustracción 
subrepticia de la cosa ajena , ó sea, el acto de to- 
marla sin la voluntad de su dueño ; circunstancia 
necesaria y sin la cual sólo se concibe el hurto en 
un caso de excepción, que el mismo Código señala, 
cual es, la negativa con ánimo de lucro, de dinero 
ú otra cosa mueble , entr^ados y recibidos por un 
titulo, que baga su devolución obligatoria ; ni en la 
apropiación de las ropas ni en la del billete con* 
currieron estos requisitos, porque asi la criada 
como el criado , los dos recibieron el billete y las 
ropas de sus amos, sin tomarlos subrepticiamente, 
y sin haber negado después haberlos recibido: de- 
litos ambos comprendidos, por lo mismo, en el 
articulo 452 del oítado Código , el cual pena á los 
que se apropian efectos, que reciben por un titulo 
que produce obligación de devolverlos. 

Contra la cálifitacion de ei^tafa y en favor de la 
de hurto doméstico, se dijo que el titulo, á que se 
refiere el articulo 482 es el especial y relativo á un 
acto ú objeto determinado, distinto de la confian- 
za general, quo el servicio doméstico reclama y 
que para todos les aptos propios del mismo, se 
deposita en los criados; añadiéndose que si se admi- 
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tiese la opinión contraria, quedarii^ casi totalmen- 
te suprimido el delito especial de hurto doméstico, 
convirtiéndose en estafa, contra la evidente inten- 
ción del legislador ; pues que siempre están entre- 
gados por los amos á sus criados los objetos pro- 
pios de su pertenencia , ya para su custodia , ya 
para los demás servicios de la casa. 

Los criados domésticos 9 y ésta es la doctrina que 
en la doble expresada competencia estableció el 
Tribunal Supremo de Justicia, confirmando la ca- 
lificación de hurto; los criados domésticos no re- 
ciben por titulo de depósito, comisión ó adminis- 
tración , ni por otro, que produzca obligación de 
entr^arlos ó devolverlos, en el sentido especial, 
limitado y voluntario del pármfo 1/ del referido 
articulo 462 del Código , los objetos de que se ha- 
cen cargo, para cumplir las órdenes é instruccio- 
nes de sus amos. 

Cuando esto hacen , cuando estas instruccioDes 
cumplen , proceden siempre deatro "úel circulo de 
la obligación , que desde un principio se impusie- 
ron; obligación general que, por su misma natu- 
raleza , comprende la de corresponder á la necesa- 
ria y absoluta confianza , que en ellos se deposita, 
al encomendarles los efectos de la casa , para todos 
los actos propios de la misma. 
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Cierto es que en d párrafo i/ del articulo 437 
del Código j al hacerse la calificación de los reos 
de hurto , se usa de la palabra toman ; pero aten- 
dido el contexto del mismo y comparado con el del 
432, es innegable que la ley , prescindiendo de me- 
ros accidentes de forma y t^uendo únicamente en 
cuenta la índole de las acciones punibles» estima 
que el criado doméstico , e& el acto de apropiarse 
los efectos muebles, que se le han confiado por 
razón de su servicio , los toma positivamente , en 
el sentido y espíritu de la misma , para las conse- 
cuencias de la culpabilidad^ que se refiere , por tan- 
to , y no puede menos de referirse , á la de hurto. 

Dado el caso de un hurto» cometido por un pai- 
sano dentro de un cuartel» y ésta es ya otra cues- 
tión» que se resuelve en la competencia de H de 
Agosto de 186S {Gaceta del i9} no queda aquel 
desaforado; puesto que las ordenanzas del ejército» 
al prevenir el desafuero» solo se refieren á los au- 
tores de robo ; haciéndose en las mismas » así como 
en el Código Penal vigente, la distinción de ambos» 
cada uno de ellos de clase diferente; sin que 
pueda darse esa tan grande amplitud á la inteli- 
gencia é interpretación de la ley » en esta parte » 
hasta tal punto» que se haya de comprender el 
hurto bajo la denominación de robo » cuando tan 



i 



— 240 — 

diversos son los caracteres constitutivos de uno y 
otro, y tan claros y tan precisos, en su división, los 
téiminos de aquella. 

Sobre un caso de estafa, por sus circunstancias 
especiales, muy dudoso, rechazaron alternativa- 
mente el conocimiento de cierta causa los jueces 
de las Afueras del Mediodía de esta Corte y Alcáiar 
de San Juan , al cual se refiere la decisión de SSde 
Junio de 1S59 (Gaceta del 5 de Julio), en favor 
del segundo recaída. 

Varios picapedreros, que habían estado traba- 
jando, bajo la dirección de Ramón Carné, en la es- 
tación del Ferro-carrif, construida en la citada 
villa de Alcázar de San Juan , acudieron al Juezd^ 
primera instancia de la misma, manifestándole que 
después de haber cobrado aquel en la pagaduria 
de Madrid los fondos necesarios, habia desapare- 
cido con ellos, sin satisfacerles sus jornales. 

Oído el promotor Fiscal, el Juez acordó la in- 
hibición, que aprobó la Audiencia de Albacete, 
bajo el concepto de que el Qelito , caso de existir, 
se habia cometido en esta Corte , toda vez que de 
ella se habia fugado Carné con el dinero, que ha- 
bia recibido de la Empresa. 

El juzgado del Mediodía, no obstante y á su vez, 
se inhibió de igual manera , porque constituyen - 
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do el hecho deDunciado un delito de alzamiento , 
el juez competente era aquel, en que residía el al- 
zado , donde debia pagar y de donde precisamente 
se habia fugado , en perjuicio de sus acreedores. 

Alzamiento ó estafa, pues de la calificación se 
prescindió en la competencia ; ya comprendido el 
hecho en el articulo 443 , ya en el 452 del Código , 
siempre resultaba cometido en Alcázar de San Juan. 

Por más que en Madrid hubiese cobrado Ramón 
Carné los fondos , con que habia de abonar sus 
jornales á«los trabajadores, que con el mismo se 
ajustaron , siempre el delito resultaba en Alcázar 
cometido , puesto que allí se celebró el contrato , 
allí se prestó el servicio , de allí, donde el culpable 
t^ia precisamente su domicilio , se verificó la des- 
aparición ó fuga, y allí, por fin, debían haberse 
pagado los trabajos. 

Aun cuando en otra esfera , delito de índole se* 
mejante á los que vienen siendo objeto principal 
de este capítulo, nos parece el plagio, que pue- 
de cometerse de una propiedad literaria; cuestión, 
por otra parte , de suma importancia y que puede 
ofrecerse alguna vez, por lo que hemos creído con- 
veniente traerla al mismo, para establecer, según la 
decisión de 4 de Diciembre de 1861 {Gaceia del 7), 
la doctrina en ella consignada. 

21 
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Por propiedad literaria se entiende el d^peche ex- 
clusivo , que compete á los autores de escritos ori- 
ginales 9 para reprodgcirlos ó autorizar su repro- 
ducción y por copas manuscritas^ iminresas ó lito- 
grafiadas , ó por cualquier otro medio semejante. 

La reproducción de una obra ajena, sin d p«- 
miso de su autor , se halla expresamente prohibi- 
da con arreglo al articulo 10 de la ley de iO de 
Junio de 1847 , sin que para ello baste el pretexto 
de anotarla, comentarla, adicimarla, ó mejorar 
su edición ; si bien no puede decirse que hay pla- 
gio , cuando la reproducción no es de la obra mis- 
ma ó escrito original , que se supone plagiado ; 
sino de 1| idea y método , que sirvió de base , para 
su publicación, siempre que se acredite, que tai 
idea ó tal método se habían seguido en otras obras 
anteriores á la que se supone ser plagiada. 

Por más que denitro de las decisiones dd Tribu- 
nal Supremo de Justicia, en lo relativo al fuero y 
desafuero, según antes hemos dicho, no se com- 
prendan hoy todos los delitos ni se resuelvan todas 
las dudas de jurisdicción , que en materia crinunal 
puedan suscitarse, y no es, por esto, culpa nues- 
tra, aparte lo imperfecto de su ejecución, que des- 
de luego reconocemos , lo incompleto de esta obra; 
por más que el indicado en el párrafo anterior sea 
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el último delito, de que ea aquellas se trata con 
alguna mayor extensión , y del cual , por lo tanto , 
en ella se haga mérito, si exceptuamos algunas in- 
dicaciones relativas á la imprenta, jr otras también 
concernientes á cuestiones de ferro-carriles, que 
por su cai'ácter especial , merecen un lugar exclu- 
sivo y separado, todavía se registran en la Colee-' 

* 

ciou legislativa algunas decisiones, muy escasas 
por cierto, que afectan de una manera directa, 
aun cuando más ligera, á Ifi inteligracia de algunos 
otros de los artículos del Código; 

Razón hubiera habido ciertamente , en favor de 
la mayor claridad y mejor orden, para formar con 
ellas otro distinto grupo de materias, si con ser 
más grande el número , existiera alguna analogía 
6 coherencia entre las mismas ; pero ni esto su- 
cede, por preferente álos puntos, que en- cada 
una de ellas se vaitila, ni bajo el otro concepto ca- 
be gr^de extensión en la doctrina, por lo que 
desde luego nos. hemos decidido á consignarlas 
como complemento y conclusión de este capitulo. 

La tentativa de suicidio puede envolver el de- 
lito de muíüacion voluntaria , según, se dijo en la 
decisión de 3 de Marzo de 1857 , á propósito de las 
heridas, que se infirió á si propio un aforado de 
mftrina y sofire cuyo hecho trataron de conocer 
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el Juez dé primera instancia de Palma y el Tribu- 
nal de aquel fuero , en la provincia de Mallorca. 
V Entablada competencia , el Supremo de Justicia 
la resolvió en favor del segundo de los referidos 
jueces, no tan sólo porque de las actuaciones no 
resultaba que el hecho, origen de las mismas, fue- 
se ó no. punible, apareciendo autor un aforado sin 
participación directa ó indirecta de otra persona, 
sometida á la Real Jurisdicción ordinaria , sino 
también porque, en tesis general, á la Jurisdicción, 
Á quien compete* la persecución y castigo de los 
delitos, cometidos por determinadas clases ó per- 
sonas, debe corresponder, del propio modo, la de- 
claración de si aquellos existen ó no existen , en 
virtud de hechos por ellas exclusivamente ejecuta- 
do s, y ademas por la circunstancia especial de 
que, pudiendo envolver la tentativa de suicidio el 
delito de -mutilación voluntaria, tratándose de un 
matriculado de marina , debía conocer la jurisdic- 
ción de que el mismo dependia. 

La mutilación voluntaria, sin embargo, por re- 
gla general, esto es, cuando se trata de paisanos, 
en su condición de sorteables, y lleva el objeto de 
eludir el servicio de las armas, según el articulo 
160 de la ley para el reemplazo del ejército, decreta- 
da por las Cortes Constituyentes y sancionada por 
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S. M. en 30 de Enero de 1856, constituye un delito, 
cuyo conocimiento corresponde á los juzgados or- 

r 

diñarlos, con exclusión de todo fuero. 

Con igual exclusión deben éstos también e^^- 
tender en todas las incidencias de participación, 
relativas á semejante clase de hechos, ya por in- 
ducción ó cooperación, ya por complicidad ó en- 
cubrimiento, cuya responsabilidad puede alcanzar, 
para ser juzgados por la misma jurisdicción, tanto 
á los ayuntaiQientos , como á los* medidores, como 
á los facultativos, como á los demás empleados que, 
bajo cualquier concepto, intervengan en las ope- 
raciones de las quintas, si en ellas faltaren á sus 
deberes respectivos. 

En cuanto á'este particular puede verse la sen- 
tencia del Tribunal Supremo de Justicia de 3 de 
Febrero de 1858 {Gaceta del 6) y al propio tiem- 
po y por lo que hace á la jurisdicción competente, 
para conocer en esta clase de excesos, la Real orden 
de 18 de Mayo de 1861, por la cual se reencarga 
á los Ayuntamientos y Consejos provinciales que, 
en el caso de mutilación voluntaria de un mozo , 
sujeto á quintas, se proceda criminalmente, remi- 
tiendo á los tribunales de justicia las primeras di- 
ligencias, que se instruyan, para el pronto castigo 

de los delincuentes. 

tí. 
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Todavía» acc»^ de ambos indicados extremos « 
dos palabras. Después que por el referido articulo 
160 de la ley de reemplazos se dispone que re- 
saltando cierto el becbo i haya de ser condenado 
aquel que se inutilizare á servir en uno de los cuer« 
pos de la guarnición l¡|}a en las posesiones de África» 
por el tiempo ordinario de los ocbo anos» destinan^ 
dolé ¿ ocupaciones compatibles con su situadoo 
física ; después de expresar que si la inutilidad 
fuese tan absoluta^ que no pudiese prestar ningún 
género de servicio» haya de sufrir la pena marcada 
en el artículo 34S del Código» imponiéndose las 
correspondientes según el 60» 63 y 64 del mismo 
á los que aparezcan coautores» cómplices ó encubri- 
dores! el 161 de la misma viene determinando y 
prescribiendo que si un mozo cometiese alguii 
fraude » en cualquiera de las operaciones del reem- 
plazo» para eximirse del servicio» se instruirá con- 
tra él causa criminal por el juzgado ordinario» con 
exclusión de toda fuero^ y que si aqud resultase 
probado, se impondrán al autor y á los damas cul* 
pables las penas correspondientes» con arralo al 
misqu) Código. Esto ya dicho » y por no haber más 
que explicar» pasemos á otro punto* 

En d recurso de casación de 14 de Junio de 1861 
{Gaceta del 18) se estableció la diferencia qne axis- 
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te en la calificación del cautiverio» relativamente 
al que definen las antiguas leyes de Partida y el. 
comprendido en el Código Penal vigente. 

cCaptívos, según la ley 1 .^» titulo xxix de la Par- 
tida segunda, son llamados por derecho, aquellos 
que caen en prisión de bornes de otra creenciai, 
mientras que el cautiverio que el actual Código cas- 
tiga, ó bien puede entenderse respecto de cualquie- 
ra , que , con objeto determinado , encierra ó de- 
tiene á otro y le priva de su libertad , al tenor de 
los artículos 403 y 406 del mismo, ó es relativo, 
conforme al número 3.^ del 425 , al que los mal- 
hechores, tanto en poblado y no en cuadrilla como 
en cuadrilla y despoblado, verifican, cuando detie- 
nen t bajo rescate ó por más de un dia, á aquellos 
de quienes se apoderan , con intención ó idea de 
robo. 

Este delito, según el primer considerando de el 
expresado recurso, y como fácilmente se compren- 
de, constituyendo un mero atentado, que única- 
mente se clasifica y define en el citado Código Penal, 
nada tiene ni puede tener de semejanza con el cauti- 
verio, que señala y reconoce nuestra antigua legis- 
lación, consecuencia necesaria del estado político y 
social de los pueblos, en aquella edad media, á que 
la misma se refiere. 
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A pesar de que el de 24 de Octubre de 1861 
{Gaceta del 28) , y ésta ya es otra materia, se con- 
trae á un caso especial de contrabando y defrau- 
dación; como punto general de derecho, aplicable 
al número 12 del articulo 8.° del Código, deter- 
mina y decide: cQue la exención de responsabilidad 
criminal concedida por el mismo á los que obran 
en cumplimiento de un deber ó de obediencia de- 
bida, no tiene, de modo alguno, aplicación á los 
empleados públicos, que obedeciendo á sus supe- 
riores, faltan al cumplimiento de los deberes de su 
cargo. » 

Del encubrimiento, con relación á los funcio- 
narios públicos, trata á su vez la sentencia de 22 
de Diciembre de 18S8 ( Gacela del 31 ), y en ella se 
establece, explicando la circunstancia primera del 
número 3/ del artículo 14 del Código, que en el al- 
bergue que se da á un delincuente, en su oculta- 
ción, ó en su fuga, el que cualquiera de estas cosas 
hace ó proporciona, cuando en ellas interviene abu- 
so de funciones públicas, debe ser tenido por en- 
cubridor, y que á esta calificación y á las disposi- 
ciones contenidas en aquel, se hallan sujetos, en 
su caso, los médicos, alcaides de las cárceles y 
alcaldes. 

Refiriéndose , por ultimo , los recursos de casa- 
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cion, en causas de Hacienda^ de 2S de Abril y 7 de 
Diciembre de 1864 ( Gacetas del i / de Mayo y 11 
de Diciembre) á la apreciación de ciertas circuns* 
tandas atenuantes, estableció que no pueden consi- 
derarse én este sentido» para determinar la penali- 
dad de un delincuente, ni la falta de perjuicio, ni 
la buena conducta anterior del procesado, porque 
tales circunstancias, y ésta es doctrina, que debe 
tenerse presente en muchos casos parecidos, que 
con mucha frecuencia estamos viendo, no son de 
las consignadas específicamente en el Código Pe- 
nal , ni de igual entidad ni análogas á las que el 
mismo marca y determina. , 



CAPÍTULO ÜLTMO. 



Delito» ét imprentá.^C^mo ide^ttatenderse d Art.'l^ de 
la Con8fitad(m.-*-ClMde8Un¡dsi44el08Ím|Hreso8.-*^Ctrik- 
ter legal del fiscal de imprenta.— Instrucción militar para 
Ciertos delitos de esta clase.—Belito de incendio. -^ Su na- 
turaleza, en casos dad08.*-^4dspMaabiHdade8i>6fiip6ctÍy»s, 
cuando son producidos por las chispas de alguna máfinina, 
al recorrer las lineas férreas.— Ampliación de esta materia. 
•--liirisdiceioA mercantil.-^asos en que pueden hnpotier 
pena tos tribunales de comercia— GooduiioQ. 



Maceas son segumméDte las cuesiíoDes, <|tte áain 
pudieran tener cabida en esl;e IflvOv y á Hmelias 
más lo habríamos extendido, si^ por un hdo, co* 
mo hemos dicho antes , no nos hubiésemos pro- 
puesto traer exchisivamente á él la jurísprodencia, 
que 9 exk materia criminal , nos suministran las de* 
cisiaiones del Tribunal Supremo de Justicia , y por 
otro^ jio comprendiésemos cttainto aqudla habrá de 
quedar ineficaz , respecto de puntos imperlantes» 
en las lAistíoias consignados, una vez estableada la 
unidad absoluta de fuero , según bs bases yi pre- 
sentadas, para la reorganización de tribunales; por 
más que en su dia, y como en el prólogo hemos in- 
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dicado, ellas nos hayan de servir de punto de par- 
tidOy^para la resolución de las muchas naturales do- 
das, que necesariamente la reforma ha de traer 
consigo en sfu principio* . 

De suma trascendencia, entre otras, se nos 
figuró siempre la referente á los delitos de impren- 
ta, y muy detenidamente habíamos pensado exami- 
narla y tratarla , cuando concebimos y formamos 
el pensamiento de esta obra. 

Más tarde , sin embargo , avanzando en él , cuan- 
do vimos en muchos de sus extremos derogada la 
ley de 13 de Julio de i857» en cuyas disposiciones 
se habian fundado precisamente todas las senten- 
cias relativas del Tribunal Supremo de Justicia; 
cuando apenas puesta en vigor la de 29 Junio de 
1864 corrió el rumor, hoy, al parecer, más consis- 
tente y más fundado , y se anunció la aparidon de 
otra nueva, sin semejanza , al dech" de los que se 
manifestaban enterados, con esas otras anteriores, 
puesto que todos los deUtos conoetidos por [medio 
de la prensa se sometían á la jurisdicción común, 
que los deberla juzgar según el Código, vmamos 
de opinión , porque inútil empeño habría de ser el 
nuestro , trayendo á las páginas de este libro una 
jurisprudencia tan efímera , cuanto efímeras se nos 
ofrecen> por tan de continuo variadas ó alteradas, 



todas esas prescripciones, que á la imprenta se 
refieren. 

No es 9 pues , nuestro ánimo entrar en el estudio 
y examen de las mismas, sino únicamente hacer 
mérito , pues no otra cosa cabe , por lo que pue- 
dan importar , en casos dados , de algunas resolu- 
ción^ del Tribunal Supremo, concomientes á 
puntos generales , los cuales, en tanto ellos subsis- 
tan , y cualquiera que sea el carácter de los que 
mahana hayan de venir en su reemplazo, podrán 
guiamos con mejor acierto para la solución de 
análogas cuestiones, indicando al propio tiempo 
algunos otros, como conducentes á la de jurisdic- 
ción , que nos ocupa; 

t La facultad consignada en el articulo segundo 
de la Constitución de la Monarquía, en cuya virtud 
los españoles pueden imprimir y publicar libre- 
mente sus ideas sin previa censura, no es de tal 
modo absoluta é incondicional, que desde luego 
sea licito á cualquiera de ellos ejercerla del modo 
y en los términos más adecuados á su propósito , 
siquiera éste sea bueno y honesto.» 

Este es el literal tenor del considerando décimo- 
primero de los comprendidos en la decisión de 30 
de Junio de 1862 (Gaceta del 12 de Julio), á pro- 
pósito de la competencia negativa, que hubo de 
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surgir en virtud de las sentencias pronunciadas 
por la Audiencia territorial de Zaragoza y por el 
Tribunal de imprenta á su vez , con motivo de la 
publicación de cierta hoja , que circuló en esta 
ciudad, sin haber sido presentada oportunamente 
¿ la autoridad» que la mandó en seguida recoger, 
atendida la naturaleza y las frases de la misma, 
oficiando al Fiscal de S. M. y siendo, en su conse- 
cuencia 9 denunciada. 

Suponíase impresa en París, pero pronto se ave- 
riguó que lo habia sido clandestinamente en Zara- 
goza , y comenzado el procedimiento contra los 
responsables , se pretendió por uno de éstos la in- 
hibición del fuero común , en favor del Tribunal 
de imprenta , recurso que fué desestimado por la 
Audiencia. 

U^ado el caso de la acusación , el promotor 
fiscal , en el concepto de deHto de injurias, por 
escrito y con publicidad , contra S. M. la Reina y 
contra el clero y la nobleza, pidió las penas, que 
consideró justas, y el juez de primera instancia des- 
pués , á pesar de las razones de la acusación, se de- 
claró incompetente, mandando poner á los reos en 
libertad. 

Interpuesta apelación por el Ministerio público, 
fué confirmada la sentencia del infi^ior , sin adición 
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ni modificación alguQa, por la Sala segunda de la 
referida Audiencia, con lo que más adelante el 
Fiscal de imprenta denunció .el escrito, en el con- 
cepto de injuríosOí al tenor del caso primero del 
articulo 24 y primero y segundo del 25 de la. ley de 
IS de Julio de 18S7, no obstante lo-éual, el Tribu- 
nal de imprenta declaró no culpable, en la esfera de 
la ley especial , la hoja denunciada , entendiendo 
haberse cometido un delito común , y por consi- 
guiente, sometido á las prescripciones del Código 
penal. 

Aparte , pues , la cuestión jurisdiccional , que el 
Tribunal Supremo de Justicia declaró^en favor del 
fuero ordinario , bajo d concepto de ser, en efecto, 
un delito común el que el impreso denunciado 
suponía, cuya doctrina habrá hoy de ajustarse á la 
ley nueva, según indicaciones, que más^ adelante, 
áua cuando brevemente, haremos; v viniendo á 
esas mismas consideraciones de que la facultad de 
imprimir y publicar, según el articulo segundo de 
la Constitución no envuelve toda esa latitud, á que 
puede extenderla el capricho ó la voluntad no con- 
tenida de cualquiera, señalaremos los puntos, que 
como base general y en el concepto de principios 
absolutos , no parecen de fácil ó verosímil altera- 
ción en disposiciones ulteriores. 
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Un impreso colocado» por clandestino 6 anó- 
nimo, fuera de las condiciones de la ley priyile*- 
giada, entra natural(nente en la esfera de las pu- 
plicaciones sajelas al Código penal y al criterio de 
los Tribunales ordinarios. 

Si los impresos de esta clase gozasen de las pre- 
rogaÜTas concedidas i los que salen i luz bajo el 
amparo de la ley y con las condiciones precisas que 
ella detenjúna , se confundirían naturalmente los 
actos lícitos ó ilícitos, lo permitido y lo vedado; y 
esto no sólo es contrario i las máximas elemen- 
tales del derecho, sino que también choca abierta- 
mente con lo| primeros rudimentos de la justicia, y 
basta con los de la equidad , deduciéndose , en su 
consecuencia, que todo impreso clandestino sc^a- 
lia fuera de la ley de imprenta. 

Antes de enumerarse en ésta todos los delitos 
que le están sujetos, y antes también de fijar las pe« 
ñas, que en su caso deben aplicarse, se determi- 
naron en la misma todos los requisitos de que dám, 
estar adornado cualquier impreso , para que no se 
le tuviese por clandestino, cuya viciosa cualidad 
habría de prívarle necesaríaroente de las garantías 
concedidas á los publicados bajo su amparo y sal- 
vaguardia, y en cuyo concepto ya indicado, no es 
posible entenderse tan incondicional y absoluta la 
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facultad consignada en la Gonsiitucion, á los efec- 
tos de la libre emisión del pensamiento. 

Establécese, pues^ ea la expresada decisión que 
la clandestinidad envuelve la negacim del fuero 
privilegiado de imprenta,' y que el impresor de es- 
critos clandestinos es siempre cúmpliee de las faltas 
ó delitos, que por medio de ellos se cometan. 

Respecto de este extremo hay completa unifor- 
midad en el último párrafo del articulo 2.*^ de las 
dos leyes anteriormente citadas. 

Ed el recurso de nulidad de S7 de Junio de 18S9 
{Gaceta del 2 de Julio) se declaró que una vez 
designado el articuto del periódico, que, á juicio del 
Fiscal, constituyese delito, según lo exigido por el 
S6 de la ley antigua (modificado en cierto modo 
por el 5S y 56 de la ley nueva, aunque sin altera* 
cien de la doctrina), quedaba cumplido este pre- 
cepto> sin necesidad de señalar determinadamente 
párrafos ó frases, porque esta obligación es alter- 
nativa, conforme sea la parte del escrito denun- 
ciado. 

El Fiscal de imprenta, según el articulo 82 de la 
ley de 13 de Julio de 1S87, citado en el primer 
considerando del recurso de nulidad de 18 de 
Octubre de 1889 ( Gaceta del 20) , y no modificado 

ni alterado , antes bien repetido exi el 80 de la de 29 

a. 



de Junio de 1864, es parte legitima para ejercitar 
todas las acciones por delitos de la prensa ; dicién- 
dose ademas en los de i ^ de Diciembre de 1860 y 
18 dé Setiembre de 1861 ( Gacetas del 8 y 21) que 
al Tribunal de imprenta corresponde excloisiya- 
mente calificar los escritos denunciados y la im<- 
posición de las penas, según esta niisma califica- 
ción , sin que se halle prohibido que una «ola d)^ 
nuncia pueda comprender distintos números del 
periódico, á que la misma se refiere. 

La calificación da esta clase de delitos, sin em- 
bargo , y en este particular coiiacide la legislación 
moderna con lá resolución del Tribunal Supremo 
de Justicia, de que primeramente hicimos mérito, 
ha tomado nuevo aspecto, como se observa por las 
notables variaciones introducidas en los seis nú- 
meros del articulo 24 de la ley de 29 de Junio, en 
su relación con los artículos del 24 al 30 de la de 
13 de Julio, en cuyo examen y expUcacioñ no nos 
detenemos , tanto porque éste es un punto ajeno de 
nuestro propósito, comp porque de ninguna manera 
mejor que con el eotejo de los unos y los otros se 
pueden hallar las diferencias, como también por la 
inaplicación actual de estos últimos; bastando para 
esa misma calificación, y para distinguir y com- 
prender sus consecuencias penales, tener á la vista 
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los primeros; en la más moderna de ambas leyes 
consignados. 

Esto no obstante y como materia de jurisdicción, 
no podemos prescindir de citar el articulo 52 de: esta 
misma de 29 de Junio de 1864, según el cual nó hay 
fuero alguno privilegiado en las causas por deli- 
tos de imprenta, si bieulos militares, que delincan 
por medio de ella , quedan sujetos á la Ordenanza 
del ejército, asi como también habrán de ser juz- 
gados por los tribunales que la misma establece, 
pero con sujeción á la penalidad señalada en la re- 
ferida ley, los escritos que tiendan á rebajar la-fide^ 
lidad ó disciplina de la fuerza armada, de algún 
modo que ño esté previsto en las leyes militares. ' 

Esta disposición, que nosotros en niodo alguno 
comentamos, negando todo privilegio en materia 
de imprenta,. no solamente conserva él militar, 
para los que á esta clase pertenecen , sino que to- 
davía eleva y extiende á mucho más lá jurisdicción 
de guerra, declarando desaforados, én otro con- 
cepto, á cuantos cometan e¿os delitos especiales, 
que en la misma se señalan, cpalqiiiéra que sea su 
condición, y haciendo suyo exclusivamente el co- 
nocimiento de los mismos, per más que en la pe- 
nalidad se hayan de ajustar loa consejos ordina- 
rios á la ley nueva de imprenta. Pero basta ya de 
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esta materia por las razones indicadas » y porque 
ninguna decisión concreta » después de la reforma 
de la antigua ley^ se encuentra todavía en la colec- 
ción legislativa. 

Punto es demasiado conocido , y desde Inégo se 
sabe que el delito de incendio., como también se 
dijo en la sentencia de 17 de Diciembre de 1857 , 
es uno de los previstos y castigados en el Código 
penal. 

En ciertos y determinados casos, cuando lleva 
por objeto la intención de trastornar el orden pú- 
blíco^ puede cambiar su naturaleza , y más , si por 
razón de localidad ú otra excepcional cualquiera, 
se baila comprendido en disposiciones especiales; 
teniéndose también en cuenta las exclusiones rela- 
tivas al que se. ejecuta en cuarteles, almacenes de 
boca y guerra y otros edificios militares , cuyo co- 
nocimiento, según el artículo 4/, titulo in, tratado 
VIII de las Ordenanzas del ejército, corresponde 
privativamente á la jurisdicción militar , pero sin 
que de manera alguna , y conforme se dijo en la 
decisión de 23de Marzo de 1887 {tomo lxxi, núm. 
11 de la colección legislativa), deba ampliarse i 
otros objetos , que en aquella no se expresan. 

Y al hablar de incendios, no podemos disp^isar- 
nos de citar el recurso de casación de 4 de hi^ 



ciembre del 858 {Gaceta dpi 8) referente al ocurrido 
en el ingenio Gratüud » por consecuencia de las 
chispas, que , al pasar por el mismo , hubo de.arro- 
jar la máquina Orion ^ del ferro-carril de Cárdenas, 
trayendo á continuación, como de necesario estudio, 
la Real orden de 18 de Octubre de 1864, en la 
cual se establecen , ó mejor dicho, se recuerdan y 
explican las obligaciones de las empresas, base y 
fundamento de su responsabilidad , en las infrac- 
ciones que por las mismas se cometan, y ademas 
la decisión del Tribunal Supremo de Justicia de 23 
del propio mes ( Gaceta del 25) ; t^a vez que aun 
cuando no tengan intima relación con la materia 
esencial de este capitulo, siempre nos habrán de 
suministrar luz bastante, por lo que hace á la doc- 
trina general, relativamente á la indemnización de 
daños y perjuicios , en consecuencia de esos acci- 
dentes, y siniestros, que, por desgracia, con tan 
lamentable frecuencia estamos viendo. 

De este modo procuraremos esclarecer, en cuan- 
to nos sea posible , una cuestión de suyo tan grave 
y delicada, si no precisamente dentro de todas sus 
multiplicadas derivaciones y bajo todos esos dife- 
rentes aspectos , con que puede ofrecerse á la re- 
solución de los tribunales , á lo menos , por lo que 
respecta á las resgpnsabilidades , ya directas, ya 
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subsidiarias, que por su piisma índole tantos obstá- 
culos presentan siempre » y tantas dudas y tantas 
dificultades nos ofrecen. 

El administrador del referido ingenio Gratitud dio 
parte al capitán pedáneo de Cimarrones de haber 
pasado por la linea del mismo los carros de carga 
de la empresa del ferro-carril de Cárdenas, en oca- 
sión de. reinar un horroroso viento sur , y hasta 
tal punto brotando humo la chimenea de la máquina 
Orion y que por dos extremos de la derecha se in- 
cendió un cañaveral ya corlado , con lo que tomó 
el fuego tan gynde incremento, que á pesar de 
las dih'gencias practicadas al efecto, no pudo ex- 
tinguirlo. 

Ademas del ingenio Gratitud se incendiaron tam- 
bien otros, que se hallaban situados en la misma 
linea , habiéndose instruido la correspondiente cau- 
sa, sin que los perjudicados, á quienes se ofreció 
en tiempo oportuno , hubieran querido mostrarse 
parte en ella, reservándose algunos,. no obstante, 
susacciones, para deducirlas civilmente contra quien 
hubiera lugar y cuando lo creyesen conveniente. 

Practicada la tasación de daños y cuantas otras 
actuaciones se creyeron necesarias, d promotor 
fiscal manifestó que no resultaba del procedimiento 
acción criminal , estimando delya sobreseerse , con 



las costas de oficio, cuyo auto, en igual concepto, 
fué más adelante aprobado por la Sala segunda de 
la Audiencia* de la Habana. 

Cuatro meses después , los dueños de los expre- 
sados ingenios, previo acto de conciliación sin 
avenencia , entablaron demanda contra la empresa 
del ferro-carril , reclamando el resarcimiento de 
los perjuicios y danos, que habian sufrido por á in- 
cendio de sus fincas, en consecuencia de las chis- 
pas y carbones encendidos , que , á su paso por las 
mismas, iba despidiendo la locomotora Orton, cu- 
yo resultado , en la primera instancia , después de 
los trámites legales , fué la absolución de aquella y 
la imposición de perpetuo silencio, con las costas, 
á los demandantes. 

Apdaron éstos para ante la referida Audiencia 
pretorial, y por sentencia de vista se revocó el auto 
definitivo y se condenó á la empresa del ferro-car- 
ril dé Cárdenas al abono de los daños y perjuicios 
inferidos , con cuyo motivó se interpuso el recurso 
de casación , á que nos vamos refiriendo. 

Sin entrar en el examen de los fundamentos ex- 
puestos por aquella f ni en el de esos otros, que, 
ajenos á nuestro propósito , fueron objeto del fallo 
dictado por el Tribunal Supremo de Justicia , de- 
clarando no haber lugar al expresado recurso , nos 
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concretaremos, para después deducir las conse- 
cuencias legales , que de ellos se desprenden , á los 
considerandos primero y s^undo def mismo, que 
son los que verdaderamente fijan la cuestión. 

Redújose el pleito al esclarecimiento de si el in- 
cendio, que lavo lugar en el ingenio Gratitud y se 
propagó á los demás, fué ocasionado por las chis- 
pas ó brasas que despedía la locomotora Orion ^ i 
su paso por aquel, y, en caso afirmativo, sí hubo 
culpa por parte de la empresa.' 

Que la hubo declaró la Audiencia , al revocar á 
auto definitivo ; por los deniandantes apelado, y al 
mandar se abonasen á éstos los perjuicios irrogados, 
' fundándose especialmente en haberse probado los 
extremos capitales de que la máquina Orum causó 
el incendio y de que la empresa era culpable, por- 
que los conductores acostumbraban á llevar los ce- 
niceros siempre abiertos. 

Dentro, pues, de estos términos , claro es que el 
Tribunal Supremo, sin entrar, porque nodebia, 
en la apreciación de los hechos , no pudo más que 
resolver la negativa del recurso , si bien en cambio 
y por el último de sus considerandos, dejó consig- 
nado que el sobreseimiento, que se hubo de acor- 
dar en el proceso y fué aprobado por la Audíeucia, 
no era una ejecutoria, pues no obstaba para que 
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volviera á abrirse, sí en adelante apareciesen nue- 
vos méritos. 

La doctrina del derecho , que en apoy5 del re- 
curso alegó la empresa del ferrro--carrii de Cárde- 
nas de que, por hacerse una indemnización , puede 
premiarse el dolo ó \% culpa, á costa del menos cul- 
pable ó del que absolutamente es-inocente , con lo 
cual se sanciona que debe juzgarse la participación 
que el mismo dañado ó querellante haya teñido en. 
el hecho que lamenta, pugna ciertamente^ con los 
principios de justicia, cuando, como en el caso ac- 
tual, resultaban personas que debian responder, y 
á las que en el expresado recurso se dio el nombre 
de culpables, sin que tampoco, en hechos de esta 
naturaleza', pueda aceptarse la teoría de los casos 
puramente fortuitos. 

Esto referido, y para entrar después más de lleno 
en la doctrina, que respecto de esta tan delieada 
materia-, uno y otro envuelven, expongamos pre- 
viamente el otro caso ; objeto á su vez , del recur* 
so de 22 de Octubre anteriormente citado. 

En la mañana del 12 de Octubre de 1860, al no- 
tar Ana Montes, guarda-barrera del paso nivel que 
cruza la via férrea de Valencia á Almansa, en el 

término de Silla, partido del Af gudor , que se apro- 
as 
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ximaba el trdu-correo descendenie, trató de cerrar 
la barrera, en cuyo acto se presentó Mariano Jorge, 
conduciendo una tartana y empefiindose en pasar 
antes que el tren. A pesar de advertirle aquella el 
peligró que iba á correr » le hizo abrir la barrera , 
amenazándola con el látigo é insultándola , con k> 
que» al atravesar fué alcanzado y atropellado por la 
maquina, dejándole muerto, como también al ca* 
bailo, y destrozada la tartana. « 

Habiéndose formado la correspondiente causa , 
sobreseyó en ella el juez de primera instancia, por 
auto de 13 de Diciembre del mismo año, de con- 
formidad con el promotor fiscal, sin perjuicio de 
continuarla , si en. lo sucesivo apareciesen nuevos 
méritos; y consultado con la Audiencia, su Sala 
segunda, en vista de lo expuesto por el Fiscal de 
S. M ., que opinó por la* aprobación , en cuanto á la 
responsabilidad criminal , (|ue pudiera correspon- 
der á Ana Montes y demás empleados en el tren 
que causó la desgracia, y que se exigiera la res- 
ponsabilidad civil correspondiente á la Sociedad 
del ferro-carril por los medios legales , por el hecbo 
de tener desempeñado por mujeres el servicio de 
guarda-barreras, aprobó el sobreseimiento, man- 
dando, al propio tiempo, devolver la causa al inferior 
con certificación, en la que se insertase el dicta- 
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meó fiscal en la parte conducente» i fin de que se 
procediera á lo que correspondiese con arreglo á 
derecho. 

Devuelta, pues ^ como so habia ordenado por la 
Sala y< comunicada á Mariana Rocafort ^ viuda de 
Mariano Jorge, presentó demanda en 11 de Octu- 
bre de aquel año, por si ; como cesionaria de Fer« 
nando Jorge» hermano de su marido , que le habia 
trasmitido sus derechos» por escritura de 15 de 
Abril anterior» para que se condenase ¿ la Sociedad 
del ferro-carril del Grao de Valencia á Almansa » 
y en su representación á su Director gerente , al 
pago de S9700 rs., á que ascendían los perjuicios 
irrogados por el atropello, á saber : 1200 rs. en 
que los peritos valüliron el caballo; 2000 en que 
apreciaron el (}&no causado en la tartana y apare* 
jos» y 36S00 rs. por la muerte del marido» con 
más las costas que se originasen. Alegó que la 
Superioridad habia mandado'devolver la causa pa- 
ra que se exigiese la responsabilidad civil á la em- 
presta : que no habia prueba de la (eíneridad que se 
atribuía á Mariano Jorge» pues la única persona que 
hablaba de ella era indigna de crédito » por ser de- 
pediente á' favor de la Cual declaraba, y resistir la 
sana critiea que el hecho sucediese en los términos 
que referia, á vista de los demás antecedentes que 
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arrojaba el proceso : que por la curva que Iiacia la 
linea y arboleda que babia á los dos lados no se veía 
el tren hasta la distancia de 24 metros, que recorría 
en mucho menos tiempo que se necesitaba para todo 
lo que referia Ana Montes pasó con Jorge : que ni 
uno ni otro se apercibieron de la venida del tren, 
por no haberse dado el silbido, aviso de lailegada, 
á la distancia que prevenían los reglamentos, sino 
como señal de peligro, cuando la tartana estaba sc« 
bre la via: que el servicio de guarda-barrera se 
hallaba desempeñado por una mujer , con infrac* 
cion de los reglamentos , y ademas no estaba pro- 
vista de banderolas ni faroles , ni se le habia dado 
consigna alguna, para que se adelantara á hacer la 
señal de parada: que el habei* sustituido la mujer 
al hombre para el servicio de guarda-barreras ha- 
bia sido por economía, á costa de la seguridad pú- 
blica : que el guarda no se hallaba colocado en el 
punto que , salvando lá curva y dificultad que ofre- 
cía el arbolado, pudiera ver el tren a la distancia 
de más de 500 nitros, para hacer la señal de para- 
da : que el maquinista no disminuyó la velocidad 
de la marcha, en virtud de la curva, hasta descubrir 
una larga extensión del camino, según prevenían 
los reglamentos ; y que de todos estos hechos se des- 
prendía como fundamento de derecho, que habiendo 
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habido omisión, descuido y negligencia por parte de 
la Sociedad y sus dependientes, venia ésta obligada 
á indemnizar los perjuicios causados, conforme al 
articulo 14 de la ley de 14 de Noviembre de 1855. 
La Sociedad del ferro-carril contestó , á su vez , 
pidiendo se la absolviese libremente, excepcionan- 
do : que la Superioridad, al mandar devolver la cau- 
sa , nada había prejuzgado ni ninguna reserva de 
derecho habia consignado , siendo únicamente su 
objeto dar conocimiento á los interesados de lo que 
opinaba el Ministerio fiscal, para que, si lo tenian 
por conveniente, incoaran el correspondiente juicio 
civil ; que nadie habia dudado de que el hecho ocur- 
rió como decia Ana Montes , único testigo presen- 
cial, la cual, aunque dependiente de la empresa, 
no era tachable, por no ser criado doméstico; que 
el desempeño del servicio de' guarda-barrera por 
mujeres no estaba en oposición con los reglamen- 
tos , ni se infería que hubiese de serlo precisamente 
por hombres, por concederse á los guardavia3 y 
guarda-barreras el privilegio de usar armas, toda 
vez que esto no era un mandato, sino un permiso ; 
que una mujer avisaba al pública y cerraba las bar- 
reras como un hombre, y hecho esto, la segur dad 
era completa, á no ser que algún temerario pro- 
cediese como Mariano Jorge , pues en tal caso su 

93. 
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voluntad era la causa del mal , quedando irrespon- 
sable la empresa que empleó suficientes medios pa- 
ra evitarlo; que ninguna omisión ^ descuido ó ne- 
gligencia podía achacarse á ésta y que aun si hu- 
biese faltado á alguna prescripción , no engendraría 
tampoco responsabilidad, por no haber sido la que 
dio motivo ú ocasión á la desgracia. 

Articulada por ambas partes la prueba , que cada 
una cieygL conducente á su propósito, el Juez dictó 
sentencia , que después confirmó la Sala segunda 
de la Audiencia del territorio , absolviendo á la so- 
ciedad del ferro-carril y en representación de la 
misma á su director general , de la demanda , ob- 
jeto de los autos. 

Contra este fallo dedujo la viuda Haría Rocafort 
recurso de casación , bajo el concepto de infnngido 
el antes citado artículo 14 de la ley de 14 de No- 
viembre de 188S, invocando el principio de dere- 
cho de que aquel que causa un daño está tenido á 
SU' reparación , en cuyo caso se encuentra todo el 
que ejerce una industria ó especulación , iun cui^n- 
do no medie negligencia ú oiúisíon , porqué no le 
es dado llevarla á .cabo con perjuicio de tercero y 
citando, por último, la ley 6/, titulo xv. Partida vii, 
por haberse negado la indemnización , á pesar de 
haber habido daño. 
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El Tribunal Supremo de Justicia, al denegar el 
recurso, lo fundó en que determinada la causa se* 
guida , en consecuencia del siniestro referido, de- 
clarando, aunque con la cualidad de por ahora, 
que los dependientes y guarda -barreras del ferro- 
carril no habian incurrido en responsabilidad , no 
podía tener lugar la indemnización establecida en 
el articulo 14 de la ley de 14 de NoviembriS de 18SS, 
porque ésta supone necesariamente que el peijui* 
cío se haya causado por los empleados en el servi- 
cio de la explotación y del telégrafo^ sin que tam- 
poco apareciesen infringidos los principios de dere- 
cho alegados por la recurrente, porque hasta en-, 
tónces no resultaba culpa imputable ¿ la empresa 
ni á sus dependientes, y porque , ademas , la ley 
6.% titulo XV , Partida vii , citada por la misma , 
como penal que era, sólo podía tener aplicación 
en un proceso criminal, y esto según las modifi- 
caciones establecidas en el Código noYÍ3Ímo. 

No cabe, por consiguiente, iacertidumbre, y an- 
tes bien existe perfecta armonía entre la jurispru- 
dencia que en ambos recursos se establece. En el 
primero se declaró no haber lugar á él , porque 
desde luego se tuvo en cuenta la omisión de los 
dependientes de la empresa del ferrocarril de Cár- 
denas, llevando abiertos los ceniceros de la máquí- 
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na ; en el segando , que fué el interpuesto por la 
viuda del tartanero » se hizo igual declaración, por 
no resultar que la guarda-barrera Ana Montes hu- 
biese faltado en ei desempeño de su cargo. 

Dedúcese, pues , de todo que las empresas de los 
ferro-carriles pueden ser bajo dos conceptos res- 
ponsables de los siniestros, que ocurran en los mis- 
mos; ya por la acción civil, que contra ellas com- 
peta á los perjudicados, dado el caso de que el su- 
ceso no constituya hecho alguno punible , con ar- 
reglo á las leyes y reglamentos vigentes , ya por la 
acción subsidiaria , cuando se haya formado causa 
criminal y en *ella se justifiquen la culpabilidad é 
insolvencia de alguno de sus dependientes ó em- 
pleados. 

No obstará seguramente para la reclamación ci- 
vil la circunstancia de que, por falta de datos su- 
ficientes , se haya acordado el sobreseimiento sin 
perjuicio, como ha sucedido en los dos recursos ex- 
presados; por más que desde luego se comprenda 
que si se hubiese justificado en el primero , no la 
costumbre que los conductores de las máquinas te- 
nían de llevar siempre abiertos los ceniceros, cuyo 
descuido habitual supuso lo posible de la culpa, en 
el caso concreto del incendio ocurrido en el ingenio 
Gratitud j y por ello la cláusula ordinaria , sino el 



hecho cierto deque asi ocurrió también entonces, 
y que precisamente , por tal descuido , se hubo de 
producir el siniestro referido» la responsabilidad 
toda habrja recaído sobre los imprudentes, y la 
subsidiaria, por su insolvencia, declarada en el 
propio juicio criminal, habría sido de la eiñpresa. 

Esto^ismo es cabalmente lo que significa el con* 
siderando segundo del segundo de los expresados 
recursos, en aquello de no ser aceptables los prin- 
cipios de derecho , que en su sostenimiento y apoyo 
se alegaron , por no resultar culpa imputable ni á 
la empresa ni á sus dependientes , mientras que la 
ley citada en él , de carácter puramente penal , sólo 
podria tener aplicación en un proceso , y esto se-* 
gun las modificaciones del Código actual. 

Estas modificaciones son , en nuestro concepto , 
las comprendidas en su articulo 18 ; insistiendo , por 
lo tanto, ea creer que en los siniestros que ocurran 
en los ferro-^carriles, las empresas habrán de res- 
ponder de los daños y perjuicios que se irroguen, 
directamente por si y en la via civil , cuando no r^- 
sulte omisión, negligencia ó imprudencia de su 
parte ó de sus dependientes ó empleados, y en la 
via criminal, por lo eoncemiente á los actos res- 
pectivos , tanto de éstos como suyos , directa ó sub- 
sidiariamente, cuando la imprudencia, la negli- 
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gencia, omisión ó cualquiera otra falta resalten 
comprobadas. 

Pero si esta interpretación , si esta doctrina , que 
nosotros, comprendemos y explicamos,, pudieran 
ser dudosas, que en nuestro juicio no lo son, 
todavía* tendríamos en nuestro apoyo la muy im- 
portante circular de 50 de Abril de 1863 ,^ir¡gi- 
da por el Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia 
á los fiscales de S. M. en las Audiencias del reino, 
de la que , en cuanto tenga relación con nuestra ob- 
jeto , nos haremos cargo , y en la cual , entre otras 
cosas, se establece el principio de que las empre- 
sas de los ferro-carriles responden siempre de los 
daños y perjuicios inferidos por sus empleados en 
el servicio de explotación y del telégrafo. 

Los caminos de hierro, lo mismo en el orden ad- 
ministrativo que en el jurídico, según se dice en 
ella, son uno de los problemas más complicados y 
dificiles de los tiempos modernos , y á conciliar las 
exigencias de la seguridad pí^blica con las necesi- 
da^sde la explotación, tienden, desde hace mu- 
cho tiempo , la atención y los esfuerzos de todos 
los gobiernos ilustrados. 

Si en las cuestiones que de los mismos puedan 
surgir cabe la verosimilitud de algún caso, en que 
la responsabilidad directa ^ de que habla el articu- 
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lo>14 de la ley de 14 de Noviembre de 1858, no 
gravite sobre las empresas , porque así lo prescri- 
ba un principio de dereebo común » del cUal no 
parece qu^ haya aquella prescindido , convetiiente 
y en alto grado útil habrá de ser el tener siempre 
muy en cuenta los cinco puntos esenciales, ^ue en 
la expresada circular aparecen consignados, para 
resolver, con la uniformidad que ella recomien- 
da, los casos de responsabilidades respectivas , por 
los siniestros que así en el servicio del telégrafo co* 
mo en el de la explotación ocurran. . 

Piíqjde darse la ocasión de un suceso de todo 
punto fortuito ó que constituya un caso de fuerza 
mayor, y entonces claro es que no hay responsabi' 
lidad para persona alguna, por razón del mismo; 
como puede darse también la de que el daño pro- 
venga de causas, que sin llegar á suministrar ma- 
teria criminal , hagan producir y que de él nazcan 
responsabilidades civiles, en favor de los perju- 
dicados. 

En una y otra procedería el sobresamiento ; si 
bien con las reservas necesarias; á los efectos de 
la indemnización , en la segunda, y sin ulterior 
progreso , en la primera. 

Pero cabe, de igual modo, que el siniestro sea 
consecuencia de un hecho punible, y entonces, cor 
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mo en la referida circular se expresa , no podri es- 
timarse perfecto y concluido el sumario, tniéntras 
que ademas del siniestro mismo , con todas sus cir« 
cunstancias , no se haya depurado » en puanto sea 
posible, quién ó quiénes sean los autores inmedia* 
tos, responsables del hecho 'productor de aquel; si* 
siéndolo un empleado ó dependiente del ferro-car 
ril , lo ha ejecutado en el servicio de la explotación 
ó del telégrafo : si á esta misma ejecución de su 
paite ha dado ocasioi\ alguna falta , que pueda 
imputarse directamente á Ja empresa ó su gerencia: 
si el acto funcional del empleado merece calificarse 
de imprudencia, ya en el concepto de temeraria, 
^a bajo otra calificación , por envolver alguna iu- 
f facción de reglamento: y por último, si cualquie- 
ra que sea el hecho ha podido provenir de falta ú 
omisión de los empleados , que tienen á su cargo 
la inspección de los ferro-carriles , en el desempeño 
de las funciones, que los reglamentos les asignan. 

Necesario es tener siempre muy presente todo 
esto , porque en tanto podrá alcanzar la responsa- 
bilidad subsidiaria & las empresas, en cuanto sus 
empleados hubiesen dado ocasión al siniestro, en 
el concepto de tales, lo cual no acontece ni pro* 
cede , si obran como particulares , independien- 
tes de las mismas : porque en tanto les corres- 
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pondera la principal ó subsidiaría» en cuant% de 
ellas haya dependido la falta cometida : porque en 
tanto habrán de aplicarse los párrafos primero ó 
segundo del articulo 480 del Código » en cuanto 
los baga necesarios la calificación de la impruden- 
cia : y áltifflamente , porque en tanto podrá apre- 
ciarse la conducta de los empleados, en el estricto 
cumplimiento de sus deberes, en cuanto se haya 
podido depurar previamente la culpabilidad ó in- 
culpabilidad de los responsables inmediatos. 

Por mucho y más que consideremos conveniente 
el conocimiento y detenido estudio de esa tan no- 
table circular , á que nos hemos venido contrayen- 
do en estos párrafos, ni estamos autorizados para 
¡asertarla , como con mucho gusto , en otro caso , 
báriamos, no obstante que ella no atañe directa- 
mente al punto de las competencias de jurisdicción, 
que es nuestra idea; ni más nos hemos permitido 
por lo tanto, que esas ligeras indicaciones anterio- 
res , bastantes , en medio de todo , para llamar la 
atención de nuestros lectores, y principalmente de 
los que, por su cargo, se encuentran en el caso d^ 
aplicar la ley de ferro-carriles , en todas las graves 
dificultades que puedan ofrecerse. 

Y al concluir sobre esta materia , ciñéndonos á 
los limites de este libro , atendidos el pensamiento 

24 
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y laiadoledel mismo, oportuna será también una 
ojeada 9 mejor dídio, un recuerdo de la antes iiH 
dieada Real orden de 18 de Octubre de 1864 {Ga- 
ceta del 22), donde se consignan importanies pre- 
venciones, que deben considerarse, reglamenta- 
rias , sobre diversos puntos , cuyo quebrantamien- 
to pudiera suponer esa misma responsiAilidad de 
que más arriba hemos hablado. 

Indicándose en día lá necesidad de una atención 
asidua y esmerada , respecto de la eiacUtud en el 
servicio de la explotadon de los ferro-carriles, por 
parte de sus agentes , en el cumplimiento de sns de* 
beres respectivos , sin que sea posible tolerar la 
más leve infracción, de donde pudieran acaso na- 
cer las desgracias consiguientes , aun en las Uneas 
mejor construidas , se mandó que los funcionarios 
de las Inspecciones del Gobierno , por medio de fre- 
cuentes visitas, asi de día como de noche, vigila- 
sen estrictamente sobre la más exacta y puntual 
ejecución de los reglamentos , por los diversos en- 
cargados de ella, en todos los extremos á cada 
uno referentes. 

El constante mantenimiento del personal de las 
CompaiUas, al nivel de las necesidades de la expb- 
tacion, y la organización del trabajo diario de cada 
clase, especialmente de los guarda-vias, guarda- 



\ 



— 579 — 

agujas» maquinistas y guarda-frenos, teniendo siem- 
pre eu cuenta el gradó de fatiga 6 de atención que 
exija la naturaleza del servicio; la mis esmerada 
ejecución en las maniobras de agujas y señales , asi 
como de tos discos, i la entrada de las estaciones, 
y su alumbrado , durante las horas de la noche; la 
exactitud más rigorosa y precisa en las de salida y 
llegada de los trenes, la necesidad de acortar su 
velocidad al acercarse á las agujas, el perfecto 
estado del material móvil y muchas otras preven- 
ciones de esta misma índole , contiene la Real orden 
referida, que siempre convendrá tener muyala 
vista, por más que ellas sean sustancialmente un 
recuerdo de las obligaciones consignadas en la ley 
de 14 de Noviembre de I85S, en cuyo artículo 26; 
según indicamos oportunamente y repetimos por 
conclusión de ésta materia , se dice y determina 
que los que cometan delitos penados en la misma 
serán juzgados por la jurisdicción ordinaria, cual- 
quiera que sea su fuero. 

Debe, sin embargo, no olvidarse la excepción 
del 37 » relativa á los que sólo h&yan incurrido en 
multa , por la comisión de faltas , las cuales están 
sujetas á la autoridad d^ los gobernadores , en su 
caso, según los artículos (2 y 28 de la misma, y 
á la jurisdicción de los alcaldes, que habrán dé 
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atenerse, en la sustanciacion de estos juicios, á 
las reglas establecidas para las demás faltas co- 
munes. 

Aqui parece que debiéramos poner fin á nuestro 
trabajo, cerrando los folios de este libro, puesto 
que dentro da él, aunque sin todo el esmero , oon 
menos detenimiento del que hubiéramos querido, y 
con esos' naturales é irremediables defectos , cuya 
razón se comprende, cuya disculpa no es dudosa, 
se epcierran ya todos los puntos de jurisdicción , 
concernientes al objeto que nos propusimos, y 
que , mejor ó peor desempeñado , hemos logrado 
traer, hasta donde, por los datos que son su fun- 
damento , nos ha sido posible. 

Un vacio, no obstante, podrá quizá echarse de 
ver, que ciertamente existe , al fijar la atención en 
el cuadro , que nos ofrece la jurisdicción común , en 
su relación actual con las demás jurisdicciones pri- 
vativas; puesto que todayia, si de índole pura- 
mente civil , tenemos la de los tribunales de co- 
mercio, á quienes les está concedida la atribución, 
en ocasiones especiales, de imponer penas, y para 
cuyo examen, en lo concerniente á la misma, como 
materia , hasta cierto punt9 más extraña , estas úl- 
timas páginas nos hemos reservado. 

Cuestión .fué*en el año de 1863, en una dalas 
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Salas de 'esta 'Audiencia , con cuyo motivo por el 
Fiscal de S. H. en la misma se hubo de recurrir al 
del Tribunal Supremo de Justicia; consulta primero 
y dictamen después , que entonces tuvimos la hon- 
ra de escribir; cuestión de alta importancia y tras- 
cendencia , la de si » una vez publicado el Código 
penal vigente , debia considerarse también y toda- 
vía en vigor el articulo 1143 del mercantil, en 
cuanto á las facultades de los tribunales de comer- 
cio, para imponer la pena , que en el mismo se se- 
ñala, á los quebrador, comprendidos en los casos 
del articulo 1006. del segundo; ó si, por el con- 
trario « debia entenderse derogado, y sometidos 
aquellos á la jurisdicción ordinaria y legislación 
común. 

Lamentándose el Asesor que era de el de esta 
plaza, por el año de 1860, en un extenso infor- 
me, que le fué pedido de Real orden, de los abu- 
sos introducidos en esta parte de la de comercio, 
y expresando, al hablar de las causas de insolven- 
cia culpable, falladas en el de 1859 , que á pesar de 
haber habido muchas , ninguna , entre tantas , se 
habia sometido á su jurisdicción , trató de demos- 
trar los motivos, haciéndolos consistir en que la 
mayor parte de los que en esta capital se dedican 
al comercio, no cumplen con los requisitos prevé - 

i4. 
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nidos en el Código» con lo que» llegado el caso, 
se presenlan en concorso yoluntario » que se les 
admite por la jnrísdiocion ordinaria , bajo esenus- 
mo concepto de no hallarse inscritos en la matri- 
cula de comerciantes 9 o6n lo cual consiguen no ser 
declarados en quiebra » evitando al propio tiempo 
que sus insolvencias se califiquen según la le; , é 
que indudablemente están sujetos. 

Teniendo esto presente , que .suele ser verdad; 
consignándolo y de ello haciendo mérito» porque 
alguna vez podrá ser conveniente el recuerdo de 
estas indicaciones, á los efectos del articulo 447 del * 
Código penal » citado en el informe referido > poro 
sin entrar en el examen de las condiciones, que 
esa misma ley mercantil marca , respecto de las 
garantías » que ppr la misma se conceden á los co- 
merciantes, toda vez que esto no atañe á nuestro 
objeto , y por más que do deba salvar de su verda- 
dadera responsabilidad criminal á los que, con ma- 
licia, dejan de cumplir con las prescripciones en 
aquella establecidas, eludiendo por una parte lo 
adverso y buscando por otra las ventajas, ese dolo, 
con que desde luego parece que proceden los que 
de tal manera obran, nos limitaremos á consignar 
las razones legales, en apoyo déla opinión y doc- 
trina favorables á los tribunales de comercio, para 
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imponer 9 en caaos dados» las penas que su Có- 
digo sdiala. 

En tanto debe entenderse cualquiera modifica* 
cbn respecto de éste , en cuanta se halle estable* 
cida por el Código penal y nada más. 

La circunstancia , pues, de haberse comprendidp 
entre los delitos, á que se contrae la Sección 1.* 
del capitulo jv, titulo xiv, libro ii de este último 
la insolvencia culpable , por álguuos de los motivos 
que designa el artículo 1005 de aquel, sin haber 
hechalo mismo, respecto de esos otros, compren- 
didos en el articulo 1Q06, es prueba suficienle de 
que las quiebras de tercera clase , por los cinco ca- 
sos,-, que en el primero de ambos se señalan, cons- 
tituyen verdaderos deliU^, sujetos á la ley común; 
al contrario de los tres determinados en el segundo, 
los cuales no puedan ser considerados bajo igual 
punto de vista, sino como contravenciones á las 
disposiciones particulares de la ley mercantil, que 

4 

por los tribunales especiales del ramo pueden y 
deben corregirse. 

Cierto es que éstos carecen de jurisdicción cri- 
minal absoluta , si nos es esta frase permitida; pero 
desde lu,égo se comprende que por lo que hace á los 
casos determinados en el referido articulo i 006 del 
Código mercantil, ha quedado vigente eH{43, y 
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qae en los tribunales de comercio reside la facultad 
de calificar las quiebras é imponer á los cylpables 
de las de tercera clase , previstas en el primero de 
aquellos, la pena correccional de reclusión, que 
conforme al segfindo, no podrá bajar de dos meses 
ni exceder de un ano. 

Partiendo de la anterioridad de fechas , respecto 
de el Código comercial, en su relación con el Có- 
digo penal vigente, cuyo aAicnlo 7.^ expresa, sin 
embargo, no hallarse sujetos á las disposiciones que 
contiene los delitos determinados por leyes espe- 
ciales, y viniendo á parar después en esos otros del 
mismo , 445, 446 y 417, no es posible desconocer, 
de modo alguno , que la mayor parte de los hechos 
justiciables, que del comercio proceden, deben 
ser castigados con arreglo á lo que en los tres se 
determina. 

Esto mismo, como hemos apuntado antes, se 
establece por el articulo 120S del primero, que 
niega á los tribunales de comerdo toda jurisdicción 
para imponer otras penas que las pecuniarias, y la 
correccional, en caso de quiebra culpable, al tenor 
de lo prescrito en el li 43, disponiéndose, al pro- 
pio tiempo, que de toda incidencia criminal conoz- 
ca la jurisdicción Real ordinaria. 

Según el articulo 1002 del Código mercantil, se 
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distinguen , para los efecctos legales, ciiico clases' 
de quiebras , siendo la primera y segunda la sti^ 
pensión de pagos é insolvencia fortuita , compren- 
diéndose en la tercera la insolvencia culpable^ en 
la cuarta la imolvetiáa fraudvienta y en la quinta 
el alzamiento. 

En combinación, pues, unas con otras las dls«* 
posiciones referidas , fácil es observar que mien- 
tras el articulo 448 del Código penal castiga con 
prisión correccional á los que sean declarados reos 
de insolvencia culpable, por alguno de los motivos 
que se designan en el articulo 100S del mercan- 
til , el 443 y el 444 del primero castigan, á su ves, 
de una manera terminante, sin limite alguno y 
como ^correspondientes á la jurisdicción común el 
atamiento y la insolvencia fraudulenta. 

Tanto son quebrados de tercera clase los inclui- 
do^ £n el articulo 1005 como en el 1006 del Códi- 
go dé comercio, y sin embargo vemos que el 448 
del Código penal determina taxativamente los ca<* 
sos, en que los reos de insolvencia culpable de- 
ben ser castigados con arreglo al mismo , esto es , 
en aquellos que dentro del lOOS se comprenden ; 
con lo que, si de igual modo hubiera de enten- 
derse respecto de los tres siguientes, comprendi- 
dos en el 10U6, eltro es que de igual modo tani^ 



bien el 445 del segundo de aquellos así lo hubiera 
expresado y decidido. 

La razón filosófica de esta distinción parece en- 
contrarse en la menor gravedad de los motivos , 
que producen la quiebra , en las tres ocasiones i 
que* se contrae el articulo 1006 y aun en la espe- 
cialidad de la pena, que/ con ser correccional, es 
de distinta naturaleza, por su forma y duración, 
según el párrafo 2.^ del 1143; no podiendo acep- 
tarse la identidad de consecuencias por la identidad' 
de la categoría, que la ley mercantil establece, 
relativamente i los ocho casos designados en am^ 
bos artículos lOOS y 1006 , cuando expresamente 
se omiten los del segundo en el 44S del Código 
penal, y expresamente por los dos. anteriores, 443 
y 444, se castigan d alzamiento y la quiebra frau- 
dulenta. 

Es, pues, evidente, y en este mismo sentidb se 
eyacuó por d Fiscal del Tribunal Supremo de Jus* 
ticia, con fecha 30 de Abril de 1863 , la consulta, 
¿ que nos hemos referido, que los tribunales de 
comercio tienen jurisdicción para penar las insol- 
vencias culpables , por los tres motivos indicados , 
toda vez que, ea esta parte, y no obstante la publi- 
cación del Código criminal, no ha sido derogado y 
subsiste en toda su fuerza y vigor el 1143 del mer- 
cantil. 



Tenninada ya nuestra tarea» esta tarea que to« 
luntariamente y á costa de muchas de nuestras es«- 
ca;sas horas de descanso nos hemos impuesto i en 
medio del incesante despacho de los numerosos 
procesos, que el deber de nuestro cargo , jamas 
descuidado, nos señala, y hecha esta ligera indica- 
ción , no por lo que ella pueda suponer de mere- 
cimiento, cuya idea está muy lejos de nosotros, sbio 
por lo que haya de contribuir al disimulo y disculpa 
de las faltas , en que indudablemente habremos in- 
currido, que muchas menos fueran, si para su eje- 
cución, nuestro deseo, nuestra voluntad y nuestro 
empeño hubieran sido suficientes, soltamos nues- 
tra pluma, sin otra aspiración que la benevolencia 
de nuestros entendidos lectores , de la cual no que* 
remos dudar, siquiera sea por la confianza , más 
6 menos fundada, pero siempre natural , de que la 
minuciosa recopilación de todas las disposiciones y 
jurisprudencia, objeto de este libro, les vaya en 
alguna ocasión á ahorrar tiempo y trabajo. 



FIN. 
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